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Jurisprudencia: prisión preventiva
ribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 09/03/2015
Partes: M. H., J. B. y otros s/ Tentativa de homicidio doloso y otros. (AI N° 28)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/58/2015
Hechos:
Se interponen recursos de apelación y nulidad contra el auto in- terlocutorio que resolvió no hacer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Cabe revocar el auto interlocutorio que resolvió no hacer lu- gar a la aplicación de medidas sustitutivas cuando la condena no ha quedado ejecutoriada, circunstancia que obliga a todo juzgador a tratarla como tal, dado que la prisión preventiva no puede exceder la pena mínima, y debe considerarse que la misma es de seis meses si la norma no hace expresa mención a una base de imposición de sanción.
2. Debe revocarse el auto interlocutorio que resolvió no hacer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas cuando la privación de libertad que se hallan cumpliendo los procesados, ha alcanzado el límite previsto para la pena mínima establecida al hecho punible por el cual se encuentran enjuiciados, que se considera seis meses por no hacer la norma mención expresa de otro plazo –art. 38 del CP– (del voto de la Dra. López de Gómez).
3. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que resolvió no ha- cer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas cuando los conde- nados se hallan cumpliendo la pena que les fue impuesta y confir- mada, habiendo intentado la defensa la revocación por la vía del recurso extraordinario de Casación, por lo que fueron condenados en dos instancias y ha quedado sin efecto el fin de la prisión preven- tiva desde que se han dictado las condenas (del voto en disidencia del Dr. Arias Maldonado).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 13/02/2015
Partes: D., P. E. s/ Abuso sexual en niños. (AI N° 09)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/18/2015
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó la sustitución de la prisión preventiva solicitada por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, primera sala, resuelve revo- car la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Corresponde revocar el auto interlocutorio que rechazó la sus- titución de la prisión preventiva solicitada por la defensa cuando se ha superado el plazo de duración de la misma por compurgamiento de la pena mínima conforme con la calificación efectuada en el auto de prisión –art. 19 de la CN–.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la sus- titución de la prisión preventiva solicitada por la defensa cuando no se ha hecho mención de haberse desvirtuado los elementos que sirvieron de base a la prisión, el ámbito de supuesta perpetración del hecho, la existencia del requerimiento conclusivo de acusación y la estrecha convivencia por la vecindad del supuesto autor con la víctima, denunciante y posibles testigos y de exposición a una situación de revictimización, por lo que debe garantizarse en primer término el sometimiento del acusado al proceso evitando la fuga y la posible obstrucción a la investigación (del voto en disidencia del Dr. Ocampos González).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 26/02/2015
Partes: Paredes Ocampos, Everlyn Milba Noelia s/ Estafa y otros. (AI N° 18)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/46/2015
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió revocar la medida cautelar de arresto domiciliario, aplicar medidas alternativas a la prisión preventiva, mantener la fianza, rechazar el pedido de revisión de medida cautelar y mante- ner las medidas alternativas. El Tribunal de Apelación en lo Crimi- nal, cuarta sala, resuelve revocar parcialmente la resolución recu- rrida y decretar el arresto domiciliario.
Sumarios:
1. Corresponde revocar parcialmente la resolución recurrida y decretar el arresto domiciliario del procesado cuando la resolución adolece del defecto de no hacer lugar al pedido fiscal, siendo que en realidad la propuesta ya obtuvo la atención positiva del juzgador con la recepción de la misma y la fijación de una audiencia de sus- tentación.
2. Las medidas cautelares en general son accesorias y subsidia- rias, dado que carecen de fin en sí mismas y sólo obedecen al obje- tivo del procedimiento penal de sujeción del imputado, de manera tal a tenerlo presto para diligencias indispensables del fiscal y para actos procesales del Juez.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 03/10/2014
Partes: Compulsas del expediente: Pedro Gustavo Ariel Anciaux s/ Estafa y Apropiación N° 1-1-3-1-2011-317, al solo efecto de la tramitación de la apelación del AI N° 267 del 4 de agosto de 2014. (AI N° 274) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/469/2014
Hechos:
Se interpone recurso de apelación contra el auto interlocutorio que rechazó la declaración de rebeldía del procesado y amplió las medidas sustitutivas a la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la de- claración de rebeldía del procesado y amplió las medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando la competencia de la Presidenta del Tribunal de Sentencia para resolución del recurso impetrado se encuentra ajustada a derecho, dado que lo resuelto no trata sobre el fondo de la cuestión sino una cuestión accesoria al Juicio Oral, como la imposibilidad material del acusado de asistir a dicho acto
–art. 365 del CPP–.
2. Corresponde confirmar el auto interlocutorio que rechazó la declaración de rebeldía del procesado y amplió las medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando no se advierte en la fundamentación del magistrado insuficiencia o contradicción alguna, siendo la misma formalmente correcta al haberse ampliado las medidas sustitutivas para asegurar la presencia del acusado en la audiencia respectiva.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 27/11/2014
Partes: Villanueva Sachelaridi, José Valentín s/ Hurto agravado. (AI N° 332)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/572/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso calificar la conducta y disponer la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve confirmar la re- solución recurrida.
Sumarios:
1. Durante el proceso penal no se podrán otorgar medidas al- ternativas, ni la prisión preventiva podrá ser sustituida, cuando el hecho sea tipificado como crimen o su comisión lleve aparejada la vulneración de la vida de la persona como resultado de una conduc- ta dolosa; tampoco se podrá modificar la prisión preventiva cuan- do el sindicado este imputado en otras causas cuya expectativa de pena sea superior a cinco años de privación de libertad –art. 245 de la Ley N° 4431/11–.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso califi- car la conducta y disponer la prisión preventiva cuando no se dan las condiciones para beneficiar al incoado con otras medidas menos gravosas, considerando que aún se encuentra incipiente la investi- gación del hecho punible.
3. La prisión preventiva es una medida de segundad adoptada por la autoridad judicial que entiende en la causa, a efectos de evi- tar que el imputado se sustraiga de la acción de la justicia, y por ser contraria a la presunción de inocencia su adopción requiere de- terminadas condiciones de apreciación conjunta sin las cuales la medida resultaría ilegal.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 02/10/2014
Partes: De Souza Gómez, Ezequiel y otros s/ Tenencia sin autorización de sustancias estupefacientes, tráfico, comercialización y asociación criminal. (AI N° 272) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/455/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que levantó el estado de rebeldía del imputado, dejó sin efecto la orden de de- tención y dispuso la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que levantó el esta- do de rebeldía del imputado, dejó sin efecto la orden de detención y dispuso la prisión preventiva cuando no corresponde que el Defensor Público sea juzgado de manera especial y tiene el mismo trata- miento que cualquier ciudadano procesado, siendo que la investigación se encuentra en etapa incipiente y se encuentran cumplidos los presupuestos del art. 242 del CPP, por lo que no se dan las con- diciones para beneficiar al incoado con la revocación del auto de prisión ni resulta conveniente la sustitución de dicha medida dado que el supuesto hecho punible es grave.
2. El Juez podrá decretar la prisión preventiva solo cuando sea in- dispensable y siempre que existan elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un hecho punible grave, sea necesaria la presen- cia del imputado y existan hechos suficientes para sostener, razonable- mente, que es autor o partícipe de un hecho punible y cuando por la apreciación de las circunstancias existan hechos suficientes para supo- ner la existencia de peligro de fuga o la posible obstrucción por parte del imputado de un acto concreto de investigación –art. 242 del CPP–.
Tribunal: Tribunal de Apelación de la Niñez y la Adolescencia de San Lorenzo
Fecha: 02/10/2014
Partes: Q. I., D. M. y G. O., N. H. s/ Homicidio doloso en grado de tentativa. (AI N° 223)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/515/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas de la prisión preventiva solicitada a favor del imputado. El Tribunal de Apela- ción de la Niñez y la Adolescencia de San Lorenzo resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Es procedente revocar el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas de la prisión pre- ventiva solicitada a favor del imputado cuando dicha decisión no se encuentra fundada en el CNA y los Tratados Internacionales que establecen pautas para la adopción de dicha medida provisoria que no fueron observadas por la a quo, sino que se menciona el CPP y no las normas relativas a la jurisdicción penal adolescente.
2. Corresponde revocar el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas de la prisión pre- ventiva solicitada a favor del imputado cuando no se ha expuesto una correcta secuencia lógica que permita la aplicación de la prisión preventiva, siendo que la misma reviste un carácter excepcional y es de última ratio, justificable únicamente por razones educativas y de protección –art. 233 del CNA–.
3. Cabe revocar el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la aplicación de medidas sustitutivas de la prisión preventiva solicitada a favor del imputado cuando la constancia de matriculación escolar del menor y su falta de antecedentes penales debieron ser merituadas al momento de resolver la revisión de medidas al efecto de considerar la aplicación de una medida provisoria menos gravosa que permita al imputado continuar con sus estudios.
Tribunal: Tribunal de Apelación de la Niñez y la Adolescencia de San Lorenzo
Fecha: 12/09/2014
Partes: R. U., L. A. y S. M., M. M. s/ Hurto Agravado en grado de tentativa. (AI N° 195)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/465/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso la prisión preventiva de la menor procesada. El Tribunal de Apela- ción de la Niñez y la Adolescencia de San Lorenzo resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Es procedente revocar el auto interlocutorio que dispuso la prisión preventiva de la menor procesada cuando dicha resolución se encuentra alejada de los principios rectores que rigen en la jurisdicción especializada, siendo que el CNA posee una serie de pautas para decretar dicha medida en contra de un infractor menor de 16 años, las cuales no fueron observadas, dado que la privación de libertad debe utilizarse como última ratio, en forma excepcional y por el plazo más breve.
2. Cabe revocar el auto interlocutorio que dispuso la prisión preventiva de la menor procesada cuando el juez encuentra el im- perativo de expresar el motivo por el cual considera que la aplica- ción de las medidas provisorias establecidas en el art. 232 del CNA no lograrían la finalidad educativa perseguida en esta jurisdicción especializada, exigencia legal que no se halla cumplida, siendo re-
quisito si se trata de menores de 16 años que el menor se haya fuga- do con anterioridad, lo haya intentado o carezca de arraigo.
3. Corresponde revocar el auto interlocutorio que dispuso la prisión preventiva de la menor procesada cuando el a quo debió tener en cuenta que la adolescente tiene solo 14 años de edad, es primaria en la comisión de hechos punibles, posee arraigo suficiente y su madre se ha comprometido a cuidarla y educarla.
4. Debe revocarse el auto interlocutorio que dispuso la prisión preventiva de la menor procesada cuando la realización de una di- ligencia de carácter investigativo como el reconocimiento de perso- nas no puede constituir motivo suficiente para rechazar la revisión de medidas solicitada por la defensa –art. 233 del CNA–.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 02/10/2014
Partes: Velázquez Espínola, Silvio Vladimir y otros s/ Robo agravado y otros. (AI N° 219)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/468/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que calificó los hechos y decretó la prisión preventiva de los procesados. El Tri- bunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Cabe confirmar el auto interlocutorio que calificó los hechos y decretó la prisión preventiva de los procesados cuando la cronología del caso revela la regularidad procesal en la actuación de la Juez de Garantías, dado que para atender el conflicto denominado “sujeción” tuvo en el expediente judicial el requerimiento base, la imputación, donde consta la propuesta evaluativa de la persecución penal según niveles de información requeridos para el efecto, y la formalización de la recepción a través de una providencia poste- riormente dictada por el Juez asignado no le resta eficacia al acto procesal de control evaluativo en medida cautelar ni perjudica la defensa en juicio.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que calificó los hechos y decretó la prisión preventiva de los procesados cuando los motivos considerados por el a quo responden a la necesidad de la privación de la libertad de los indiciados, atendiendo a la investigación reciente- mente iniciada en la que los actos investigativos resultan más efecti- vos en las primeras etapas del procedimiento, lo que hace procedente la prisión preventiva, más aún al tratarse de hechos punibles graves calificados como crimen (del voto del Dr. Arias).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 08/08/2014
Partes: Hábeas Corpus Reparador a favor del menor “J.L.G.”. (Ac. y Sent. N° 659)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/354/2014
Hechos:
La defensa solicita Habeas Corpus Reparador a favor del menor procesado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve no hacer lugar a la garantía solicitada.
Sumarios:
1. Es procedente rechazar el Habeas Corpus Reparador solicita- do a favor del menor de edad procesado cuando dicha garantía responde a un principio proteccionista de los derechos y libertades de las personas con procedimientos rápidos, expeditivos y sencillos, por lo que no puede pretenderse por esta vía un remedio procesal cuya discusión es propia de una acción recursiva y con los procedimientos habilitados especialmente para ellas, instituyéndola como una tercera instancia.
2. Corresponde rechazar el Habeas Corpus Reparador solicitado a favor del menor de edad procesado cuando las medidas preventi- vas impuestas durante la tramitación del proceso penal adquieren carácter provisional, pudiendo ser modificadas o cesadas conforme varíen las circunstancias y están sujetas a revisión, siendo ésta una función propia de los órganos jurisdiccionales competentes.
3. Cabe rechazar el Habeas Corpus Reparador solicitado a favor del menor de edad procesado cuando el objeto principal es la veri- ficación de la existencia de la ilegalidad de la privación de libertad, siendo que la reclusión del menor se encuentra amparada por una orden judicial emanada de autoridad competente –art. 26 de la Ley 1500/99–.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 08/08/2014
Partes: Hábeas Corpus Reparador a favor del menor “J.L.G.”. (Ac. y Sent. N° 659)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/354/2014
Hechos:
La defensa solicita Habeas Corpus Reparador a favor del menor procesado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve no hacer lugar a la garantía solicitada.
Sumarios:
1. Es procedente rechazar el Habeas Corpus Reparador solicita- do a favor del menor de edad procesado cuando dicha garantía responde a un principio proteccionista de los derechos y libertades de las personas con procedimientos rápidos, expeditivos y sencillos, por lo que no puede pretenderse por esta vía un remedio procesal cuya discusión es propia de una acción recursiva y con los procedimientos habilitados especialmente para ellas, instituyéndola como una tercera instancia.
2. Corresponde rechazar el Habeas Corpus Reparador solicitado a favor del menor de edad procesado cuando las medidas preventivas impuestas durante la tramitación del proceso penal adquieren carácter provisional, pudiendo ser modificadas o cesadas conforme varíen las circunstancias y están sujetas a revisión, siendo ésta una función propia de los órganos jurisdiccionales competentes.
3. Cabe rechazar el Habeas Corpus Reparador solicitado a favor del menor de edad procesado cuando el objeto principal es la verificación de la existencia de la ilegalidad de la privación de libertad, siendo que la reclusión del menor se encuentra amparada por una orden judicial emanada de autoridad competente –art. 26 de la Ley 1500/99–.
4. Debe hacerse lugar al Habeas Corpus Reparador solicitado a favor del menor de edad procesado cuando el Código de la Niñez y de la Adolescencia prevé expresamente que la pena mínima para los adolescentes sea de seis meses, dado que se ha acreditado que el justiciable se encuentra en prisión desde hace ocho meses, volvién- dose inconstitucional al exceder el límite (del voto en disidencia de la Dra. Pucheta de Correa).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 20/06/2014
Partes: Habeas Corpus Reparador interpuesto por el Sr. Agustín Ramón Martínez. (Ac. y Sent. N° 511)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/254/2014
Hechos:
Se plantea una garantía constitucional de habeas corpus repa- rador a favor del procesado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Pe- nal, resuelve no hacer lugar a la solicitud.
Sumarios:
1. Es procedente rechazar el habeas corpus reparador solicitado a favor del procesado cuando dicha garantía responde a un principio proteccionista de los derechos y libertades de las personas con procedimientos expeditivos y sencillos y no pretende ser un reme- dio procesal para cuestiones cuya discusión es propia de una acción recursiva.
2. Corresponde rechazar el habeas corpus reparador solicitado a favor del procesado cuando la Sala Penal no puede erigirse como una tercera instancia y fungir de órgano jurisdiccional revocando resoluciones de jueces naturales con competencia para dictarlas.
3. Cabe rechazar el habeas corpus reparador solicitado a favor del procesado cuando la orden judicial por la cual se decreta la pri- sión preventiva emana de una autoridad revestida con jurisdicción, condición que torna inadmisible el planteamiento.
4. Debe rechazarse el habeas corpus reparador solicitado a favor del procesado cuando la prisión preventiva es producto de un acto emanado de autoridad competente y fue plasmada en orden judicial escrita (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
5. Es procedente rechazar el habeas corpus reparador solicita- do a favor del procesado cuando el recurrente pretende cuestionar resoluciones judiciales sin haber agotado antes las vías ordinarias ante el órgano jurisdiccional competente, dado que el habeas corpus no puede servir para sustraer del juez de la causa un caso que está tramitando (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
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Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 01/08/2014
Partes: Hábeas Corpus Reparador y/o Genérico a favor de Bareiro Villasboa, Ivonne Geraldine. (Ac. y Sent. N° 642)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/338/2014
Hechos:
La defensa solicita Habeas Corpus Reparador a favor de la pro- cesada. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve no con- ceder la garantía solicitada.
Sumarios:
1. Corresponde rechazar el Habeas Corpus Reparador solicita- do a favor de la procesada cuando se ha solicitado varias veces la revisión de la medida cautelar y la misma se encuentra aún en ges- tación, por lo que el recurrente pretende cuestionar resoluciones judiciales por medio del Hábeas Corpus sin haber agotado antes las vías ordinarias.
2. Cabe rechazar el Habeas Corpus Reparador solicitado a favor de la procesada cuando dicha garantía no puede servir para sustraer del Juez de la causa un caso que está tramitando o que debe trami- tar, dado que además de confirmar la existencia de una órgano que goza de plenitud jurisdiccional, el mismo sistema posee variados mecanismos procesales ordinarios que permiten tutelar con rapi- dez algún derecho o garantía del procesado que pueda verse afec- tados por actos del órgano jurisdiccional interviniente, dado que la pretendida sustitución del juez excede su ámbito excepcional.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 21/05/2014
Partes: Habeas Corpus Reparador y Genérico a favor del Sr. Díaz Aranda, Yony Alberto. (Ac. y Sent. N° 324)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/204/2014
Hechos:
La defensa solicita habeas corpus reparador y genérico a favor del procesado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve no hacer lugar a la garantía requerida.
Sumarios:
1. Es procedente rechazar el habeas corpus solicitado cuando se trata de una vía excepcional por la que se busca enderezar la ilega- lidad de una privación de libertad de gravedad institucional si se demuestra que los mecanismos procesales ordinarios rectamente empleados no han podido restablecer el imperio de la legalidad o que no es susceptible que lo hagan en el futuro, por lo que su ejercicio debe compatibilizarse con las disposiciones que fijan la competencia de los jueces del procedimiento.
2. Corresponde rechazar el habeas corpus solicitado cuando la prisión preventiva dictada resulta de un acto emanado de autori- dades competentes y plasmada en órdenes judiciales escritas, y la defensa no ha planteado la revisión de medida cautelar ante la jue- za ordinaria competente, dado que la Presidenta del Tribunal de Sentencia en su informe hace notar que no tenía conocimiento de la enfermedad que aqueja al procesado, omitiendo las vías ordinarias para tener respuesta a la pretensión.
3. Cabe rechazar el habeas corpus solicitado cuando dicha ga- rantía no puede servir para sustraer del juez de la causa un caso que está tramitando, dado que el sistema posee variados mecanismos procesales ordinarios que permiten tutelar los derechos del procesado que pueden verse afectados y renunciar a tales remedios importa una pretendida sustitución del Juez natural de la causa y de los procedimientos establecidos en la ley, que exceden el ámbito excepcional del Habeas Corpus.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 05/06/2014
Partes: Pérez Arzamendia, Juan Carlos s/ Producción de Documentos No Auténticos (Medida Cautelar). (AI N° 95)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/226/2014
Hechos:
La querella adhesiva se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó la prisión preventiva solicitada por el Ministerio Público e impuso medidas alternativas. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, segunda sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Es procedente revocar el auto interlocutorio que rechazó la prisión preventiva solicitada por el Ministerio Público e impuso medidas alternativas cuando los elementos de convicción que sir- vieron al a quo para disponer la aplicación de medidas son suficientes y reúnen los presupuestos –art. 242 del CPP– para decretar la prisión preventiva, dado que el incipiente estado de la investigación supone un peligro de obstrucción de la investigación, que el imputado no asistió a ninguna de las audiencias de conciliación ni a los llamados del Ministerio Publico y que los elementos de convicción suponen su participación en el hecho.
2. Cabe revocar el auto interlocutorio que rechazó la prisión preventiva solicitada por el Ministerio Público e impuso medidas alternativas cuando se están investigando varios delitos que cons- tituyen un concurso de hechos punibles, que en conjunto poseen una elevada expectativa de pena, lo que repercute en el peligro de fuga y la defensa no ha presentado garantías de que el procesado se someterá al proceso.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 14/02/2014
Partes: Pascua Recalde, Ángel Hilario s/ Tentativa de homicidio doloso. (AI N° 08)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/27/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó la revocación de la prisión preventiva solicitada por su parte. El Tri- bunal de Apelación en lo Criminal, primera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la revo- cación de la prisión preventiva cuando la calificación de homicidio tiene previsto un marco penal de cinco a veinte años, una expectativa de sanción elevada, lo que deja latente un claro peligro de fuga y de obstrucción a la investigación, siendo que el afectado fue declarado en rebeldía a los mandatos de la justicia desde la comisión del hecho has- ta que se puso a disposición con posterioridad al acuerdo reparatorio.
2. Es procedente confirmar el auto interlocutorio que rechazó la revocación de la prisión preventiva solicitada cuando los elementos aportados en autos no han obrado el mérito de desvirtuar en forma categórica las circunstancias que dieran origen a la aplicación de la medida cautelar de prisión preventiva como para que la misma sea revocada.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 24/04/2014
Partes: Lugo Yegros, Gustavo Ramón s/ Hurto Agravado. (AI N° 66)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/148/2014
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Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva solicitada por la defensa. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, primera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Durante el proceso penal no se podrá otorgar medidas alter- nativas, ni la prisión preventiva podrá ser modificada por una me- dida sustitutiva cuando el hecho sea tipificado como crimen que lleve aparejado la vulnerabilidad de la vida o la integridad de la persona como resultado de una conducta dolosa –art. 245 del CP–.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva solicitada por la defensa cuando la testimonial y la instrumental diligenciadas son insuficientes para desvirtuar los elementos de cargo agregados a autos, siendo que la causa se encuentra en estado incipiente, por lo que la medida resulta idónea y pertinente para evitar el peligro de fuga y de obstrucción.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 13/02/2014
Partes: Caballero Narváez, Emilio Nery Saturnino s/ Abuso sexual en personas internadas. (AI N° 07)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/30/2014
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva solicitadas. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que rechazó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando el abuso sexual en per- sonas internadas –art. 131 CP– prevé como posible sanción la mul- ta en su tipo base, por lo que el procesado puede beneficiarse con otro régimen menos gravoso a la libertad personal, como la aplica- ción de medidas sustitutivas, dado que se han ofrecido garantías suficientes para la concesión de la libertad ambulatoria.
2. Las medidas cautelares son “accesorias” y “subsidiarias”, dado que carecen de fin en sí mismas, sólo observan el propósito del procedimiento penal de “sujeción del imputado” de manera tal a tenerlo presto para el cumplimiento de diligencias indispensables.
3. Es procedente revocar el auto interlocutorio que rechazó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando el a quo no ha mencionado cuáles han sido los motivos para citar al procesado como supuesto responsable del hecho investigado, siendo necesa- rio para justificar la prisión preventiva la sospecha razonable de la participación del indiciado en el hecho, dado que la calidad de au- tor del mismo todavía se discute (del voto del Dr. Arias).
4. Corresponde revocar el auto interlocutorio que rechazó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando la pena en ex- pectativa otorga la posibilidad al Juez de decidir la imposición de una pena de multa, en cuyo caso la prisión preventiva puede ser considerada como pena anticipada con perjuicio irreversible para el imputado (del voto del Dr. Arias).
5. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó las me- didas sustitutivas de la prisión preventiva cuando no han variado los presupuestos tenidos en cuenta para el dictamiento del auto de prisión, dado que aún concurren los presupuestos del peligro de fuga y los hechos nuevos presentados resultan insuficientes para la modificación de la medida cautelar decretada, siendo que el informe victimológico no puede variar la situación del procesado (del voto en disidencia del Dr. Ortiz Barrios).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 27/12/2013
Partes: Pérez Mesa, Amelio s/ Robo agravado. (Medida Cautelar). (AI N° 278) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/695/2013
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó el cambio de calificación y la revocatoria de la prisión preventiva solicitados por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, segunda sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó el pedi- do de cambio de calificación cuando no se han aportado elementos nuevos y trascendentales que lo ameriten, pudiendo no obstante reformarse la misma incluso durante el Juicio Oral y Público, en donde se deben discutir todos los pormenores a que hace alusión el recurrente.
2. Es procedente confirmar el auto interlocutorio que rechazó la revocatoria de la prisión preventiva solicitada cuando no se cuenta con garantías suficientes para evitar el peligro de fuga u obstruc- ción, dado que los presupuestos requeridos no han variado, siendo que no existen elementos de convicción suficientes que permitan asegurar la presencia del imputado al haberse formulado ya acusación contra el mismo.
3. Corresponde confirmar el auto interlocutorio que rechazó la revocatoria de la prisión preventiva solicitada cuando el art. 245 del CPP establece que durante el proceso penal no se podrán otorgar medidas alternativas, ni la prisión preventiva decretada podrá ser modificada si el hecho sea tipificado como crimen o cuando su comisión lleve aparejada la vulneración de la vida o la integridad de la persona como resultado de una conducta dolosa.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 12/11/2013
Partes: Mendoza Haudenshild, Humberto y otro s/ Extorsión, coacción y coacción grave. (A. I. N° 231)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/544/2013
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de traslado del recito de reclusión. El Tri- bunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso no ha- cer lugar al pedido de traslado del recito de reclusión cuando con ello se estaría obviando el propósito de sujeción que constituye la sustentación máxima de las medidas cautelares, dado que se pre- tende garantizar que el sujeto procesado estará siempre presto para las diligencias indispensables, y de autorizarse un traslado de 500 km. ello significa que la prisión preventiva ya no es necesaria.
2. Las condiciones generales para el otorgamiento de medidas cautelares contemplan la existencia de elementos de convicción sobre el hecho, la necesidad de la presencia del imputado, evidencias de la participación criminal y elementos que hagan suponer la posibilidad de los peligros de fuga y obstrucción.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 19/12/2013
Partes: Acción de Inconstitucionalidad en el juicio: Viveros López, Carlos Antonio y otros s/ Posesión y tráfico de drogas peligrosas y otros. (Ac. y Sent. N° 1642)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/623/2013
Hechos:
El Ministerio Público ataca de inconstitucionalidad el auto in- terlocutorio que, revocando el pronunciamiento anterior, concedió al procesado medidas sustitutivas a la prisión preventiva. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, resuelve hacer lugar a la acción y declarar la nulidad de la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Corresponde declarar la inconstitucionalidad del auto inter- locutorio que, revocando el pronunciamiento anterior, concedió al procesado medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando no se encuentra cumplido ninguno de los requisitos previstos en la ley para la revocación de la prisión preventiva, por lo que existe un apartamiento del precepto legal aplicable a la petición en cuestión.
2. Es procedente declarar la inconstitucionalidad del auto in- terlocutorio que, revocando el pronunciamiento anterior, concedió al procesado medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando se ha violado el principio de congruencia, el deber de declarar el derecho de las partes integrantes, concediendo o denegando únicamente lo que fue objeto de petición, dado que la defensa opuso su recurso no especificando ni dirigiendo su actuar puntualmente hacia la revocación de la prisión preventiva.
3. Cabe declarar la inconstitucionalidad del auto interlocutorio que, revocando el pronunciamiento anterior, concedió al procesado medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando el ad quem no ha fundamentado su decisión, además de prescindir de la norma que en los tipos penales de posesión y tráfico de drogas peligro- sas prohíbe la modificación de las medidas impuestas, existiendo extralimitación al valorar testimonios y elementos probatorios, creando una supuesta modificación de los elementos que genera- ron la imposición de la prisión preventiva, lo que le está vedado, además de que la Ley 2493/04 que prohíbe su modificación (del voto de la Dra. Bareiro de Módica).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 12/11/2013
Partes: Mendoza Haudenshild, Humberto y otros / Extorsión, coacción y coacción grave. (A. I. N° 231)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/544/2013
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de traslado del recito de reclusión. El Tri- bunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de traslado del recito de reclusión cuando con ello se estaría obviando el propósito de sujeción que constituye la sustentación máxima de las medidas cautelares, dado que se pretende garantizar que el sujeto procesado estará siempre presto para las diligencias indispensables, y de autorizarse un traslado de 500 km. ello significa que la prisión preventiva ya no es necesaria.
2. Las condiciones generales para el otorgamiento de medidas cautelares contemplan la existencia de elementos de convicción sobre el hecho, la necesidad de la presencia del imputado, evidencias
de la participación criminal y elementos que hagan suponer la posibilidad de los peligros de fuga y obstrucción.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 02/08/2013
Partes: Excepción de Inconstitucionalidad en el juicio: Van Humbeck Castillo, José y otros s/ Hecho punible c. La vida, homicidio doloso en grado de tentativa y lesión grave en San Bernardino. (Ac. y Sent. N° 840) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/341/2013
Hechos:
Se ataca de inconstitucionalidad el art. 1 de la Ley 4431/11, que modifica la regulación de las medidas alternativas a la prisión pre- ventiva y prohíbe su otorgamiento en caso de crímenes. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, resuelve no hacer lugar a la acción.
Sumarios:
1. Corresponde rechazar la excepción de inconstitucionalidad interpuesta contra inconstitucionalidad el art. 1 de la Ley 4431/11, que modifica la regulación de las medidas alternativas a la prisión preventiva y prohíbe su otorgamiento en caso de crímenes cuando dicha norma es el resultado de una política criminal tendiente a garantizar la armonía y seguridad social y el efectivo ejercicio de la justicia, a través de un proceso en el que se determinaran las responsabilidades o no de los supuestos infractores.
2. Es procedente rechazar la excepción de inconstitucionalidad interpuesta contra inconstitucionalidad el art. 1 de la Ley 4431/11, que modifica la regulación de las medidas alternativas a la prisión preventiva y prohíbe su otorgamiento en caso de crímenes cuando, si bien constituye una restricción o limitación a la aplicación de las medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva, no pretende agravar la situación del procesado, sino garantizar su efectiva comparecencia ajuicio y devolver la paz y seguridad social que a raíz del hecho ilícito se vio alterada.
3. El Estado, como garante de la seguridad de los ciudadanos y la paz social, tiene el deber y la facultad de dictar normas hacia dicho fin, restringiendo, de modo razonable, los derechos de los procesados, a fin de preservar la efectiva realización de la justicia.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 03/07/2013
Partes: Acción de Inconstitucionalidad en el juicio: Villalba Zárate, Cristhian René s/ Tentativa de homicidio en Santa Rosa del Aguaray San Pedro. (Ac. y Sent. N° 678)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/282/2013
Hechos:
La fiscalía ataca de nulidad la sentencia que revocó la prisión preventiva y concedió medidas sustitutivas al procesado y su con- firmatoria en alzada. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitu- cional, resuelve hacer lugar a la acción.
Sumarios:
1. Cabe declarar la inconstitucionalidad de la sentencia que revocó la prisión preventiva y concedió medidas sustitutivas al procesado cuando el a quo se limitó a imponer las medidas sustitutivas invocando la presunción de inocencia y la prohibición de pena anticipada, soslayando la prohibición legal de imposición de medidas sustitutivas a hechos punibles considerados crímenes contra la vida y la integridad física de las personas sin brindar razón alguna al respecto.
2. Corresponde declarar la inconstitucionalidad de la sentencia que confirmó la revocación de la prisión preventiva y concedió medidas sustitutivas al procesado cuando no dio respuesta al agravio relacionado con el incumplimiento de la Ley 2493/04, limitándose a confirmar el fallo del inferior fundándose en la inexistencia del peligro de fuga y el principio de excepcionalidad de la prisión preventiva, incurriendo en incongruencia.
3. Es criterio firme de la Sala Constitucional no dar andamiaje a acciones planteadas contra resoluciones que no causan esta- do -como lo son las que resuelven medidas cautelares, que son re- formables cuando varía la situación fáctica-, salvo que las mismas sean manifiestamente arbitrarias.
4. Es procedente declarar la inconstitucionalidad de la sentencia que revocó la prisión preventiva y concedió medidas sustitutivas al procesado y su confirmatoria cuando el a quo no ha fundamentado su decisión, prescindiendo de la norma que en caso de homicidio doloso prohíbe la modificación de las medidas impuestas y extralimitándose al valorar testimonios (del voto de la Dra. Bareiro de Módica).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 14/03/2013
Partes: Cáceres Irala, Alejandro y otro s/ Tenencia y comercialización de sustancias estupefacientes. (AI N° 31)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/77/2013
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió mantener la prisión preventiva impuesta al procesado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve confirmar la re- solución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó el levan- tamiento de la prisión preventiva solicitado por la defensa cuando el transcurso de los años no arroja como consecuencia directa el cese de la medida cautelar de prisión, sino que el decaimiento se halla condicionado al presupuesto de la proporcionalidad, circunstancia que no está dada en la causa en estudio.
2. Cabe confirmar el auto interlocutorio que rechazó el levan- tamiento de la prisión preventiva solicitado por la defensa cuando los presupuestos tenidos en cuenta para el dictamiento del Auto de Prisión permanecen intactos (el peligro de fuga y la posibilidad de que el procesado influya en los medios de prueba) y la modificación del auto de prisión o el otorgamiento de medidas cautelares para las conductas consideradas como crímenes se halla completamente vedada –Ley N° 2493/04–.
3. La privación de libertad durante el procedimiento deberá ser proporcional a la pena que se espera, en ningún caso podrá sobre- pasar la pena mínima prevista para cada hecho punible, ni exceder el plazo que fija este Código para la terminación del procedimiento o durar más de dos años –art. 236 del CPP–, y aunque no existiere aún una calificación definitiva capaz de subsumir la conducta den- tro de la responsabilidad criminal, la calificación provisoria exis- tente es la que debe servir para el momento del examen.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 08/11/2012
Partes: Acción de Inconstitucionalidad: Jacquet Ferreira, Jemina María
c. El último párrafo de la Ley N° 2493/2004. (Ac. y Sent. N° 1721) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/618/2012
Hechos:
La accionante se agravia contra el art. 245 del CPP en el párrafo que descarta la aplicación de las medias alternativas a la prisión preventiva cuando se trate de crímenes que atenten contra la vida o integridad física de las personas. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, resuelve rechazar la acción.
Sumarios:
1. Debe rechazarse la inconstitucionalidad del art. 245 del CPP en el párrafo que descarta la aplicación de las medias alternativas a la prisión preventiva cuando se trate de crímenes que atenten contra la vida o integridad física de las personas cuando, si bien la norma constituye una restricción a la libertad ambulatoria, no pretende agravar la situación del procesado, sino garantizar su efectiva comparecencia a juicio y devolver la paz y seguridad que a raíz del hecho ilícito se vio alterada.
2. El Estado, como garante de la seguridad de los ciudadanos y la paz social, tiene el deber y la facultad de dictar normas hacia dicho fin, restringiendo, de modo razonable, los derechos de los procesados, a fin de preservar la efectiva realización de la justicia.
3. Cabe rechazar la inconstitucionalidad del art. 245 del CPP en el párrafo que descarta la aplicación de las medias alternativas a la prisión preventiva cuando no se ha justificado la lesión concreta que ocasiona la ley, presupuesto legal indispensable para la procedencia de un control de constitucionalidad conforme con el art. 12 de la Ley 609/95, dado que no basta con mencionar la norma (del voto de la Dra. Bareiro de Módica).
4. Corresponde rechazar la inconstitucionalidad del art. 245 del CPP en el párrafo que descarta la aplicación de las medias alterna- tivas a la prisión preventiva cuando, por su naturaleza, las medidas cautelares permiten su modificación en cualquier momento, una vez variada la situación fáctica que le diera origen, por lo que no causan estado y sólo pueden repararse por los medios ordinarios (del voto de la Dra. Bareiro de Módica).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 12/03/2013
Partes: Exhorto pedido de detención y entrega del ciudadano Valery Viktorovich, Bielorruso Kuprin. (AI N° 31) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/75/2013
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el auto interlocutorio que concedió al procesado la sustitución de la prisión preventiva por arresto domiciliario, imponiendo la prohibición de salir del país y dos fianzas personales. El Tribunal de Apelación en lo Crimi- nal, tercera sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que sustituyó la prisión preventiva impuesta al procesado por el arresto domiciliario cuan- do el a quo ha ordenado una serie de requisitos so pena de ser revo- cadas las medidas alternativas otorgadas al investigado, por lo que en atención a las disposiciones establecidas en el art. 253 del CPP, las mismas han sido totalmente incumplidas al no agregarse a au- tos los recaudos ordenados por el juez en la resolución impugnada.
2. Cabe revocar el auto interlocutorio que sustituyó la prisión preventiva impuesta al procesado por el arresto domiciliario cuan- do en este tipo de juicio especial la medida cautelar de prisión pre- ventiva resulta de vital importancia para la sujeción del extradita- ble a las resultas del enjuiciamiento siendo que se encuentra latente el peligro de fuga, por lo que resulta imprescindible la aplicación de la medida, más aun teniendo en cuenta que el procesado no ha demostrado arraigo alguno, dado que ni siquiera ha acreditado su certificado de vida y residencia dentro del país (del voto del Dr. Lo- vera Cañete).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 01/11/2012
Partes: García Muñoz, Adam Abelino, García Muñoz, Patricio Antolín, Machado Ortiz, Braulio Ramón, Martínez Barrios, Diego Secundino, López Caballero, Ramón, López Encina, Oscar, Chena, Edgar Ramón y Samudio Alegre, José Darío s/ Robo agravado y asociación criminal. (A. I. N° 227) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/596/2012
Hechos:
El juez penal suplente impugna la inhibición presentada por el juez natural de la causa por haber preopinado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, segunda sala, resuelve hacer lugar a la impugnación.
Sumarios:
1. Debe hacerse lugar a la impugnación interpuesta contra la inhibición del juez natural de la causa cuando no existe preopinión, en razón de que lo manifestado por el a quo está previsto en la ley, que supedita expresamente el otorgamiento de medidas alternativas a la prisión a la calificación establecida en autos.
2. Cabe hacer lugar a la impugnación interpuesta contra la inhi- bición del juez natural de la causa cuando la calificación es provisional y puede modificarse durante el curso del proceso, por lo que el juez inhibido no ha hecho sino resolver lo que cree que corresponde en estricto derecho.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 01/11/2012
Partes: Godoy, Juan Francisco y otros s/ Lesión de confianza. (A. I. N° 262)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/597/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que levantó el estado de rebeldía e impuso la medida sustitutiva de la prisión preventiva de arresto domiciliario. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve revocar la medida de arresto domi- ciliario.
Sumarios:
1. Cabe revocar el apartado del auto interlocutorio que impuso la medida sustitutiva de arresto domiciliario cuando la misma deviene sumamente gravosa, dado que el acusado ya se hallaba beneficiado con otras medidas anteriores que cumplía sin inconvenientes, además de las cauciones reales y fianzas personales de los defensores, que prueban un arraigo suficiente para inferir que el acusado se seguirá sometiendo a los mandatos de la justicia.
2. La prisión preventiva sólo será dictada cuando fuese indis- pensable en las diligencias del juicio, sin poder prolongarse por más de la pena mínima según el hecho calificado –art. 19 de la CN–.
3. Las medidas cautelares sólo serán impuestas excepcional- mente mediante resolución judicial fundada y durarán el tiempo absolutamente imprescindible para cubrir la necesidad de su apli- cación –art. 234 del CPP–.
4. Debe revocarse el apartado del auto interlocutorio que im- puso la medida sustitutiva de arresto domiciliario cuando la reso- lución impugnada no ostenta el carácter de sentencia definitiva o auto interlocutorio con fuerza de tal, por lo que no corresponde la suspensión del juicio oral mientras se resuelve la inconstitucionalidad.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción, sala 4
Fecha: 17/10/2012
Partes: Woroniecki, Wladimiro c. El Estado Paraguayo s/ Indemnización de daños y perjuicios. (Ac. y Sent. N° 116) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/569/2012
Hechos:
La parte actora se agravia contra la sentencia que rechazó la de- manda de indemnización de daños y perjuicios interpuesta por su parte contra el Estado paraguayo. El Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, cuarta sala, resuelve revocar la resolución recu- rrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse la sentencia que rechazó la demanda de in- demnización de daños y perjuicios interpuesta contra el Estado pa- raguayo cuando los testigos coinciden con respecto a las torturas físicas y psíquicas padecidas por el actor en su lugar de reclusión.
2. Cabe revocar la sentencia que rechazó la demanda de indem- nización de daños y perjuicios interpuesta contra el Estado para- guayo cuando no es dable exigir al litigante filmación de las torturas o actas notariales, por las condiciones en que se efectúan este tipo de actos, por lo que las deposiciones de las personas recluidas con el afectado tienen suficiente fuerza probatoria para acreditarlo.
3. Corresponde revocar la sentencia que rechazó la demanda de indemnización de daños y perjuicios interpuesta contra el Estado paraguayo cuando el actor fue procesado en la justicia ordinaria y en la militar por el mismo hecho, lo que denota un colapso en las instituciones encargadas de velar por la protección de los derechos humanos.
4. Es procedente revocar la sentencia que rechazó la demanda de indemnización de daños y perjuicios interpuesta contra el Esta- do paraguayo cuando la Procuraduría General de la República no ha justificado la razón que le impedía cumplir con la orden judicial que concedía al accionante la sustitución de la prisión preventiva.
5. Debe revocarse la sentencia que rechazó la demanda de in- demnización de daños y perjuicios interpuesta contra el Estado paraguayo cuando los hechos mencionados son de conocimiento público, y por ser hechos notorios no necesitan ser probados.
6. El quantum indemnizatorio en materia de violación de derechos humanos no puede equipararse a la indemnización de cualquier otro hecho jurídico que pudiera motivar una reparación, dado que la gravedad y sus secuelas pueden consumarse en minutos o en años.
7. La obligación del Estado en materia de derechos humanos no se limita a la abstención de actos atentatorios contra los derechos inherentes del hombre, sino que importa además acciones progra- máticas y de garantía de no violación de los mismos.
8. Se ajusta a derecho la sentencia que rechazó la demanda de indemnización de daños y perjuicios interpuesta contra el Estado paraguayo cuando la responsabilidad inmediata y directa que deri- va de los hechos ilícitos debe recaer personalmente sobre los funcionarios que los han cometido, y la responsabilidad que se reclama al Estado no es directa ni solidaria sino subsidiaria, por lo que la acción debería dirigirse contra los responsables directos que cometieron los hechos (del voto en disidencia del Dr. Escobar Espínola).
9. La inclusión del Estado paraguayo en los sistemas de protección de los derechos humanos implica un reconocimiento incondicional de la imprescriptibilidad de los mismos, sin que existan razones atendibles para limitar la interpretación de estos derechos en contra de los principios de progresividad y pro homine (del voto en disidencia del Dr. Escobar Espínola).
10. Cabe confirmar la sentencia que rechazó la demanda de indemnización de daños y perjuicios interpuesta contra el Estado paraguayo cuando el material probatorio aportado es insuficiente respecto al daño causado por los hechos alegados, su trascendencia, gravedad o el quantum indemnizatorio (del voto en disidencia del Dr. Escobar Espínola).
11. Los derechos humanos penetran el armazón de la subsidia- riedad de la responsabilidad del Estado, por la eventual responsa- bilidad internacional del mismo y por la política deficiente en cuanto a la implementación eficaz de esquemas de protección y garantía de los derechos humanos (del voto en disidencia del Dr. Escobar Espínola).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 07/05/2012
Partes: Méndez, Néstor y Taselli, Sergio s/ Estafa y Apropiación. (AI N°
70) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/209/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó la revisión de las medidas alternativas a la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, primera sala, resuelve confir- mar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la pro- cedencia de las medidas alternativas a la prisión preventiva cuando no se ha dado cumplimiento a la exigencia del a quo de ofrecer en caución real un inmueble para poder proceder a la sustitución de la fianza personal de la abogada defensora.
2. Debe confirmarse el auto interlocutorio que rechazó la proce- dencia de las medidas alternativas a la prisión preventiva cuando el interés del debido proceso como protección de la sociedad e interés general es en primer lugar lo que debe respetarse, el aseguramiento de la prosecución de los trámites para dar cumplimiento a lo dis- puesto en la resolución judicial –art. 128 de la CN–.
3. Corresponde confirmar el auto interlocutorio que rechazó la procedencia de las medidas alternativas a la prisión preventiva cuando la defensa técnica y el Ministerio Público cometieron la tor- peza de considerar que el poder con el cual se presentó una persona física invocando en juicio la representación de una persona jurídica es suficiente para la afectación del inmueble de una sociedad anó- nima, dado que la entidad no se ha presentado en juicio y no puede quedar comprometida con dicho ofrecimiento.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Penal y Labo- ral, Circunscripción Judicial de Paraguarí
Fecha: 31/08/2012
Partes: Recurso de Apelación General interpuesto c. el A.I. Nº 781 de fecha 12 de diciembre de 2011 (A.I. N° 136)
Cita Online: PY/JUR/811/2012
Hechos:
La querella adhesiva interpone recurso de apelación general contra el auto interlocutorio dictado por el Juez Penal de Garantías de Carapeguá, en el cual se hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva a favor de la procesada. El Tribunal de Apelación Civil y Comercial, Penal y Laboral de la Circunscripción Judicial de Paraguarí no hace lugar al recurso y confirma el auto interlocutorio recurrido, imponiendo las costas al apelante.
Sumarios:
1. Debe confirmarse la resolución que hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva a favor de la proce- sada ya que la imposición de la prisión preventiva debe considerar- se como última ratio, sólo cuando otras medidas no fueren suficien- tes para garantizar el sometimiento del imputado al proceso.
2. Se ajusta a derecho la imposición de medidas menos gravosas a favor del procesado cuando los Pactos y Tratados Internaciona- les aprobados y ratificados por el Paraguay han consagrado como derecho fundamental tal principio posicionando a la libertad como regla general en un proceso penal y asegurando la comparecencia del procesado mediante medidas necesarias para la misma y según el caso particular.
3. Cabe declarar inadmisible el recurso de apelación planteado cuando resulta manifiesto que el mismo fue presentado extemporá- neamente (del voto en disidencia del Dr. Auadre Canela).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 07/05/2012
Partes: Recurso de Apelación c. el AI N° 235 del 28/03/2012 en la causa Rojas Cañete, Tomas y otros s/ Trafico de drogas y otros planteado por los Fiscales Kronawetter, Jorge e Ibarra, Javier. (AI N° 85) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/211/2012
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el auto interlocutorio que hizo lugar a la revocatoria de la prisión preventiva con la prohibición de salir de la ciudad y tres cauciones personales. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve declarar la nulidad de la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe declararse la nulidad de la sentencia que revocó la prisión preventiva de la procesada e impuso caución personal a los defensores cuando el a quo ha considerado que correspondía revocar la prisión preventiva por haberse cumplido la pena mínima, para luego aplicar medidas sustitutivas a la misma, luego de que había considerado que ya no existía la posibilidad de seguir manteniéndola.
2. Corresponde declarar la nulidad de la sentencia que revocó la prisión preventiva de la procesada e impuso caución personal a los defensores cuando existe un contraste entre los motivos que se aducen y la parte resolutiva, de modo que, oponiéndose, se destruyen recíprocamente.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 07/05/2012
Partes: Rojas Cañete, Tomas y otros s/ Tenencia sin autorización de sustancias estupefacientes. (AI N° 86) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/213/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó la revocatoria de la prisión preventiva solicitada por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la so- licitud de medidas alternativas a la prisión preventiva cuando los hechos punibles por los cuales se encuentra imputado el procesado considerados crímenes, dada la prohibición hecha por el art. 245 del CPP.
2. Debe confirmarse el auto interlocutorio que rechazó la soli- citud de medidas alternativas a la prisión preventiva cuando el a quo ha hecho un análisis de todos los presupuestos que tornaron la viabilidad de la prisión preventiva decretada, sin que se observe variación de los fundamentos que propiciaron la medida cautelar decretada –situación procesal del encausado- ni nuevos elementos de convicción suficientes.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 20/04/2012
Partes: Álvarez, Laura Carolina s/ Hurto agravado. (Medida Cautelar). (AI N° 61) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/173/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso calificar el hecho como hurto agravado y no hacer lugar a la sustitución de la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, segunda sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso califi- car el hecho como hurto agravado y no hacer lugar a la sustitución de la prisión preventiva cuando la gravedad del mismo recae en la existencia de una cosa protegida contra la sustracción por medio de un recipiente cerrado o una instalación de seguridad, considerando que el objeto del hurto se encontraba en resguardo y no a simple vista, por lo que los presupuestos para la tipificación se hallan plenamente establecidos.
2. Debe confirmarse el auto interlocutorio que dispuso calificar el hecho como hurto agravado y no hacer lugar a la sustitución de la prisión preventiva cuando la aplicación de medidas menos gravosas a la prisión preventiva deviene improcedente, debido a la calificación del hecho punible, que reviste gravedad por la alta expectativa de pena, que es proporcional al peligro de fuga.
3. Cabe revocar el auto interlocutorio que dispuso calificar el hecho como hurto agravado y no hacer lugar a la sustitución de la prisión preventiva cuando las actuaciones procesales conforme a las cuales se ha señalado como autora del ilícito a la encausada han sido realizadas en violación a los derechos procesales (del voto en disidencia del Dr. Fernández).
4. Corresponde revocar el auto interlocutorio que dispuso ca- lificar el hecho como hurto agravado y no hacer lugar a la sustitución de la prisión preventiva cuando, al no tener valor probatorio el elemento obtenido como evidencia en contra de la imputada, no se puede considerar que se hallan reunidos los requisitos legales nece- sarios para la calificación de la conducta y aplicación de la medida (del voto en disidencia del Dr. Fernández).
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción, sala 2
Fecha: 10/02/2012
Partes: Benítez Bogado, Isidro Raúl y otros s/ Reducción y otro (Medida Cautelar). (AI N° 08) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/36/2012
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el acto interlocutorio que dispuso la aplicación de medidas sustitutivas de la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, segunda sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que otorgó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando la expectativa de pena prevista para los hechos punibles por que fue acusado formalmente el procesado es superior a la mencionada por el a quo en la resolución objetada, situación que es directamente proporcional a la existencia del peligro de fuga u obstrucción.
2. Corresponde revocar el auto interlocutorio que otorgó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando no se hace mención a la violación de la Ley de Armas de Fuego, hecho punible que no fue considerado para dictar la resolución.
3. Cabe revocar el auto interlocutorio que otorgó las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando, dada la alta expectativa de pena, se hace necesario asegurar el sometimiento del encausado al proceso y al eventual juicio oral.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 16/03/2012
Partes: Habeas Corpus Reparador o Genérico a favor del Sr. Valenzuela Sánchez, Antonio. (Ac. y Sent. N° 167) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/104/2012
Hechos:
La defensa solicita Habeas Corpus Reparador a favor del proce- sado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve rechazar la garantía constitucional solicitada.
Sumarios:
1. Debe rechazarse el Habeas Corpus solicitado por la defensa del procesado cuando la resolución ficta no adquiere virtualidad jurídica por la mera tardanza en el dictado de la resolución correspondiente, sino que vencido el plazo legal, el interesado en su acaecimiento debe ocuparse en crear el clima procesal para su configuración, urgiendo pronto despacho, y si el magistrado no lo resuelve en el plazo de 24 horas deben pasar los autos al que sigue en orden de turno a los efectos de ordenar la libertad –art. 141 del CPP–.
2. Cabe rechazar el Habeas Corpus solicitado por la defensa del procesado cuando la demora judicial pretendida no se refiere al Juez Penal de Garantías, quien se ha expedido oportunamente y ha sustanciado los recursos interpuestos para luego remitirlo al Tribunal de Apelaciones, dado que mal podía el ad quem ubicarse en estado en morosidad judicial antes de que se le hayan remitido las copias necesarias, siendo que como no tenía abierta la jurisdicción, no tenía nada que resolver, ni plazo alguno que observar.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 09/02/2012
Partes: Ditrani Correa, Cristhian Daniel y otros s/ Tenencia y comercialización de drogas. (AI N° 09) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/29/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó las medidas alternativas a la prisión preventiva solicitadas por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó las me- didas alternativas a la prisión preventiva solicitadas por la defensa cuando la situación procesal del recurrente no ha variado, hallándose plenamente reunidos los requisitos exigidos para la proceden- cia de la medida cautelar a los efectos de asegurar los fines del pro- ceso y el cumplimiento de una eventual condena.
2. El Juez podrá decretar la prisión preventiva, después de ser oído el imputado, solo cuando sea indispensable y existan elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un hecho punible grave, la participación del imputado y del peligro de fuga o posible obstrucción de un acto concreto de investigación –art. 242 del CPP–.
3. Durante el proceso penal no se podrán otorgar medidas alter- nativas, ni la prisión preventiva decretada podrá ser modificada por una medida sustitutiva, cuando el hecho sea tipificado como crimen o cuando su comisión lleve aparejada la vulneración de la vida de la persona como resultado de una conducta dolosa –art. 245 de la Ley N° 4431/11–.
4. Debe confirmarse el auto interlocutorio que rechazó las me- didas alternativas a la prisión preventiva solicitadas por la defensa cuando los fundamentos por los cuales ya se había decretado ante- riormente dicha medida no han sido desvirtuados por nuevos ele- mentos de convicción para que el juzgador la sustituya.
5. Corresponde confirmar el auto interlocutorio que rechazó las medidas alternativas a la prisión preventiva solicitadas por la defensa cuando la pena que le podría corresponder al acusado en caso de ser hallado culpable hace de que la medida privativa de libertad sea imprescindible para la realización del juicio, que el mismo podría eludir si obtiene su libertad (del voto del Dr. Arias Maldonado).
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria
Fecha: 12/01/2012
Partes: Ortiz Amarilla, Cristhian David s/ Estafa. (AI N° 09) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/4/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que ratificó la prisión preventiva que pesa sobre el procesado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria, resuelve declarar la nulidad de la resolución recurrida y ordenar la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva.
Sumarios:
1. Corresponde revocar el auto interlocutorio que ratificó la prisión preventiva dictada cuando la misma resulta viciada y arbitraria desde que el a quo utiliza como principal argumento para mantener la medida que la estafa es un crimen, contraponiéndose al derecho positivo vigente, que la establece como delito.
2. Debe revocarse el auto interlocutorio que ratificó la prisión preventiva dictada cuando es procedente la aplicación de una medi- da menos gravosa para la libertad, dado que el mismo posee arraigo debidamente acreditado a través del certificado de vida y residencia y las documentaciones que demuestran que el imputado posee una familia formada y una actividad laboral, lo que hace presumir que estará sometido al proceso.
3. Cabe revocar el auto interlocutorio que ratificó la prisión pre- ventiva dictada cuando el imputado compareció ante el llamado del Juzgado, y la presentación de un recurso por parte de la defensa, in- dependientemente de su procedencia, no puede considerarse como hecho constitutivo de peligro de fuga.
4. Las sentencias definitivas y los autos interlocutorios contendrán una clara y precisa fundamentación que expresará los motivos de hecho y de derecho en que se basan las decisiones e indicarán el valor que se le ha otorgado a los medios de prueba, no pudiendo remplazarse por la relación de los documentos del proceso o requerimientos de las partes –art. 125 del CPP–.
5. Las medidas cautelares sólo serán impuestas excepcional- mente, siempre mediante resolución judicial fundada y durarán el tiempo absolutamente imprescindible para cubrir la necesidad de su aplicación –art. 234 del CPP–.
6. Siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la libertad del imputado, el Juez, de oficio, preferirá imponerle en lugar de la prisión preventiva, una medida alternativa –art. 245 del CPP–.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria
Fecha: 04/01/2012
Partes: G. G., M. A. s/ Coacción Sexual. (AI N° 03) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/1/2012
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar a la revocación de la prisión preventiva solicitada por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria, resuelve revocar la resolución recurrida e imponer al procesado la prohibición de salir del país y de comunicarse con la víctima.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que denegó la revocación de la prisión preventiva cuando aún no se ha calificado la conducta del imputado y el mismo solicitó como anticipo jurisdiccional de prueba el análisis de laboratorio de comparación de fluido semen que le fue denegada, lo hace presumir que el imputado está seguro de poder ofrecer pruebas que le beneficiarían.
2. Cabe revocar el auto interlocutorio que denegó la revocación de la prisión preventiva cuando la prohibición de otorgar medidas sustitutivas en casos de crímenes que llevan aparejada violencia contra la persona, no hace alusión a la revocatoria del auto de prisión, que requiere el decaimiento del presupuesto fáctico que la motivó (del voto del Dr. Rolón Fernández).PY/JUR/583/2011.
3. Corresponde revocar el auto interlocutorio que denegó la revocación de la prisión preventiva cuando el ofrecimiento de la pericia por parte de la defensa, junto a las declaraciones contradictorias de la supuesta víctima, favorece la presunción de inocencia del imputado.
4. Es procedente revocar el auto interlocutorio que denegó la revocación de la prisión preventiva cuando el a quo omitió en su de- cisión los principios garantistas del orden penal vigente referidos a la respuesta penal de última ratio y a la deprisionalización (del voto del Dr. Rolón Fernández).
5. Cabe revocar el auto interlocutorio que denegó la revocación de la prisión preventiva cuando la prohibición de otorgar medidas sustitutivas en casos de crímenes que llevan aparejada violencia contra la persona, no hace alusión a la revocatoria del auto de prisión, que requiere el decaimiento del presupuesto fáctico que la motivó (del voto del Dr. Rolón Fernández).
6. Las medidas cautelares son accesorias y subsidiarias, pues carecen de fin en sí mismas, dado que solo observan el propósito de la sujeción del imputado al procedimiento penal para el cumpli- miento de diligencias indispensables (del voto del Dr. Rolón Fer- nández).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 17/11/2011
Partes: Viveros, Carlos Antonio y otros s/ Posesión y Tráfico de Drogas Peligrosas. (AI N° 245) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/692/2011
Hechos:
Un juez penal impugna la inhibición del juez que le precedió en el caso. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, primera sala, resuelve hacer lugar a la impugnación.
Sumarios:
1. La investigación durante la etapa preparatoria no se suspende por rebeldía del procesado, pero en las demás etapas el procedimiento se suspende sólo con relación al o los rebeldes, hasta la cesación del estado de rebeldía, que se produce cuando el rebelde se presenta personalmente o por derecho propio o con la representación de un abogado defensor de su confianza –art. 83 CPP–.
2. De ninguna manera puede admitirse que un procesado pueda solicitar eximición de la prisión preventiva desde su estado de rebeldía, sin comparecer en forma personal, pretendiendo hacerlo sólo a través de un abogado, cuando la falta de comparecencia del procesado fundamenta la cancelación de la personería.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones del Trabajo de Asunción, sala 2
Fecha: 29/11/2011
Partes: Aguiar Pérez, Carmen c. Martínez Brítez, Luis Augusto s/ Cobro de guaraníes en diversos conceptos. (Ac. y Sent. N° 202)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/792/2011
Hechos:
La empleadora se agravia contra la sentencia que hizo lugar a la demanda laboral interpuesta en su contra. El Tribunal de Apelación del Trabajo, segunda sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. El desconocimiento del domicilio de la trabajadora constituye una negligencia del empleador y no un motivo excusable para el incumplimiento del imperativo legal de intimar al trabajador a justificar el abandono argüido.
2. Se ajusta a derecho la sentencia que hizo lugar a la demanda laboral interpuesta cuando la intimación al reintegro laboral for- mulada ante la AAT deviene ineficaz por extemporánea, y por haber respondido la actora que fue maltratada, humillada y despedida in- justamente por su empleador sin pagarle sus obligaciones en todos los conceptos laborales –no ha mediado silencio o consentimiento–.
3. La suspensión total o parcial de los contratos de trabajo sólo interrumpe sus efectos y no extingue los derechos y obligaciones que emanan de los mismos, en cuanto al reintegro a las faenas y continuidad del contrato –art. 69 del CT–.
4. La ausencia laboral por enfermedad y prisión preventiva constituye causa de suspensión del contrato de trabajo que no ex- tingue los derechos y obligaciones que surgen del mismo ni su con- tinuidad.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 14/11/2011
Partes: Hábeas Corpus Reparador y/o Genérico presentado por el Abog.
B. A., C. a favor del Sgto. Transp. Aranda, Víctor Hugo. (Ac. y Sent. N° 880) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/782/2011
Hechos:
La defensa solicita el Habeas Corpus reparador o genérico del procesado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lugar a la garantía constitucional solicitada.
Sumarios:
1. Debe hacerse lugar al habeas corpus solicitado cuando la me- dida cautelar privativa de libertad que soporta el acusado excede el límite de la duración de la pena mínima –un año– previsto en el tipo penal calificado, tornándose ilegal en los términos del art. 19 de la CN.
2. Procederá el Hábeas Corpus Reparador en los casos en que se invoque la privación ilegal de la libertad física de una persona –19 de la Ley N° 1500/99–.
3. La prisión militar consiste en estar el condenado encerrado en lugares destinados a este efecto, bajo especial disciplina, por un mínimo de un año y un máximo de veinticinco, llevando siempre anexa la separación del servicio –art. 50 del Código Penal Militar–.
4. El mecanismo del Habeas Corpus está previsto como un co- rrectivo de arbitrariedades que afectan directamente a la persona humana y que no admiten dilaciones, requiriendo una especial atención del órgano jurisdiccional, y no debe ser considerado como un medio impugnaticio de resoluciones judiciales (del voto en disidencia del Dr. Benítez Riera).
5. Corresponde rechazar el Habeas Corpus solicitado por la de- fensa cuando la Prisión Preventiva que soporta el procesado fue de- cretada por una Autoridad Judicial Militar con competencia para hacerlo, en el marco de una causa iniciada para el esclarecimiento de supuestos hechos ilícitos y no se vislumbra alguna privación de libertad ilegítima y merecedora de una rectificación (del voto en disidencia del Dr. Benítez Riera).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 24/10/2011
Partes: Llorens, Christiane Licienne Francoise, Moyano, Mariano, Pangrazio de Cabrera, Laura M., y Trigo, Fidel s/ Extorsión agravada. (AI N° 235) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/642/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de cambio de calificación y de aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve recalificar el hecho como extorsión y confirmar en los demás puntos la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Corresponde recalificar el hecho punible como extorsión cuando no consta que haya habido peligro para la vida o integridad física de la víctima, ni se constata amenaza alguna en los documentos presentados.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que denegó la medida sustitutiva de la prisión preventiva solicitada por la defensa cuando la imputada –de nacionalidad europea– no es cliente de los bancos de plaza según el informe de los mismos, y no acreditó estar trabajando en el país, lo que hace presumir que no se halla radicada en el mismo, habiendo peligro de fuga y siendo insuficiente la existencia de inmuebles a su nombre.
3. Cuando se haya planteado la revisión de una medida cautelar privativa de libertad o se haya apelado la resolución que deniega la libertad y el Juez o Tribunal no resuelva dentro de los plazos esta- blecidos, el imputado podrá urgir pronto despacho y si dentro de las veinticuatro horas no obtiene resolución se entenderá que se ha concedido la misma –art. 141 del CPP–.
4. Las comunicaciones de las actividades extraprocesales que realizan los abogados en ejercicio de la profesión y dentro del marco del mandato que le fuera encomendado, no puede ser considera- das una amenaza, para que exista el hecho de extorsión.
5. Deben omitirse todas las circunstancias que dilaten la formu- lación de un resolutorio en que se encuentre formalmente la posi- bilidad de ser aplicada una sanción ficta por el mero transcurso del tiempo (del voto del Dr. Martínez Prieto).
6. La inhibición o la recusación no suspenderán el trámite del procedimiento, pero una vez interpuestas serán resueltas antes de que el Juez afectado tome cualquier decisión, salvo aquello que no admita dilación –art. 346 del CPP– (del voto del Dr. Martínez Prie- to).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 29/08/2011
Partes: Pereira Penayo, Williams Gabriel y Martínez, Jorge Omar s/ Apropiación. (AI N° 185) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/583/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, primera sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que rechazó la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando el a quo incurre en contradicciones al referir que no han variado los presupuestos tenidos en cuenta para dictar dicha medida, dado que nuevos elementos de juicio demuestran que no concurren los motivos que la fundaron.
2. Siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la li- bertad del imputado, el Juez, de oficio, preferirá imponerle en lugar de la prisión preventiva –art. 19 de la CN y 245 del CPP–.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 20/10/2011
Partes: Acción de Inconstitucionalidad en el juicio: Gómez Sanabria, Valentín y otros s/ Supuesto hecho punible de posesión y tráfico de estupefacientes en Hoenau. (Ac. y Sent. N° 788) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/627/2011
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el auto interlocutorio que revocó la prisión preventiva del procesado, sustituyéndola por el arresto domiciliario. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, resuelve hacer lugar a la acción y declarar la nulidad de la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Durante el proceso penal no se podrán otorgar medidas alter- nativas, ni la prisión preventiva decretada podrá ser modificada por una medida sustitutiva cuando el hecho sea tipificado como crimen que lleve aparejado la vulneración de la vida o la integridad de la persona como resultado de una conducta dolosa.
2. Cuando la pena privativa de libertad no excediera de un año, las mujeres con hijos menores o incapaces y las personas de más de sesenta años podrán cumplirla en su domicilio, de donde no podrán salir sin el permiso de la autoridad competente –art. 42 en el CP–.
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3. Corresponde revocar el auto interlocutorio que revocó la prisión preventiva del procesado sustituyéndola por el arresto domiciliario cuando el mismo no reúne los requisitos expuestos a los efectos de que le sea concedido dicho beneficio.
4. Es procedente revocar el auto interlocutorio que revocó la prisión preventiva del procesado sustituyéndola por el arresto do- miciliario cuando resulta desacertada y contraria a la ley la postura asumida por el Tribunal de Apelación, por ser los fundamentos contradictorios a la misma (del voto de la Dra. Bareiro de Módica).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 10/08/2011
Partes: Habeas Corpus Reparador a favor de Garibaldi, Emiliano R. y Garibaldi, Alejandro. (Ac. y Sent. N° 602) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/457/2011
Hechos:
La defensa solicita habeas corpus reparador favor de su defen- dido. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lu- gar a la garantía solicitada.
Sumarios:
1. Debe hacerse lugar al habeas corpus reparador solicitado por la defensa cuando la calificación jurídica aplicada al hecho reconoce una pena mínima de seis meses y la medida cautelar que soportan los imputados excede este límite de duración –art. 19 de la CN y art. 236 del CPP–.
2. La prisión preventiva solo será dictada cuando fuese indis- pensable en las diligencias del juicio y no podrá prolongarse por un tiempo mayor al de la pena mínima establecida el delito, conforme con la calificación del hecho –art. 19 de la CN–.
3. El habeas corpus es un correctivo de arbitrariedades que afectan directamente a la persona humana y no admiten dilaciones
–por lo que una especial atención del órgano jurisdiccional– y no debe ser considerado un medio impugnaticio de resoluciones judiciales (del voto en disidencia del Dr. Benitez Riera).
4. Corresponde rechazar el habeas corpus reparador solicitado por la defensa cuando los procesados no fueron privados de su li- bertad de manera ilegal, dado que la medida fue ordenada, mante- nida y confirmada por autoridades competentes y de conformidad a la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales y las leyes de la República (del voto en disidencia del Dr. Benitez Riera).
5. La Sala Penal de la Corte no puede erigirse como tercera ins- tancia y fungir de órgano jurisdiccional revocador de resoluciones judiciales de jueces naturales a quienes la ley procesal penal ha con- ferido competencia para dictar resoluciones para conceder o dene- gar los incidentes deducidos por las partes (del voto en disidencia del Dr. Benitez Riera).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 10/08/2011
Partes: Habeas Corpus Genérico a favor de Lopes Da Silva, Leandro. (Ac. y Sent. N° 600) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/451/2011
Hechos:
La defensa solicita habeas corpus genérico a favor del procesa- do por el hecho punible de hurto agravado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lugar a la garantía solicitada y disponer la libertad del imputado.
Sumarios:
1. Debe hacerse lugar al habeas corpus genérico solicitado por la defensa cuando hace más de nueve meses que el procesado se encuentra imputado por la comisión un hecho punible –hurto agra- vado– cuyo marco penal mínimo es de seis meses.
2. Los presupuestos legales del habeas corpus genérico requieren la existencia de circunstancias que restrinjan la libertad o ame- nacen la seguridad personal, que en caso de verificarse fehacientemente requieren una inmediata corrección, dado que se afectan derechos como los de la libertad personal, la integridad física y la intimidad de la persona.
3. El habeas corpus no constituye un medio de impugnación de resoluciones judiciales, sino un correctivo de las arbitrariedades que afectan directamente a la persona y no admiten dilaciones, requiriendo una especial atención del órgano jurisdiccional.
4. La privación de libertad durante el procedimiento deberá ser proporcional a la pena que se espera, sin poder sobrepasar la pena mínima prevista para el hecho punible, exceder del plazo fijado para la terminación del procedimiento o durar más de dos años – art. 236 del CPP y 19 de la CN–.
5. Los presupuestos legales del habeas corpus genérico recono- cen afectaciones a la libertad de las personas en un marco distinto a la libertad ambulatoria, para el cual se establecen las otras modalidades de la garantía –preventivo y reparador–, dado que protege otras formas de libertad y seguridad personal (del voto en disiden- cia del Dr. Benitez Riera).
6. Corresponde rechazar el habeas corpus genérico solicitado por la defensa cuando ninguno de los fundamentos expuestos reúne los requisitos necesarios para la procedencia de la garantía constitucional dado que no se encuentra en peligro la integridad física del procesado ni existen afectaciones arbitrarias a otras formas de libertad protegidas constitucionalmente (del voto en disidencia del Dr. Benitez Riera).
7. La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia no puede fun- cionar como un órgano supletorio ante quien recurrir en los casos desfavorables a los intereses de las partes –o tercera instancia– para provocar pronunciamientos que puedan catalogarse de intromisión a la labor de los órganos jurisdiccionales de instancia (del voto en disidencia del Dr. Benitez Riera).
8. La errónea calificación del Habeas Corpus no provocará su rechazo sino que el órgano jurisdiccional le imprimirá el trámite que corresponda –art. 5 de la Ley N° 1500/99– (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 04/07/2011
Partes: Hábeas Corpus Reparador a favor de Fernández Benítez, Eusebio Valentín. (Ac. y Sent. N° 471) c.
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/366/2011
Hechos:
La defensa interpone habeas corpus a favor del procesado cuya suerte en la causa no fue resuelta antes del envío de autos al de- partamento de archivo. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lugar a la garantía constitucional solicitada.
Sumarios:
1. Debe hacerse lugar al habeas corpus solicitado cuando no consta en autos la realización de la audiencia preliminar antes de la remisión de la causa al departamento de archivo.
2. La prisión preventiva sólo será dictada cuando fuese indis- pensable en las diligencias del juicio y no podrá prolongarse por un
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tiempo mayor a la pena mínima establecida para el delito, según la calificación del hecho –art. 19 de la CN–.
3. Corresponde hacer lugar a la garantía de habeas corpus soli- citada cuando en la audiencia preliminar que condenó al coprocesador en un procedimiento abreviado ni siquiera se dejó constancia de la ausencia del hoy actor y no se ha vuelto a convocar al mismo (del voto del Dr. Blanco).
4. Es procedente hacer lugar la habeas corpus solicitado cuan- do la privación de libertad sufrida por el procesado –más de cinco años– es ampliamente superior a la pena mínima establecida para el hecho punible por el que fue imputado –robo agravado– (del voto del Dr. Blanco).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 10/06/2011
Partes: D. G., A. s/ Hecho punible contra la autonomía sexual - Coacción sexual. (A. I. Nº 141)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/306/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó la revocación del auto de prisión preventiva solicitada por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve con- firmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la re- vocación de la prisión preventiva cuando el a quo ha sustentado su postura en las disposiciones establecidas en la Carta Magna y las declaraciones fundamentales de derechos, deberes y garantías, teniendo en cuenta que la víctima es una menor de edad, hija del acusado y el hecho de que éste reside cerca de la misma.
2. La prisión preventiva será procedente cuando existan ele- mentos de convicción suficientes para suponer la existencia de un hecho punible, la autoría del procesado y el peligro de fuga u obs- trucción a la justicia por parte del imputado –art. 242 del CPP–.
3. La finalidad de la prisión preventiva es garantizar el proceso penal y las resultas del mismo, por lo que será admisible en cual- quier estado de éste.
4. El ejercicio de la sexualidad con menores se prohíbe en razón de que puede afectar el desarrollo de su personalidad y producir al- teraciones que incidan en su vida o equilibrio psíquico, siendo una grave aberración sexual castigada con dureza en la mayoría de los Códigos Penales de todo el mundo.
5. Durante el proceso penal no se podrán otorgar medias alter- nativas, ni la prisión preventiva decretada podrá ser modificada por una medida sustitutiva cuando el hecho sea tipificado como crimen y lleve aparejada la vulneración de la vida o integridad de una persona como resultado de una conducta dolosa –art. 245 del CPP modificado por la Ley Nº 2493–.
6. La prisión preventiva sólo podrá dictarse cuando fuere indis- pensable para las diligencias del juicio y en ningún caso se prolongará por un tiempo mayor al de la pena mínima establecida para el delito tipificado –art. 19 de la CN y 236 del CPP– (del voto en disidencia del Dr. Servín Bernal).
7. Por el principio de proporcionalidad la violencia que se ejerce como medio de coerción nunca puede ser mayor a la violencia que se podrá eventualmente ejercer mediante la aplicación de la pena (del voto en disidencia del Dr. Servín Bernal).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 12/05/2011
Partes: Solís Ávila, Marco Antonio y Solís Ávila, Miguel Ángel s/ Tenencia sin autorización de sustancias estupefacientes. (AI N° 105) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/246/2011
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el auto interlocutorio que hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión preventiva a favor del procesado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. La prisión preventiva tiene por finalidad garantizar el pro- ceso penal y las resultas del mismo, siendo admisible en cualquier estado del mismo para asegurar la necesaria intervención del imputado.
2. Debe revocarse el auto interlocutorio que hizo lugar a las medias alternativas a la prisión preventiva cuando el a quo ha fundado su proceder en un certificado médico donde el médico tratante sólo sugería que el paciente sea evaluado por un médico clínico-psiquiátrico a la brevedad para su diagnóstico y tratamiento, sin que hasta la fecha se haya realizado tal evaluación.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 19/05/2011
Partes: Excepción de Inconstitucionalidad en la causa: Villalba Ayala, Osvaldo y Cristaldo Mieres, Manuel s/ Privación de libertad, secuestro, tentativa de homicidio, robo agravado y asociación criminal en Kurusu de Hierro. (Ac. y Sent. N° 225)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/258/2011
Hechos:
La defensa plantea la inconstitucionalidad de la norma que modificó el Código Procesal Penal, estableciendo la inaplicabilidad de las medidas sustitutivas de la prisión preventiva para aquellos hechos punibles dolosos que constituyan crímenes contra la vida o integridad de las personas. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, resuelve rechazar la excepción de inconstitucionalidad.
Sumarios:
1. El Estado, como garante de la seguridad de los ciudadanos y la paz social, tiene el deber y la facultad de dictar normas hacia dicho fin, restringiendo de modo razonable los derechos de los pro- cesados, a fin de preservar la efectiva realización de la justicia.
2. Debe rechazarse la inconstitucionalidad  planteada  contra la norma que modificó el Código Procesal Penal, estableciendo la inaplicabilidad de las medidas sustitutivas de la prisión preventiva para aquellos hechos punibles dolosos que constituyan crímenes contra la vida o integridad de las personas cuando no se pretende agravar la situación del procesado, sino garantizar su efectiva comparecencia a juicio y devolver la paz y seguridad que a raíz del hecho ilícito se vio alterada, siendo ella producto de la ponderación de los valores de libertad personal y seguridad social.
3. La norma que modificó el Código Procesal Penal estable- ciendo la inaplicabilidad de las medidas sustitutivas de la prisión preventiva para aquellos hechos punibles dolosos que constituyan crímenes contra la vida o integridad de las personas no puede ser considerada inconstitucional cuando es el resultado de una política criminal tendiente a garantizar la armonía y seguridad social y el efectivo ejercicio de la justicia, a través del proceso y el posterior juicio oral, donde se determinaran las responsabilidades de los su- puestos infractores.
4. Cabe rechazar la inconstitucionalidad planteada contra la norma  que  modificó  el  Código  Procesal  Penal  estableciendo  la
inaplicabilidad de las medidas sustitutivas de la prisión preventiva para aquellos hechos punibles dolosos que constituyan crímenes contra la vida o integridad de las personas cuando la excepción no se encuentra debidamente fundada, pues resulta insostenible que se vea afectado el principio de igualdad de las personas por la sola imposibilidad de acceder a medidas menos gravosas que la prisión preventiva (del voto en disidencia parcial de la Dra. Bareiro de Módica).
5. Para oponer una excepción de inconstitucionalidad se deben satisfacer los mismos requerimientos establecidos para la acción de inconstitucionalidad –art. 557 del CPC–: individualizar el ins- trumento normativo cuestionado, el juicio en el cual se lo pretende aplicar, citar la norma constitucional violada fundando en términos claros y concretos la petición, cumplir con el plazo de nueve días, cuando la omisión de uno de los requisitos torna inviable la pretensión (del voto en disidencia parcial de la Dra. Bareiro de Módica).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 27/04/2011
Partes: Portillo, Antonio Nicolás y otro s/ Tentativa de homicidio. (Ac. y Sent. Nº 173)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/212/2011
Hechos:
El Ministerio Público interpone recurso de casación contra el auto interlocutorio dictado por el Juez de Ejecución que rechazó el pedido de suspensión a prueba de la ejecución de la condena y el dictado por el Tribunal de Apelaciones que declaró que el Juzgado de Ejecución Penal no tiene competencia para modificar una sentencia condenatoria que no estableció la suspensión a prueba de la ejecución de la condena. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lugar al recurso y revocar la resolución de alzada.
Sumarios:
1. Los jueces de ejecución tendrán a su cargo el control de la eje- cución de sentencias, la suspensión condicional del procedimiento, cumplimiento de los fines de la prisión preventiva, sustanciación de incidentes, cumplimiento de la finalidad de la pena y la defensa de los derechos del condenado –art. 43 CPP–.
2. Los juzgados de ejecución tendrán las competencias que le asignan las leyes de control de la sanción atribuida a los condena- dos, control de la suspensión a prueba de la internación, decisión sobre la libertad condicional, aplicación o sustitución del multas, aplicación del indulto y la amnistía, vigilancia del sistema penitenciario y fines de la prisión preventiva –acordada Nº 222 del 05/07/2001–.
3. Toda cuestión planteada luego de existir una sentencia defi- nitiva firme corresponde al juez de ejecución, quien debe controlar que la misma se cumpla a cabalidad, lo que implica que puede vol- ver a estudiar las cuestiones referentes a las solicitudes de las par- tes cuando las variables que rodean el cumplimiento de la sanción pueden ser varias a lo largo del tiempo.
4. Al tener el juez de ejecución competencia de control sobre los tópicos a ser debatidos luego de la sentencia firme ello implica la facultad de poder decidir a favor o en contra del reo lo que deba debatirse.
5. Las funciones del juzgado de ejecución penal se circunscriben a controlar la ejecución de sentencias, de la suspensión condicional del procedimiento, prisión preventiva, sustanciación de incidentes, cumplimiento de las finalidades de la pena y defensa de los derechos de los condenados (del voto del Dr. Benítez Riera).
6. La inobservancia del carácter improrrogable e indelegable de la competencia material acarrea la nulidad absoluta del acto (del voto del Dr. Benítez Riera).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 01/04/2011
Partes: Ferrando López, Juan Antonio s/ Homicidio doloso-tentativa. (AI N° 84)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/147/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al incidente de cambio de calificación y de revocación de la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, segunda sala, resuelve declarar la nulidad de la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe declararse la nulidad del auto interlocutorio que no hizo lugar al incidente de revocación de la prisión preventiva cuando no se ha convocado a la audiencia prevista para la revocación de la medida cautelar –art. 251 del CPP–.
2. En un proceso es eminentemente oral, las audiencias son la base de la aplicación y/o revocatoria de medidas cautelares, por lo cual deben ser convocadas dentro de las 48 hs. y resuelta la cuestión inmediatamente después de las mismas.
3. Corresponde declarar la nulidad del auto interlocutorio que no hizo lugar al incidente de revocación de la prisión preventiva cuando existió un vicio procesal en el trámite de la revisión de medidas cautelares al haber sido obviado el procedimiento previsto en la norma –imprimiendo una tramitación distinta a la naturaleza del acto– y siendo que el a quo no se ha expedido acerca de lo planteado, conculcando el derecho a la defensa del imputado.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 26/04/2011
Partes: Fleitas, Reid Darío s/ Coacción sexual. (A. I. Nº 90)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/208/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión y dispuso que el procesado cumpla con la prisión preventiva en el Departamento de Judiciales de la Policía Nacional. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve que el procesado guarde reclusión en la Penitenciaría Nacional de Tacumbú.
Sumarios:
1. La prisión preventiva puede decretarse cuando existan ele- mentos de convicción suficientes sobre la existencia del hecho y la participación del imputado que permitan suponer un peligro de fuga u obstrucción de la justicia –art. 242 del CPP–.
2. La prisión preventiva –que busca evitar que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia– es una precaución contraria a la garantía procesal de presunción de inocencia, por lo que su adop- ción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta sin las cuales la medida resultaría ilegal.
3. Debe confirmarse el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión a favor del pro- cesado dada la expectativa de pena –3 a 15 años–, la declaración de rebeldía del imputado y el exhorto librado por las autoridades competentes de la República Oriental del Uruguay que solicita su extradición.
4. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión a favor del procesado cuando el proceso se halla en una etapa incipiente de la investigación en la que no han surgido nuevos elementos en la causa, por lo que no ha variado la situación procesal del mismo.
5. Corresponde modificar el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas alternativas a la prisión a favor del procesado disponiendo que el mismo guarde reclusión en la Penitenciaría Nacional de Tacumbú cuando éste es el lugar natural y el a quo no ha fundamentado su decisión.
Tribunal: Tribunal de Apelación de Feria, Asuncion
Fecha: 28/01/2011
Partes: Chimenes Pavao, Jarvis; Bitencurt Da Silva, Fernando Jorge y Larson Díaz, Paulo s/ Lavado de dinero. (A. I. Nº 41)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/16/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de revocatoria de la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. La prisión preventiva será revocada cuando su duración supere o equivalga al mínimo de la pena prevista considerando las reglas relativas a la suspensión a prueba de la ejecución de la condena –art. 252 CPP–.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de revocatoria de la prisión preventiva cuando no se han vulnerado los derechos procesales ni constitucionales del procesado.
3. Debe confirmarse el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de revocatoria de la prisión preventiva cuando no ha transcurrido aún el plazo necesario para compurgar la pena misma, incluso de computarse el mismo desde el momento de la detención.
4. Cabe confirmar el auto interlocutorio que dispuso no hacer lugar al pedido de revocatoria de la prisión preventiva cuando el peligro de fuga y obstrucción a la justicia siguen vigentes–incluso incrementados al presentarse la acusación–, dado que no han sido aportados nuevos elementos que desmeriten la participación del imputado, o aseguren la sujeción del mismo al proceso.
Tribunal: Tribunal de Apelación de Feria, Asunción
Fecha: 14/01/2011
Partes: Compulsas en “Luis María Quiñones Silva s/ Robo Agravado”. (A.I. Nº 15)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/8/2011
Hechos:
La defensa del imputado apela el auto interlocutorio que rechazó el pedido de revocación de la prisión preventiva y aplicación de medidas sustitutivas. El Tribunal de Apelación en lo Penal de Feria confirma la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Cabe confirmar el auto interlocutorio que rechazó el pedido de revocación de la prisión preventiva cuando no se dan las condiciones establecidas por el art. 252 del CPP para beneficiar al incoa- do con la revocación del auto de prisión.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó el pe- dido de aplicación de medidas sustitutivas cuando el hecho punible investigado se encuentra entre aquellos determinados por el Código Penal como crímenes.
3. Dado que la prisión preventiva es una medida de seguridad contraria en cierto modo al principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario –presunción de inocencia– su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta sin las cuales la medida resulta ilegal.
4. El decreto del auto de prisión o el otorgamiento de otras medidas cautelares son actos de contenido jurisdiccional y la decisión del magistrado en uno u otro sentido depende de la confiabilidad que le ofrecen las circunstancias personales del prevenido.
Tribunal: Tribunal de Apelación de Feria, Asuncion
Fecha: 24/01/2011
Partes: Villalba Cuevas, Florentino s/ Supuesto hecho punible contra menores (Tentativa de abuso sexual en niños). (A. I. Nº 33) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/17/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que dispuso rechazar el pedido de mantener el arresto domiciliario y decretar la prisión preventiva del procesado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que dispuso recha- zar el pedido de mantener el arresto domiciliario presentado por la defensa y decretar la prisión preventiva del procesado cuando el acusado no se presentó a la audiencia de juicio oral sin expresar causa alguna y por tal motivo se lo declaró en rebeldía, dado que el mismo no ha correspondido a la exigencia procesal de sometimiento a los mandatos de la justicia.
2. Cabe confirmar el auto interlocutorio que dispuso rechazar el pedido de mantener el arresto domiciliario presentado por la defensa y decretar la prisión preventiva del procesado cuando duran- te todo el proceso se han observado y garantizado estrictamente los derechos del imputado y la excepcionalidad y temporalidad de la prisión preventiva, que fue adoptada ante la gravedad del hecho punible en cuestión.
3. Debe confirmarse el auto interlocutorio que dispuso rechazar el pedido de mantener el arresto domiciliario presentado por la de- fensa y decretar la prisión preventiva del procesado cuando el mis- mo ignoró su obligación de someterse a los mandatos de la justicia al violar el arresto domiciliario que fue decretado a su favor, que le imponía la obligación de permanecer en su domicilio sin facultades ambulatorias.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 10/01/2011
Partes: Habeas Corpus a favor de Berdoy Barrios, Victor Manuel. (Ac. y Sent. Nº 4)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/6/2011
Hechos:
La defensa solicita hábeas corpus reparador a favor del conde- nado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve no hacer lugar al mismo.
Sumarios:
1. Debe rechazarse el hábeas corpus reparador solicitado a favor de un condenado cuando la privación de libertad no es ilegal dado que se haya fundada en una resolución emanada de un órgano jurisdiccional competente.
2. Cabe rechazar el hábeas corpus reparador solicitado a favor de un condenado cuando –al existir una condena– no es aplicable el plazo de dos años de duración máxima de la prisión preventiva.
3. Ante la existencia de sanciones penales privativas de libertad resueltas en el marco de un juicio resulta imperativa la vigencia de las medidas restrictivas impuestas a los efectos de asegurar su efectivo cumplimiento.
Tribunal: Tribunal de Apelación de Feria, Asuncion
Fecha: 14/01/2011
Partes: Compulsas en “Luis María Quiñones Silva s/ Robo Agravado”. (A.I. Nº 15)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/8/2011
Hechos:
La defensa del imputado apela el auto interlocutorio que recha- zó el pedido de revocación de la prisión preventiva y aplicación de medidas sustitutivas. El Tribunal de Apelación en lo Penal de Feria confirma la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Cabe confirmar el auto interlocutorio que rechazó el pedido de revocación de la prisión preventiva cuando no se dan las condiciones establecidas por el art. 252 del CPP para beneficiar al incoa- do con la revocación del auto de prisión.
2. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó el pedido de aplicación de medidas sustitutivas cuando el hecho punible investigado se encuentra entre aquellos determinados por el Código Penal como crímenes.
3. Dado que la prisión preventiva es una medida de seguridad contraria en cierto modo al principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario –presunción de inocencia– su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta sin las cuales la medida resulta ilegal.
4. El decreto del auto de prisión o el otorgamiento de otras medidas cautelares son actos de contenido jurisdiccional y la decisión del magistrado en uno u otro sentido depende de la confiabilidad que le ofrecen las circunstancias personales del prevenido.
Tribunal: Tribunal de Apelación de Feria, Asuncion
Fecha: 10/01/2011
Partes: Cano Diaz, Juan Luis y otro s/ Robo agravado y otro. (A. I. Nº 7)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/5/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió no hacer lugar al pedido de revocatoria de auto de prisión preventiva ni a la aplicación de medidas sustitutivas. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que rechazó la soli- citud de revocación del auto de prisión preventiva y de aplicación de medidas sustitutivas a la misma cuando las circunstancias particulares del imputado –la declaración de rebeldía y la ausencia injustificada a dos audiencias preliminares fijadas por el juzgado– hacen suponer la existencia de peligro de fuga y posibilidad de obstrucción de la justicia por parte del imputado.
2. Son condiciones para considerar que hay peligro de fuga la pena que se espera como resultado del procedimiento, la importancia del daño resarcible y la actitud del imputado frente al mismo.
3. El hecho de que la apelación de resoluciones judiciales que se pronuncian sobre la procedencia o sustitución de una medida cautelar esté prevista en la cláusula general no implica que el trámite general establecido en dicho capítulo le sea aplicable a rajatablas, dado que existe un régimen especial de plazos y cómputo de los mismos (del voto de la Dra. Alfonzo de Bogarín).
4. Debe declararse inadmisible el recurso de apelación inter- puesto contra el auto interlocutorio que rechazó la solicitud de re- vocación del auto de prisión preventiva y de aplicación de medidas sustitutivas a la misma cuando la interpretación impuesta por las reglas gramaticales y normativas –restrictiva– lleva a la conclusión de que el emplazamiento para interponer el recurso es de veinte y cuatro horas (del voto de la Dra. Alfonzo de Bogarín).
Tribunal: Tribunal de Apelación de Feria, Asuncion
Fecha: 07/01/2011
Partes: Julian de Rivarola, Myrian Nora y otra s/ Producción inmediata de documentos públicos de contenido falso. (A.I. Nº 3)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/7/2011
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió no hacer lugar a la eximición de detención preventiva solicitada. El Tribunal de Apelación en lo Criminal de Feria, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que resolvió no ha- cer lugar a la eximición de detención preventiva solicitada cuando deviene extemporánea, cuando la prisión preventiva que pretende evitar ya ha sido dictada.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 05/01/2011
Partes: Alcaraz Salinas, Iván Francisco s/ Habeas corpus. (Ac. y Sent. Nº 3)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/2/2011
Hechos:
La defensa interpone las garantías constitucionales de hábeas corpus reparador y genérico a favor del imputado. La Corte Supre- ma de Justicia, Sala Penal, resuelve no hacer lugar al mismo.
Sumarios:
1. Corresponde no hacer lugar al habeas corpus reparador so- licitado cuando no existe privación ilegal de libertad, dado que la prisión preventiva fue impuesta por resolución judicial dictada por una autoridad competente, en el marco de un proceso penal y a so- licitud del Ministerio Público.
2. Es procedente no hacer lugar al habeas corpus genérico soli- citado cuando del escrito de promoción de la garantía no surge un antecedente o exposición circunstanciada de hechos que permitan presumir la existencia de medidas arbitrarias que restrinjan la libertad del afectado, amenacen su seguridad o agraven las condiciones del sujeto privado de libertad.
3. El extravío del expediente judicial no constituye materia de la garantía de habeas corpus.
4. La revisión de una medida cautelar es una cuestión que debe ser planteada ante el juez penal de garantías competente en la tramitación de la causa y resuelta por el mismo, pudiendo recurrir ante el Tribunal de Apelación, pero sin estar abierta la vía recursiva de tercera instancia.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 31/12/2010
Partes: Candia, Victor Eduardo s/ Lesión grave. (A.I. Nº 402)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/991/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra al sentencia que denegó el pedi- do de levantamiento de la medida cautelar de prisión preventiva y ratificó la misma. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve revocar la resolución recurrida y levantar la medida, recomendando el arresto domiciliario.
Sumarios:
1. En ningún caso podrá la prisión preventiva sobrepasar la pena mínima prevista para cada hecho punible, exceder el plazo determinado para la terminación del procedimiento o durar más de dos años –art. 236 CPP–.
2. Las medidas cautelares en general son accesorias y subsidia- rias, dado que carecen de un fin en sí mismas y sólo obedecen al objetivo de sujeción del imputado al procedimiento penal para las diligencias indispensables (del voto del Dr. Rolón Fernández).
3. Debe revocarse el auto que dispuso la prisión preventiva del imputado cuando han transcurrido más de dos años sin que haya juzgamiento de la causa ni sentencia definitiva(del voto del Dr. Rolón Fernández).
4. La duración de las medidas cautelares es efímera, limitándose su vigencia a las diligencias indispensables en el juicio (del voto del Dr. Rolón Fernández).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 30/12/2010
Partes: Montoya Fernandez, Marcos y otros s/ Trata de personas. (A. I. Nº 391)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/993/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió no hacer lugar al pedido de libertad por compurgamiento de la pena mínima presentado por su parte. El Tribunal de Apelaciones en lo Criminal, primera sala, resuelve revocar parcialmente la resolución recurrida, no haciendo lugar a la libertad por compurgamiento de la pena mínima, pero levantando la prisión preventiva bajo la aplicación de medidas sustitutivas.
Sumarios:
1. La prisión preventiva sólo podrá dictarse cuando sea indis- pensable para las diligencias del juicio, y en ningún caso podrá pro- longarse más allá de la pena establecida para el delito con que se haya tipificado el hecho.
2. El interés del debido proceso como protección de la sociedad debe respetarse en primer lugar, asegurando la prosecución de los trámites para el descubrimiento de la verdad real en el juicio.
3. Los derechos reconocidos en la Constitución Nacional no re- visten el carácter de absolutos, dado que reconocen límites en la necesidad derivada de la convivencia social de reglamentarlos, li- mitarlos y establecer condiciones a su ejercicio para que sean com- patibles con los derechos de los demás.
4. Debe revocarse parcialmente la resolución que deniega el pedido de libertad por compurgamiento de la pena mínima –reemplazando la prisión preventiva por medidas sustitutivas– cuando el riesgo de no comparecencia del imputado es significativo y amerita asegurar el sometimiento del mismo al juicio.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción, sala 4
Fecha: 29/12/2010
Partes: Giménez, Domingo c. Quintana, Francisco y otros s/ Indemnización de daño moral. (Ac. y Sent. Nº 166)
Cita Online: PY/JUR/1021/2010
Hechos:
El demandado –ex agente fiscal– apela la sentencia que admitió la demanda por daño moral promovida por quien fuera privado de su libertad por dos años durante la tramitación de un proceso penal del cual posteriormente fue absuelto de culpa y pena, condenando a su parte –y subsidiariamente al Estado paraguayo– al pago de una suma de dinero. El Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, cuarta sala, modifica la resolución recurrida condenando exclusiva- mente al Estado paraguayo.
Sumarios:
1. Cabe excluir al demandado –ex agente fiscal– de la condena por daño moral, demandada por quien fuera privado de su libertad durante la tramitación de un proceso penal por supuesto homicidio de una menor y posteriormente absuelto, cuando el testigo cuya declaración no se tomó fue ofrecido por el procesado –hoy actor– con posterioridad a la aceptación por parte de la Corte Suprema de Justicia de la renuncia del demandado a su cargo de agente fiscal, quedando de ese modo desvinculado del caso en cuestión.
2. La falta de declaración de un testigo que fue ofrecido luego de cumplido un año de detención del actor –cuando éste tuvo la opor- tunidad de ofrecerlo desde el momento de su declaración indagato- ria– no puede considerarse gravitante y determinante para concluir que existió una falta de objetividad en la investigación fiscal.
3. Dado que el actuar de un agente fiscal en el ejercicio del ius puniendi Estatal no puede ser juzgado con ligereza, sino bajo un estricto control –ya que de lo contrario se estarían limitando sus
facultades discrecionales y la propia investigación penal–, para en- tender nacido un crédito indemnizatorio por el actuar de este tipo de funcionarios es menester que la conducta juzgada se exceda cla- ramente del ámbito de sus facultades discrecionales, resultando in- cuestionablemente excesiva y desproporcionada con respecto a los fines de la investigación penal.
4. Se ajusta a derecho la condena al Estado paraguayo al pago de una suma de dinero en concepto de indemnización por daño moral solicitada por quien se halló privado de su libertad durante la tra- mitación de un proceso penal cuando la prueba de ADN, solicitada diligentemente tanto por la defensa como por la acusación, no pudo realizarse debido a la excesiva burocracia estatal.
5. El hecho objetivo probado de la privación de libertad de actor sumado a la sentencia de absolución de reproche y pena basada en la inocencia del imputado activan el derecho del postulante a recla- mar una indemnización de manera directa –no subsidiaria– y sin entrar a considerar cuestiones subjetivas como la culpa o dolo del agente –art. 273 del CPP–.
6. Aun cuando no exista una condena –entendida como la de- terminación jurisdiccional que impone sanción– corresponde otor- gar una indemnización a quien vio cercenada su libertad por un determinado lapso de tiempo –proceso penal– y posteriormente absuelto (del voto del Dr. Martínez Prieto).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 31/12/2010
Partes: Compulsas del expediente “Alfredo Aguero Quintero s/ Estafa”. (A. I. Nº 417)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/992/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió no hacer lugar al pedido de revisión de medidas cautelares. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho el auto interlocutorio que resolvió no ha- cer lugar a la revisión de la medida cautelar solicitada cuando el imputado no cumplió el plazo indicado por la ley como duración máxima de la prisión preventiva –dos años– dado que fue beneficiado con sucesivas medidas alternativas y hubo una efímera aplicación de la misma.
2. Las medidas cautelares son accesorias y subsidiarias, dado que carecen de un fin en sí mismas y sólo obedecen al objetivo de sujeción del imputado para las diligencias indispensables del pro- cedimiento.
3. La privación de libertad durante el procedimiento debe ser proporcional a la pena que se espera, y en ningún caso podrá so- breasar de la pena prevista para cada hecho punible (del voto en disidencia de la Dra. Meza).
4. Debe revocarse el auto interlocutorio que resolvió no hacer lugar a la revisión de la medida cautelar solicitada cuando ya se ha sobrepasado la pena mínima establecida para el delito acusado – cinco años– (del voto en disidencia de la Dra. Meza).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 17/12/2010
Partes: Alvarado, Paolo M. e Izquierdo, Nelson B. s/ Habeas Corpus Reparador. (Ac. y Sent. Nº 83)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/955/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra la sentencia que rechazó la garan- tía de Habeas corpus reparador solicitada por su parte. El Tribunal de apelación en lo Criminal, segunda sal, resuelve confirmar la re- solución recurrida.
Sumarios:
1. La garantía de habeas corpus reparador procede en los casos de privación de libertad dispuesta de una manera arbitraria, por no existir razones legales para ello o por no haber intervenido los órganos competentes para su disposición y control.
2. Debe confirmarse la sentencia que rechazó la garantía de habeas corpus interpuesta por la defensa cuando existe una orden judicial de autoridad competente donde se da cuenta de las circuns- tancias que rodearon la comisión del hecho que motivó la privación de libertad.
3. La garantía de habeas corpus reparador procede en los casos de privación de libertad dispuesta de una manera arbitraria, por no existir razones legales para ello o por no haber intervenido los órganos competentes para su disposición y control.
4. Debe confirmarse la sentencia que rechazó la garantía de habeas corpus interpuesta por la defensa cuando existe una orden judicial de autoridad competente donde se da cuenta de las circuns- tancias que rodearon la comisión del hecho que motivó la privación de libertad.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción, sala 1
Fecha: 23/12/2010
Partes:AlcarazSalinas,IvánFranciscos/HabeasCorpus.(Ac.ySent.Nº97)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/973/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra la sentencia que denegó la garantía constitucional de habeas corpus solicitada por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, primera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. El Habeas Corpus Reparador es procedente cuando una per- sona es privada ilegalmente de su libertad física sin orden escrita de autoridad competente–orden judicial–.
2. Se ajusta a derecho la sentencia que rechazó el habeas cor- pus reparador solicitado por la defensa cuando el imputado ha sido privado de su libertad como consecuencia de una orden judicial de prisión preventiva dictada en el marco de una causa penal en la cual se le investiga.
3. El juez del habeas corpus no puede inmiscuirse en el proceso penal para analizar las circunstancias relacionadas con el caso y re- solver si corresponde disponer la libertad cuando dicha evaluación es privativa del juez de la causa.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 03/12/2010
Partes: Medina Parada, Carmelo; Limpias Salvatierra, Isaías; Monzón Rosas, Antonio y Aquino Bertolo, Sonia Elizabeth s/ Tenencia de drogas sin autorización, tráfico de drogas y resistencia. (A.I. Nº 370) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/928/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra el auto interlocutorio que rechazó el pedido de revocatoria del auto de prisión preventiva. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, tercera sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio de que denegó el pedi- do de revocatoria del auto de prisión preventiva cuando el informe médico agregado a autos deja constancia del avanzado estado de gravidez de la imputada.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 13/12/2010
Partes: Céspedes Decoud, Juan Techer; Urquiza Molina, Richard; Mendieta Martínez, Néstor; Villamayor Ortega, Fredy Arturo y Patiños, Miguel Angel s/ Tráfico y tenencia sin autorización. (A. I. Nº 361) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/947/2010
Hechos:
El Ministerio Público se agracia contra el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva a favor de un co-imputado y dispuso el levanta- miento de la misma. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, pri- mera sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de medidas sustitutivas a la prisión preventiva a favor de un co- imputado dado que el injusto se encuentra evidenciado en autos y la gravedad del hecho investigado.
2. Cabe revocar el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de medidas sustitutivas a la prisión preventiva a favor de un co-imputa- do cuando la participación del imputado en la comisión del hecho no fue desvirtuada ni se ha alegado causa de justificación alguna.
3. Corresponde revocar el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de medidas sustitutivas a la prisión preventiva a favor de un co-imputado cuando en ocasión de la revisión por parte de las autoridades navales nacionales del convoy fluvial que el mismo ca- pitaneaba se encontraron 715 kilogramos de marihuana repartidos en bolsas.
4. Mientras el grado de comprometimiento del capitán del con- voy donde se encontró la marihuana no sea descartado en forma fehaciente el mismo se halla comprometido y su sometimiento a las resultas del juicio deviene necesario y justificado.
5. Es procedente revocar el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de medidas sustitutivas a la prisión preventiva a favor de un co-imputado cuando el a quo dictó dicha resolución sin obrar en autos la aceptación de la propietaria para el comprometimiento de dos inmuebles en carácter de caución real –requisito esencial para la procedencia de las medidas alternativas–.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 29/10/2010
Partes: Díaz Alfonzo, Roberto Silfrido y otro s/ Secuestro y otro . (AI Nº 342)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/835/2010
Hechos:
El Ministerio Público se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió calificar provisoriamente la conducta del acusado en un tipo penal con una expectativa de pena menor y hacer lugar al pedido de medidas alternativas. El Tribunal de Apelación en lo Cri- minal, cuarta sala, resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que calificó provisoria- mente la conducta del acusado en un tipo penal con una expecta- tiva de pena menor e hizo lugar al pedido de medidas alternativas cuando el Ministerio Público presentó acusación por Privación de Libertad, Extorsión y Extorsión Agravada encontrando suficientes elementos de juicio para probar la participación de los mismos en estos hechos punibles –tipificaciones que no han variado y serán sostenidas por el mismo–.
2. Cabe revocar el auto interlocutorio que calificó provisoria- mente la conducta del acusado en un tipo penal con una expectativa de pena menor e hizo lugar al pedido de medidas alternativas cuan- do la tipificación es relevante para considerar que aún persisten el peligro de fuga y el de obstrucción a la justicia.
3. Es procedente revocar el auto interlocutorio que calificó pro- visoriamente la conducta del acusado en un tipo penal con una expectativa de pena menor e hizo lugar al pedido de medidas al- ternativas cuando la calificación mencionada en la acusación en- cuadra dentro de la clasificación de los hechos graves –marco penal elevado de la sanción– que tornaba inviable aplicación de medidas menos gravosas a la prisión preventiva, razón por la cual se debió seguir manteniendo la medida restrictiva de libertad en contra del acusado.
4. Corresponde revocar el auto interlocutorio que calificó provi- soriamente la conducta del acusado e hizo lugar al pedido de medidas alternativas cuando nada ha dicho el juez para fundar la calificación efectuada.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 05/07/2010
Partes: Habeas Corpus Genérico presentado a favor de Sánchez, Nelson Alfredo. (Ac. y Sent. N° 319)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/371/2010
Hechos:
Se plantea Habeas Corpus Genérico a favor de una persona pri- vada de su libertad en virtud a un fallo judicial que ordenó la prisión preventiva del encausado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, rechaza la garantía constitucional impetrada.
Sumarios:
1. Es improcedente el Habeas Corpus Genérico solicitado por el representante de una persona que cumplió la pena mínima establecida para el hecho punible de asociación criminal por el cual fue condenado a cinco años de pena privativa de libertad ya que aun cuando el pronunciamiento condenatorio no se encuentre firme es necesaria la medida cautelar –prisión preventiva– a los efectos de asegurar el cumplimiento de una eventual sanción.
2. Se ajustan a derecho el rechazo de la revisión de la medida cautelar aplicada al encausado así como también la reclusión de éste ordenada por el a quo y confirmada por el ad quem cuando es necesaria la prisión preventiva del procesado para asegurar el cumplimiento efectivo de una eventual confirmación de la condena establecida en primera instancia.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción, sala 3
Fecha: 29/06/2010
Partes: Aquino Amarilla, Albino c. Huang, Weng Yuang s/ Indemnización de daños y perjuicios. (Ac. y Sent. Nº 55) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/525/2010
Hechos:
Un juez se agravia contra la sentencia que resolvió rechazar la demanda de indemnización de daños y perjuicios por difamación interpuesta por su parte. El Tribunal de Apelación en lo Civil y Co- mercial, tercera sala, resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Para que proceda la indemnización por daños y perjuicios se requiere una conducta antijurídica –por dolo, culpa o responsabilidad objetiva–, daño cierto y un nexo causal.
2. Son conductas antijurídicas la atribución a otro, ante la au- toridad, de haber realizado un hecho antijurídico o violado un deber proveniente de un cargo público, a sabiendas de su falsedad y la afirmación o divulgación ante un tercero de hechos capaces de lesionar el honor de una persona, sea en contra de la verdad o no.
3. En el ilícito civil la conducta antijurídica no exige dolo ni necesita enmarcarse en el estrecho marco de una tipificación, puede resultar de una combinación de conductas prohibidas que solas no bastan para configurar un ilícito penal.
4. El mero hecho de denunciar o querellar no es generador de responsabilidad civil por la sola absolución del procesado o deses- timación de la denuncia, cuando es ejercicio de una facultad lícita, pero puede volverse antijurídico cuando existe abuso de derecho.
5. Cabe confirmar la sentencia que no hizo lugar a la demanda de indemnización de daños y perjuicios incoada cuando la respon- sabilidad objetiva es inaplicable, dado que la misma corresponde excepcionalmente y en casos taxativamente establecidos en la ley.
6. Es procedente confirmar la sentencia que no hizo lugar a la demanda de indemnización de daños y perjuicios incoada cuando los criterios de apreciación de la culpa deben ser civiles y no pena- les, por lo que se requiere la mera omisión de las diligencias correspondientes a las circunstancias de persona, tiempo y lugar.
7. Se ajusta a derecho la sentencia que no hizo lugar a la demanda de indemnización de daños y perjuicios incoada cuando el de- mandado tenía motivos para denunciar al magistrado, siendo que en Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados impuso una sanción al mismo –solicitó su suspensión a la Corte Suprema de Justicia–, aunque lo haya absuelto por entender que la conducta no revestía la gravedad para ser removido, dado que remarcó el error de admitir ambas querellas y decretar la prisión preventiva.
8. El derecho indemnizatorio siempre está gobernado por la existencia de un hecho antijurídico (del voto del Dr. Villalba Fer- nández).
9. Valorar la juridicidad o antijuridicidad de la acción sería como negar la existencia del Estado, menoscabar el poder que éste tiene y su misma personalidad, constituyendo una afrenta directa contra la facultad garantizada constitucionalmente a todo ciudadano de reclamar la protección del Estado, de lo que resulta que debe analizarse el motivo que lleva a la persona a actuar (del voto del Dr. Villalba Fernández).
10. Será antijurídica la acción cuando el accionante conoce que el motivo que le impulsa a actuar es ilegal o ilegítimo y sólo busca dañar al demandado ante la sociedad y su entorno (del voto del Dr. Villalba Fernández).
11. Se ajusta a derecho la sentencia que no hizo lugar a la de- manda de indemnización de daños y perjuicios incoada cuando el hecho que motivó la demanda no es antijurídico, siendo que el demandado no buscaba dañar al actor sino que sustentaba su de- manda en elementos que ameritaban ser valorados (del voto del Dr. Villalba Fernández).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 14/07/2010
Partes: Garcete, Sócrates s/ Lesión de confianza. (AI N° 196)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/403/2010
Hechos:
El Agente Fiscal interpone recurso de apelación general contra el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de libertad condicional planteado por el procesado. El Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial, primera sala, revoca el pronunciamiento impugnado.
Sumarios:
1. Debe ser revocado el auto interlocutorio que hizo lugar al pedido de libertad condicional planteado a favor del procesado cuan- do el hecho de que éste no se haya presentado para el cumplimiento de la condena recaída en su contra –arresto domiciliario– amerita el rechazo de la solicitud formulada por la defensa.
2. El pedido de libertad condicional está reservado para los casos en los cuales el procesado ha cumplido fielmente la medida cautelar aplicada a su parte por mandato judicial dictado en el transcurso de un proceso penal.
3. Al momento de conceder la libertad condicional a un procesado corresponde considerar si éste ha cumplido fielmente o incumplido flagrantemente una medida cautelar restrictiva de libertad aplicada a su persona.
4. Es jurídicamente absurdo alegar que una medida cautelar aplicada antes de quedar firme la condena carece de efectos jurí- dicos por haber prescripto automáticamente sin efecto siendo que todos los actos procesales tienen vida y consecuencias que se proyectan hacia las etapas posteriores.
5. Aun cuando la prisión preventiva y el arresto domiciliario son medidas cautelares de índole personal es improcedente equiparar- las ya que la primera debe cumplirse en un instituto penitenciario en tanto que la segunda en un domicilio particular.
6. Si bien es cierto que la ejecución de la pena impuesta al con- denado está a cargo del juez de ejecución, ello no implica que éste debe desentenderse de la realidad histórico-procesal de la causa, ya que el tiempo transcurrido en carácter de medida cautelar de privación de libertad se integra al cómputo de la ejecución de la condena.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 11/06/2010
Partes: Habeas Corpus Reparador presentado a favor de Gómez Zaputovich, Edgardo Moazir. (Ac. y Sent. N° 283).
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/308/2010
Hechos:
La defensa técnica plantea hábeas corpus reparador a favor de una persona privada de su libertad. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, rechaza la garantía constitucional deducida.
Sumarios:
1. Es improcedente el hábeas corpus reparador planteado a favor de una persona privada de su libertad cuando dicha reclusión se sustenta en una sentencia que condenó al procesado a cinco años de pena privativa de libertad por los hechos punibles de lesión culposa y cohecho pasivo.
2. Si bien las sanciones impuestas al procesado no se encuen- tran firmes por estar pendiente la interposición del recurso de apelación contra la sentencia penal, resulta imperativa la vigencia de la prisión preventiva aplicada al mismo cuando dicha medida es necesaria para asegurar el cumplimiento efectivo de la condena establecida en el marco de un juicio oral y público.
3. Debe rechazarse el hábeas corpus reparador planteado a favor de una persona privada de su libertad cuando se ha negado la petición formulada por la defensa de sustituir la prisión preventiva por arresto domiciliario al no haber desvirtuado su parte el peligro de fuga (del voto del Dr. Garay).
4. Cabe hacer lugar el hábeas corpus reparador planteado a fa- vor de una persona privada de su libertad en una penitenciaría y sobre quien recae una sentencia condenatoria que no se encuentra firme cuando el delicado estado de salud del procesado requiere una medida menos gravosa que asegure simultáneamente su salud y sometimiento al procedimiento instaurado en su contra (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
5. Es procedente que se ordene el arresto domiciliario del pro- cesado en una sede hospitalaria cuando su estado delicado de salud requiere una medida menos gravosa que la reclusión en una peni- tenciaría (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil y Comercial de Asunción, sala 2
Fecha: 09/04/2010
Partes: Ruiz Díaz Cabrera, Juan Eusebio c. Miltos de Torres, Antolina y otros s/ Indemnización de daños y perjuicios. (Ac. y Sent. Nº 40) Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/193/2010
Hechos:
La demandada se agravia contra la sentencia que rechazó la ex- cepción de falta de acción interpuesta por su parte y le condenó al pago de una indemnización en guaraníes por daños y perjuicios. El Tribunal de Apelaciones en lo Civil y Comercial, segunda sala, resuelve confirmar la resolución impugnada.
Sumarios:
1. Cabe confirmar la sentencia que rechazó la excepción de falta de acción e hizo lugar a la demanda de indemnización por daños y perjuicios cuando los demandados se han presentado como víctimas del hecho y han prestado declaración testifical, siendo que en estas declaraciones se fundaron la imputación y la prisión preventiva que recayeron sobre el imputado.
2. Se ajusta a derecho la sentencia que rechazó la excepción de falta de acción e hizo lugar a la demanda de indemnización por daños y perjuicios cuando el Ministerio Público no ha podido sostener la acusación, debiendo solicitar el sobreseimiento provisional del actor, que se vio perjudicado por el tiempo pasado en prisión.
3. La responsabilidad civil se origina no solo en la temeridad de la querella sino en hecho o acto voluntario que genera daño.
4. La declaración testifical en sede penal es una obligación para quien ha presenciado un hecho punible, y el testigo es responsable de la veracidad y consecuencias de su declaración.
5. En toda demanda en la que se reclaman daños y perjuicios debe demostrarse la calidad de parte activa y pasiva, el hecho en sí como fuente generadora de la responsabilidad, el daño y su cuantía (del voto del Dr. Baez Maiola).
6. Corresponde hacer lugar a la excepción de falta de acción in- terpuesta por los apelantes cuando los mismos en ningún momento asumieron el rol de querellantes adhesivos (del voto en disidencia de la Dra. Zucolillo Garay de Vouga).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 07/06/2010
Partes: Recurso Extraordinario de Casación interpuesto en la causa: “M.P. c Paredes, Nelson Antonio y otros s/ Sup. H.P. c/ El patrimonio”. (Ac. y Sent. Nº 265)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/310/2010
Hechos:
La defensa técnica interpone recurso extraordinario de casación contra la sentencia que rechazó por extemporáneo el recurso de apelación general planteado por su parte contra el pronunciamiento revocatorio de las medidas sustitutivas de la prisión preventiva concedidas al procesado. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, anula el fallo impugnado.
Sumarios:
1. Corresponde anular la sentencia que rechazó por extempo- ráneo el recurso de apelación general interpuesto contra el pro- nunciamiento revocatorio de las medidas sustitutivas de la prisión preventiva cuando, al ser ineficaz la notificación realizada al imputado sobre los argumentos del pronunciamiento que lo condenó, es inexistente una fecha cierta y determinada para iniciar el cómputo del plazo para interponer el mecanismo de defensa.
2. En virtud a la inviolabilidad de la defensa, el condenado debe conocer los fundamentos fácticos y jurídicos en los cuales se basa la sentencia que lo condenó, a los efectos de tener la posibilidad real y cierta de que estos fundamentos sean revisados por un órgano superior.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 29/01/2010
Partes: Hábeas Corpus Reparador y Genérico presentado a favor de Ruiz Rojas Sánchez, Joel. (Ac. y Sent. N° 18)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/24/2010
Hechos:
La defensa plantea recurso de habeas corpus para obtener la libertad de un imputado menor de edad por compurgamiento de la pena mínima. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lugar a la acción incoada y disponer la libertad del procesado.
Sumarios:
1. Es procedente hacer lugar a la acción de habeas corpus incoa- da y disponer la libertad del procesado cuando el mismo ha compurgado la pena mínima establecida en el art. 207 del Código de la Niñez y la Adolescencia.
2. El Habeas Corpus Reparador requiere la presencia de una ile- galidad en la privación de libertad de la persona, dado que la orden debe provenir de quien no tiene competencia para ordenar medidas de esa naturaleza.
3. Corresponde rechazar la acción de habeas corpus cuando esta no constituye un medio para impugnar sentencias judiciales, dado que se ha solicitado ante el juzgado de la causa la revisión de la medida cautelar de prisión preventiva, siendo rechazado el pedido por el Tribunal de Apelación respectivo (del voto en disidencia del Dr. Garay).
4. Corresponde rechazar la acción de habeas corpus cuando son requisitos la ilegalidad de la privación de libertad, restricción de la libertad o amenaza a la seguridad personal, que no fueron aquí demostrados (del voto en disidencia del Dr. Garay).
5. Corresponde rechazar la acción de habeas corpus cuando la medida es legítima, por haber sido dictada por autoridad competente y en un debido proceso, donde los respectivos recursos fueron planteados y rechazados (del voto en disidencia del Dr. Garay).
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria
Fecha: 13/01/2010
Partes: Sánchez, Jorge Alberto s/ Robo. (AI N° 9)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/7/2010
Hechos:
La defensa se agravia contra la resolución que no hizo lugar al pedido de medidas sustitutivas de la prisión preventiva. El Tribunal de Apelación Penal de Feria confirma el auto interlocutorio recurrido.
Sumarios:
1. Cabe confirmar el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando median elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un hecho punible grave –robo, previsto y penado en el art. 166 del Código Penal–, y no han surgido nuevos elementos de juicio que puedan deslindar favorablemente la responsabilidad del imputado, ni se han aportado elementos suficientes para asegurar el arraigo y sometimiento del procesado hasta la conclusión del proceso, dado que la expectativa de pena de dicho injusto hace presumir razonablemente el peligro de fuga.
2. Corresponde confirmar el auto interlocutorio que no hizo lugar a la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva cuando la imputación del hecho punible de tráfico de drogas peli- grosas y asociación criminal constituye un error material subsana- ble con un pedido de aclaratoria, pero que no obsta a la validez de la resolución, dado que la defensa técnica no ha objetado la existencia del antecedente penal que desembocó en la condena a medidas socioeducativas, incumplida por el imputado.
3. Mientras no se enerven los indicios existentes de la autoría y responsabilidad del indiciado, no se puede peticionar a la autoridad jurisdiccional la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión pre- ventiva cuando existe una elevada expectativa de pena.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria
Fecha: 26/01/2010
Partes: Ramírez de Ortega, Mónica Fabiana y otros s/ Posesión de Drogas Peligrosas. (AI N° 24)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/16/2010
Hechos:
La defensa plantea recurso de apelación general contra el auto interlocutorio que decretó la prisión preventiva del imputado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal de Feria confirma la resolución impugnada.
Sumarios:
1. Cabe confirmar la resolución que decretó la prisión preventiva del imputado cuando la hipótesis probatoria y la subsunción correspondiente sustentan la sospecha respecto a la comprobación del hecho punible y la participación criminal del procesado en razón a la falta de inscripción en el Ministerio de Salud Pública y la SENAD y a la inexistencia del registro correspondiente para el transporte de la sustancia química.
2. Corresponde mantener la vigencia de la prisión preventiva del imputado cuando el estado en que se encuentra la causa –etapa preparatoria– tiene por objetivo la investigación, mediante la sujeción del imputado.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 08/01/2010
Partes: Habeas Corpus Reparador presentado a favor de la Sra. Verón, Liliana. (Ac. y Sent. N° 4)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/3/2010
Hechos:
La procesada incoa acción de habeas corpus reparador, solici- tando le sea sustituida la prisión preventiva. La Corte Suprema de Justicia, sala penal, hace lugar al mismo y dispone el arresto domi- ciliario de la accionante.
Sumarios:
1. Corresponde hacer lugar a la acción de habeas corpus y sus- tituir la prisión preventiva por arresto domiciliario cuando los in- formes médicos adjuntos en autos constatan que la procesada se encuentra en estado de gravidez con riesgo para su salud y la del feto, siendo imperiosa la necesidad de resguardar la vida de ambos y teniendo en cuenta que los cuidados que necesita la recurrente no pueden ser proporcionados en la Penitenciaría donde se encuentra guardando reclusión.
2. Cabe hacer lugar a la acción incoada cuando los presupuestos legales del habeas corpus reparador requieren la presencia de una ilegalidad en la privación de libertad de la persona, situación que requiere inmediata corrección dado que se afectan derechos como los de la libertad personal, la integridad física y la intimidad de la persona.
3. El habeas corpus no es un medio impugnaticio de resoluciones judiciales sino correctivo de arbitrariedades que afectan directamente a la persona y que no admiten dilaciones, requiriendo una especial atención del órgano jurisdiccional.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Penal y Labo- ral, Circunscripción Judicial de Paraguarí
Fecha: 13/01/2010
Partes: González Kleiner, Favio Rafael y otros s/ Habeas Corpus Reparador. (Ac. y Sent. N° 1)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/28/2010
Hechos:
La defensa técnica de los condenados a cinco años de pena pri- vativa de libertad interpone recurso de apelación especial contra la sentencia que rechazó el Habeas Corpus Reparador planteado por su parte a favor de los detenidos. El Tribunal de Apelación en lo Civil, Comercial, Penal y Laboral de la Circunscripción Judicial de Paraguarí resuelve remitir la causa al juzgado de origen a fin de que disponga la libertad de los procesados.
Sumarios:
1. Cabe hacer lugar al Habeas Corpus Reparador planteado por la defensa técnica de los condenados a cinco años de pena privativa de libertad cuando el tribunal sentenciador ha dispuesto el cum- plimiento inmediato de la sentencia condenatoria sin haberse pro- nunciado puntualmente sobre la prisión preventiva, en el sentido de dejar sin efecto la libertad ambulatoria de los procesados.
2. Aun cuando los jueces de sentencia tengan razón respecto a la condena aplicada a los procesados, carece de sustento la deter- minación de su cumplimiento inmediato ya que los imputados, al someterse a un procedimiento penal sustanciado, tienen derecho a esperar que la resolución dictada en relación a sus respectivas conductas quede firme.
3. Toda sentencia que ha sido objeto de Recurso de Apelación Especial no podrá ser ejecutada mientras esté pendiente de resolu- ción la cuestión de fondo.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Criminal, sala de feria
Fecha: 07/01/2010
Partes: Ortiz Giménez, Sara Graciela s/ Proxenetismo y otros. (AI N° 4)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/5/2010
Hechos:
La procesada se agravia contra el auto interlocutorio que resolvió mantener la medida de prisión preventiva decretada en su contra. El Tribunal de Apelación Penal de Feria resuelve dar curso al recurso incoado y confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Cabe confirmar la sentencia que deniega la sustitución de la prisión preventiva cuando se da en autos uno de los requisitos esenciales para la procedencia de la misma, cual es la sospecha ve- hemente de la comisión del hecho y la existencia de elementos de convicción suficientes que evidencien que la imputada ha cometido el hecho, y dado que se hallan reunidos los presupuestos previstos el art. 243 del CPP para la procedencia de la prisión preventiva.
2. Cabe confirmar la sentencia que deniega la sustitución de la prisión preventiva cuando se da en autos uno de los requisitos esenciales para la procedencia de la misma, cual es la sospecha ve- hemente de la comisión del hecho y la existencia de elementos de convicción suficientes que evidencien que la imputada ha cometido el hecho, y dado que se hallan reunidos los presupuestos previstos el art. 243 del CPP para la procedencia de la prisión preventiva.
3. Cabe confirmar la sentencia que deniega la sustitución de la prisión preventiva cuando se da en autos uno de los requisitos esenciales para la procedencia de la misma, cual es la sospecha ve- hemente de la comisión del hecho y la existencia de elementos de convicción suficientes que evidencien que la imputada ha cometido el hecho, y dado que se hallan reunidos los presupuestos previstos el art. 243 del CPP para la procedencia de la prisión preventiva.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 06/01/2010
Partes: Acosta Leiva, Heciquio s/ Habeas Corpus Reparador. (Ac. y Sent. N° 3)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/15/2010
Hechos:
Una persona privada de su libertad plantea el Habeas Corpus Reparador solicitando el levantamiento de la prisión preventiva dictada en su contra por vía de exhorto. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, hace lugar a la garantía constitucional y dispone la libertad del afectado.
Sumarios:
1. Cabe hacer lugar a la acción de Hábeas Corpus Reparador cuando se ha conculcado el principio trasversal del debido proceso al no haberse notificado a las partes la intervención en el proceso del juez que dictó la medida restrictiva de libertad.
2. Es procedente el Hábeas Corpus Reparador cuando la falta de notificación del Acta de Imputación al procesado y la declaración de su rebeldía ha infringido los requisitos establecidos en el art. 82 del CPP, violando de tal manera el derecho de igualdad procesal de las partes y la defensa en juicio.
3. Es legal la prisión preventiva dictada vía exhorto cuando la detención fue dictada por autoridad competente y en cumplimiento de las reglas del debido proceso.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 26/06/2009
Partes: Talavera S. de Montanaro, Mirtha Beatriz s/ Habeas Corpus Reparador. (Ac. y Sente. N° 485)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/316/2009
Hechos:
Se solicita Habeas Corpus Reparador a favor de un procesado de 87 años de edad que guarda prisión preventiva. La Corte Supre- ma de Justicia, Sala Penal, hace lugar a la garantía constitucional planteada.
Sumarios:
1. Cabe hacer lugar al Habeas Corpus Reparador y aplicar la me- dida cautelar de arresto domiciliario a favor del procesado de 87 años que guarda prisión preventiva cuando la medida aplicada a su persona atenta contra los derechos de rango constitucional que le amparan.
2. Deben ser rectificadas las resoluciones que dispusieron la pri- sión preventiva del procesado de 87 años de edad cuando se verifica la violación del art. 238 del CPP al superar la edad de aquél el límite máximo cronológico para la imposición de medidas cautelares de carácter personal –70 años– (del voto del Dr. Blanco).
3. Si bien la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en ca- sos anteriores ha rechazado el Habeas Corpus Reparador por no constituir una tercera instancia que modifique los actos procesales dictados por los jueces naturales, corresponde estudiar la garantía constitucional planteada cuando debe determinarse si el sujeto a favor del cual se solicita la garantía se encuentra comprendido o no dentro de las excepciones establecidas en el art. 238 del CPP (del voto del Dr. Blanco).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 05/01/2010
Partes: Habeas Corpus Reparador presentado a favor del Sr. Ibarra Cubilla, Aldo René. (Ac. y Sent. N° 1)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/4/2010
Hechos:
El procesado solicita se haga lugar al habeas corpus por haber compurgado la pena mínima para el hecho punible que se le atribuye. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, resuelve hacer lugar a la acción incoada, decretando la libertad del accionante y la adopción de las medidas cautelares pertinentes que aseguren su comparecencia en juicio.
Sumarios:
1. Cabe disponer la libertad del procesado cuando, atendiendo a la calificación realizada, la pena mínima que se espera imponer para el eventual caso de sentencia de condena ha expirado sufi- cientemente, por lo que corresponde el levantamiento de la medida cautelar de privación de libertad.
2. Corresponde disponer la libertad del procesado cuando la li- bertad constituye, luego de derecho a la vida, el soporte sobre el cual descansan todos los otros bienes tutelados por el derecho y el constituyente los ha revestido de las máximas garantías de efectiva vigencia.
3. Es procedente disponer la libertad del procesado cuando la previsión constitucional implica la garantía de un control judicial de las actividades desplegadas por las autoridades en su tarea de prevenir y reprimir los hechos punibles -Policía Nacional y Minis- terio Público-, para evitar de esta manera afectaciones arbitrarias a la libertad de las personas.
4. Los presupuestos legales del Habeas Corpus Reparador re- quieren la presencia de una ilegalidad en la privación de libertad de la persona, es decir, la restricción de libertad debe provenir de una persona física o jurídica, pública o privada, que no tiene competen- cia para ordenar medidas de esa naturaleza en directo atentado a lo dispuesto por los arts. 12, 16 y 17 de la CN.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 22/01/2009
Partes: Habeas Corpus Reparador a favor de Kiwan, Assaad Khalil (Ac. y Sent. N° 2)
Publicado en: LLP 2009 (marzo), 215
Cita Online: PY/JUR/3/2009
Hechos:
El defensor plantea un habeas corpus reparador a favor de un extranjero que se halla detenido preventivamente, y cuya radicación permanente fue cancelada, ordenándose su expulsión del país. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, rechaza la garantía constitucional incoada.
Sumarios:
1. Cabe rechazar el habeas corpus reparador planteado por el defensor de un extranjero que se halla detenido preventivamente cuando la privación de libertad que soporta encuentra su origen en una orden de autoridad competente, en el marco de un pedido de captura internacional que derivó en la sanción de cancelación de la radicación y expulsión del país, determinando el juez la prisión preventiva del mismo a fin de asegurar la medida decretada y hasta tanto la misma se encuentre firme, razón por la cual no se trata de una orden ilegítima o ilegal de prisión.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 01/12/2008
Partes: Carmona Duarte, Roque (Ac. y Sent. N° 1203)
Publicado en: LLP 2009 (febrero), 62
Cita Online: PY/JUR/591/2008
Hechos:
La defensa promueve demanda de inconstitucionalidad contra la decisión de alzada de confirmar el auto interlocutorio dictado por el Juez Penal de Garantías que impuso al procesado –militar de profesión– la medida cautelar de prisión preventiva en la penitenciaría nacional. La Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, rechaza la acción incoada.
Sumarios:
1. Se ajusta a derecho la aplicación de la medida cautelar de prisión preventiva en la penitenciaría nacional a un militar de profesión, ya que ante la ocurrencia de hechos punibles tipificados en el Código Penal por parte de cualquier militar activo, éstos deben someterse a la jurisdicción penal común, siéndoles aplicable el procedimiento establecido en el Código Procesal Penal.
2. Es inviable la extensión del “estado militar” a la jurisdicción ordinaria ya que ello acarrearía una discriminación infundada frente a los demás ciudadanos encausados por delitos o crímenes comunes, debiendo el militar de profesión someterse, en igualdad de condiciones con los demás ciudadanos paraguayos, a las normas de fondo y de forma ante la ocurrencia de hechos delictivos no relacionados con sus funciones castrenses.
3. Si bien la Constitución Nacional dispone que los procesados deben guardar detención en un lugar diferente a los condenados, no es el Juez el responsable de crear un lugar diferente de reclusión, ya que él solo puede cumplir la norma al disponer la detención de las personas sometidas a su jurisdictio en los lugares existentes, aunque no sean los adecuados.
4. Un delito sólo puede ser considerado militar cuando es cometido por un militar en servicio activo y en ejercicio de sus funciones castrenses, debiendo considerárselo, fuera de tal supuesto, delito común y, por tanto, sujeto a las disposiciones ordinarias que rigen para todos los habitantes de la República (del voto del Dr. Fretes).
5. Cabe disponer el archivo de la acción de inconstitucionalidad incoada contra un auto interlocutorio que impuso al procesado la medida cautelar de prisión preventiva en la penitenciaría nacional cuando el mismo ya fue condenado a una pena privativa de libertad de 22 años (del voto en disidencia del Dr. Núñez Rodríguez).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 04/12/2008
Partes: Pereira Ocampos, Marcos Darío (Ac. y Sent. N° 1245)
Cita Online: PY/JUR/593/2008
Hechos:
La Defensora Pública plantea Habeas Corpus Reparador a favor de un ciudadano privado preventivamente de su libertad hace 3 años y 7 meses por la supuesta comisión del hecho punible de tentativa de homicidio. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, hace lugar a la garantía constitucional por haber excedido la restricción de libertad la pena mínima aplicable al hecho punible.
Sumarios:
1. Cabe admitir el Habeas Corpus Reparador planteado por el Defensor Público a favor de un ciudadano privado preventivamente de su libertad cuando la medida cautelar excede la pena mínima a ser impuesta en el eventual caso de una sentencia condenatoria.
2. Corresponde declarar la procedencia del Habeas Corpus re- parador cuando existe ilegalidad en la privación de libertad de una persona, o la autoridad que la ordenó resulta incompetente para aplicar medidas cautelares de esa naturaleza.
3. En virtud de la garantía constitucional de Habeas Corpus la autoridad judicial ejerce un control sobre las actividades desplegadas por la Policía Nacional y el Ministerio Público, a fin de evitar actos que afecten arbitrariamente la libertad de las personas.
4. Si bien se acusa al procesado por dos hechos punibles, ello no implica una variación o aumento en el quantum mínimo a imponerse, ya que las disposiciones legales que tipifican ambos hechos punibles establecen como base la pena privativa de libertad mínima a ser aplicada –6 meses (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
5. Cuando la norma no dispone expresamente el mínimo del marco penal a imponerse por el hecho punible tipificado, cabe aplicar el art. 38 del Código Penal, que establece de manera genérica la duración mínima de la pena privativa de libertad –6 meses (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 07/11/2008
Partes: Arzamendia, Ramón Rodolfo (Ac. y Sent. N° 990)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/600/2008
Hechos:
El abogado de una persona privada preventivamente de su li- bertad a fin de garantizar su remisión al país que solicitó su extra- dición, plantea un Habeas Corpus Reparador. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, hace lugar a la garantía constitucional por carecer de legitimidad y practicidad la medida cautelar impuesta.
Sumarios:
1. Cabe admitir el Habeas Corpus Reparador a favor de una per- sona –cuya extradición se solicitó– cuando está privada de su libertad ilegítimamente, ya que la medida cautelar decretada –prisión preventiva– carece de practicidad para las resultas del proceso, debido a la pérdida de interés por parte del Estado que requirió su extradición.
2. Debido a la cancelación de la solicitud de extradición del pro- cesado, debe ordenarse el levantamiento de la medida cautelar de prisión preventiva, ya que ella fue impuesta para garantizar la re- misión del reo al país requirente.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 25/11/2008
Partes: Samudio Aguero, Zully Lorena (Ac. y Sent. N° 1147)
Publicado en: La Ley Online;
Cita Online: PY/JUR/537/2008
Hechos:
Los defensores plantean la garantía constitucional de Habeas Corpus reparador a favor de la procesada por el hecho punible de homicidio, a fin de que la misma pueda permanecer en libertad mientras se tramita la apelación de la sentencia condenatoria. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, admite la garantía incoada y dispone la libertad de la justiciable.
Sumarios:
1. Siendo que en autos se da una situación excepcional –se ha- llan vigentes una resolución ya firme que dispone el levantamiento de las medidas cautelares, anulada parcialmente por el Tribunal de Apelaciones y otra, recurrida, que decreta la prisión preventiva– debe estarse por lo que sea más favorable para la acusada, razón por la cual corresponde hacer lugar al Habeas Corpus.
2. Al haberse ejecutado el auto de prisión que fuera decretado tornó procedente la ilegalidad del mismo, ya que el Tribunal de Sentencia no era el órgano facultado a ejecutar la sentencia dicta- da, más aun cuando dicha sentencia no se encontraba firme para su ejecución (del voto del Dr. Bajac Albertini).
3. La Corte Suprema de Justicia tiene la obligación de desentrañar la justicia o injusticia que está inmersa en cada proceso, razón por la cual debe dictar sentencia reparando las arbitrariedades o injusticias que se pudieron haber cometido en otras instancias (del voto del Dr. Bajac Albertini).
4. Cabe rechazar la garantía constitucional de Habeas Corpus reparador incoada cuando la procesada se encuentra privada de su libertad por orden de autoridad competente –Tribunal de Sentencia colegiado–, en el marco de un proceso penal que se le sigue por el supuesto hecho punible de homicidio doloso, en el cual resultó condenada a una pena privativa de libertad –siete años– (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
5. Lo concerniente a materia probatoria o las cuestiones acerca de la regularidad o irregularidad meramente formal no constituyen materia de estudio del habeas corpus, ya que ello cuenta con los mecanismos procesales conducentes al efecto, mediante el recurso de casación (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 10/09/2007
Partes: Revisión de medida cautelar a favor del encausado Paiva, Juan Pío en los autos: “Ministerio Público c. Paiva, Juan Pío y otros s/ Homicidio doloso”. (AI Nº 274).
Publicado en: LLP 2007 (octubre), 1210
Cita Online: PY/JUR/200/2007
Hechos:
El abogado defensor de un procesado por el hecho punible de homicidio doloso interpone recurso de apelación general contra el auto interlocutorio dictado por el Tribunal Colegiado de Sentencia que entiende en el juicio oral, el cual no hizo lugar a la revocación del auto de prisión que pesa sobre su defendido. El Tribunal de Apelaciones en lo Penal, segunda sala, revoca la resolución recurrida y dispone la libertad del encausado en las condiciones que establezca el Tribunal de Sentencia.
Sumarios:
1. Es procedente el recurso de apelación general interpuesto contra el auto interlocutorio dictado por el Tribunal de Sentencia, que no hizo lugar a la revocación del auto de prisión que pesa sobre quien se halla procesado por el hecho punible de homicidio doloso y guarda prisión preventiva desde hace más de tres años, ya que la tercera variante establecida en el artículo 236 del Código Procesal Penal establece que la prisión preventiva, en ningún caso, puede durar más de dos años, debiendo en consecuencia revocarse la re- solución apelada.
2. Ante la duda que pueda surgir de la interpretación de una norma penal debe aplicarse necesariamente el principio universal de favorabilidad al reo, ya que el artículo 5 del Código Procesal Pe- nal, cuando hace referencia a la duda, utiliza el término “siempre”, de calidad absoluta y carente de resquicios por donde pueda filtrar- se una interpretación que relativice dicho principio.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 26/11/2007
Partes: Bogado, Benito Oscar. (Ac. y Sent. N° 1264)
Publicado en: LLP 2008 (febrero), 32
Cita Online: PY/JUR/289/2007
Hechos:
La defensa interpone recurso extraordinario de casación con- tra el acuerdo y sentencia dictado por la primera sala del Tribunal de Apelación en lo Penal de la Capital y solicita la extinción de la acción penal. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, rechaza el pedido de extinción y declara inadmisible para su estudio el recurso extraordinario de casación interpuesto.
Sumarios:
1. Debe ser declarado inadmisible para su estudio el recurso ex- traordinario de casación interpuesto por la defensa cuando el escrito presentado no cumple con el requisito de hallarse debidamente fundado, siendo que en su exposición el recurrente omite indivi- dualizar el supuesto vicio que padece la sentencia objeto de recurso.
2. El escrito de interposición del recurso extraordinario de ca- sación no se halla debidamente fundado cuando el casacionista se limita a cuestionar las actuaciones realizadas en las etapas preparatoria e intermedia, ya precluidas, además de testimonios valorados por el tribunal de sentencia en el marco del juicio oral y público, y prácticamente omite hacer referencia al fallo recurrido, el cual, como objeto de la impugnación debió de haberse erigido en el centro de los cuestionamientos del recurrente.
3. Si la defensa no hace ningún intento serio por desmeritar el fallo emitido por el Tribunal de Apelación en su escrito de fundamentación del recurso de casación, su planteamiento deviene notoriamente inadmisible.
4. En el recurso de casación se reduce la vigencia del principio “iura novit curiae” -el Órgano Juzgador no puede conocer otros motivos que aquellos a los cuales se refieren los agravios-, razón por la cual es imprescindible que el recurrente señale específicamente su queja, citando concretamente las disposiciones legales que considere inobservadas o erróneamente aplicadas y enunciando la aplicación que pretende.
5. Corresponde rechazar el pedido de extinción de la acción penal cuando no ha transcurrido el plazo máximo de duración del proceso, siendo que éste se computa a partir de la fecha en que el término comenzó a correr nuevamente, cuando el procesado declarado rebelde se presentó y se realizó la audiencia en el juzgado.
6. La rebeldía fundada en la incomparecencia del imputado a firmar el libro de registro del juzgado ha sido correctamente resuelta y no corresponde hacer lugar al pedido de nulidad, cuando den- tro de las obligaciones que le fueran impuestas al justiciable para la concesión de medidas alternativas a la prisión preventiva se encontraba aquélla, la cual en ningún momento fue cumplida, y siendo que conforme a lo dispuesto por el artículo 82 del Código Procesal Penal procede la declaración de rebeldía del imputado que no comparezca a una citación sin justificación.
7. Es jurisprudencia reiterada y uniforme de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia el criterio de que la rebeldía interrumpe el plazo de duración del proceso penal, tal y como expresamente lo prescribe el artículo 136 del Código Procesal Penal.
8. La declaración de rebeldía del procesado constituye una garantía para el derecho de defensa del mismo y sus efectos -que hacen a la eficacia del sistema- producen la suspensión del plazo
-con la paralización de los actos procesales-, con lo cual no existe en reinicio del cómputo sino una adición de los plazos en los cuales estuvo sometido al proceso el justiciable (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
9. La declaración de rebeldía constituye una garantía para el procesado y no una sanción procesal, ya que ella busca asegurar la defensa y la presunción de inocencia -juicio previo-, y a su vez sus efectos tienden a la eficiencia del sistema de justicia -juzgamiento dentro del plazo razonable (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
10. El instituto procesal de la rebeldía constituye una garantía de que el ciudadano sometido a proceso no será enjuiciado ni mucho menos sancionado sin estar presente durante la tramitación de la causa que se le sigue, ya que al ser él el titular del derecho a la defensa, su presencia resulta de radical importancia (del voto en disidencia del Dr. Blanco).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 07/09/2007
Partes: Incidente de Revocación de prisión preventiva planteado por las Abogs. A., A. y B., P. a favor de Paiva, Víctor Daniel en la causa: “Ministerio Público c. Paiva, Juan Pío y otros s/ Homicidio doloso”. (AI Nº 273).
Publicado en: LLP 2007 (octubre), 1212
Cita Online: PY/JUR/199/2007
Hechos:
Las defensoras de un procesado por el hecho punible de homicidio doloso interponen recurso de apelación general contra el auto interlocutorio dictado por el Tribunal Colegiado de Sentencia que entiende en el juicio oral, el cual rechazó la aplicación ficta de la re- vocación del auto de prisión que pesa sobre su defendido. El Tribunal de Apelaciones en lo Penal, segunda sala, revoca la resolución recurrida y dispone la libertad del encausado en las condiciones que establezca el Tribunal de Sentencia.
Sumarios:
1. De acuerdo a lo establecido en el artículo 141 del Código Pro- cesal Penal, debe disponerse la libertad de quien se halla procesado por un hecho punible cuando, habiéndose deducido un incidente de revocatoria del auto de prisión, el Tribunal se ha demorado en el dictado de la decisión acerca de la libertad, dando lugar a una resolución ficta favorable a la petición del encausado.
2. La norma del artículo 141 del Código Procesal Penal es cate- górica al determinar que la omisión del Tribunal de expedirse en el plazo previsto opera a favor del procesado, quien deberá entender y ejercer plenamente la libertad bajo las condiciones impuestas por el órgano que corresponda.
3. La situación particular expuesta por el Tribunal de primer grado, de no asumir, por no hallarse constituido, la responsabilidad de la declaración ficta de libertad a favor de un procesado -consecuencia de la demora en la resolución de un incidente de revocación de la prisión preventiva-, es un aspecto intrascendente, ya que la libertad de un ciudadano debe ser priorizada ante las falencias e imposibilidades del Estado de mantener activo el órgano jurisdiccional competente para el estudio de la cuestión.
4. Las garantías de orden excepcional -tales como la contenida en el artículo 141 del Código Procesal Penal- se dan para evitar que un ciudadano, por circunstancias no imputables al mismo, se encuentre privado de la libertad, derecho prioritario que en todo momento debe ser atendido por el Estado, y, en su caso, al asumir su imposibilidad, cargar con la determinación de la ley y soportar sus consecuencias.
5. Para determinar la aplicación de las normas penales, indefec- tiblemente se debe tener en cuenta la regla establecida en el artículo 5 del Código Procesal Penal, el cual establece que en caso de duda debe decidirse siempre lo que es más favorable al reo.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 08/08/2007
Partes: Paiva, Victor Daniel c. Hábeas Corpus Reparador. (Ac. y Sent. N° 766).
Publicado en: LLP 2007 (agosto), 898
Cita Online: PY/JUR/102/2007
Hechos:
Las defensoras públicas de un procesado por homicidio doloso y omisión de auxilio, quien se halla privado de su libertad, plantean la garantía constitucional de Habeas Corpus Reparador a favor de su representado, fundada en que éste ha pasado más de tres años en esa situación y que, habiendo requerido al Tribunal de Sentencia la revocatoria del auto de prisión, no han obtenido resolución que se expida al respecto. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, no hace lugar a la garantía constitucional solicitada.
Sumarios:
1. Corresponde no hacer lugar a la garantía constitucional de Habeas Corpus Reparador cuando la medida cautelar privativa de libertad cuestionada no resulta ilegítima ni arbitraria por fundar- se en causas específicas establecidas en las normas legales que la autorizan y en una orden escrita de autoridad competente, concordando con las disposiciones previstas en los artículos 11, 12 y 19 de la Constitución Nacional.
2. Si bien el artículo 9 de la Constitución Nacional consagra el derecho a la protección de la libertad, éste no es un derecho absoluto ni de ejercicio ilimitado, y los artículos 11 y 12 del mismo texto constitucional autorizan a restringirlo, fundados en la necesidad de proteger otros bienes, valores o derechos constitucionales, median- do las causas y condiciones fijadas en la Constitución y las leyes y requiriendo -salvo la excepción prevista para el caso de flagrancia- la orden escrita de autoridad competente, lo cual concuerda con el artículo 19 del mismo texto legal.
3. La duración de la prisión preventiva del justiciable se encua- dra dentro de los límites permitidos por la cláusula constitucional que la regula y la justifica cuando la privación de libertad del mismo no ha alcanzado la pena mínima que corresponde al hecho punible calificado.
4. Los cuestionamientos tendientes a demostrar lo injustifica- do de la privación de la libertad de un procesado por falencias del procedimiento no pueden resolverse por la vía del Hábeas Corpus e incumben a los jueces propios de la causa, respecto de cuyas reso- luciones -en caso de existir agravios- deberán hacerse valer por los medios legales correspondientes determinados en la ley penal de forma por la que se rige la causa, ya que renunciar a tales remedios y extenderlos en el contexto de la garantía constitucional planteada importa una pretendida sustitución del juez natural de la causa y de los procedimientos establecidos en la ley, que exceden el ámbito excepcional del Habeas Corpus.
5. La garantía constitucional del Habeas Corpus no es un instituto previsto para requerir celeridad procesal en las medidas cautelares, ni puede utilizarse a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia como un órgano supletorio ante quien recurrir como una tercera instancia en los casos de resolución adversa a los intereses de las partes, a fin de provocar de esta manera pronunciamientos que pueden catalogarse como intrusivos a la labor de los órganos jurisdiccionales de instancia (del voto del Dr. Blanco).
6. Aun cuando en el acuerdo y sentencia citado por las defensoras de un procesado por los hechos punibles de homicidio doloso y omisión de auxilio, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia hizo lugar a la garantía constitucional del Habeas Corpus Reparador en un caso con planteamientos similares, la situación resulta diferente, ya que en dicha ocasión la citada garantía fue acogida favorablemente como consecuencia del incumplimiento de las formalidades previstas en la Ley N° 1500/99 que reglamenta la materia y sin que hayan sido analizados los argumentos de fondo (del voto del Dr. Blanco).
7. A partir de la jurisprudencia sentada por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia con referencia al plazo máximo permitido para la duración de la prisión preventiva y en vista de que la pena mínima en expectativa prevista para el justiciable por el hecho punible más grave que se le atribuye -homicidio doloso- es de cinco años, se concluye que no procede el otorgamiento de la libertad por el hecho de hallarse el encausado recluido desde hace más de tres años, ya que aun no se ha cumplido el plazo requerido por la norma constitucional para su concesión (del voto del Dr. Blanco).
8. Siendo que la garantía constitucional del Habeas Corpus tiene como requisitos de procedencia la ilegalidad y la arbitrariedad de la privación de libertad de la persona, debe rechazarse la pretensión cuando la privación de libertad del encausado no tiene un ori- gen ilegal, sino que fue dictada en el marco de la tramitación de un proceso penal, por un órgano judicial con competencia para hacerlo (del voto del Dr. Blanco).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 08/08/2007
Partes: Areco, Daniel c. Hábeas Corpus Reparador. (Ac. y Sent. N° 767).
Publicado en: LLP 2007 (agosto), 897
Cita Online: PY/JUR/101/2007
Hechos:
La defensora de un procesado por homicidio doloso y lesión grave, quien se halla privado de su libertad, plantea la garantía constitucional de Habeas Corpus Reparador a favor de su representado, fundada en que éste ha pasado más de tres años en esa situación y sosteniendo que ello excede el plazo máximo de duración del pro- ceso penal y el de dos años previsto en el artículo 236 del Código Procesal Penal. La Corte Suprema de Justicia, sala Penal, rechaza la garantía constitucional solicitada.
Sumarios:
1. Corresponde el rechazo de la garantía constitucional de Ha- beas Corpus Reparador cuando la duración de la prisión preventiva no excede la de la pena mínima que se espera para el hecho por el cual se halla procesado el solicitante, ella ha sido dispuesta por orden de magistrado competente, y siendo que a la fecha la causa se encuentra en estado de sustanciación de Juicio Oral y Público, razón por la cual no se hallan reunidos los parámetros requeridos por los artículos 19 y 133 inc. 2) de la Constitución Nacional y 236, primera parte, del Código Procesal Penal.
2. De acuerdo a la línea jurisprudencial trazada por la Corte Su- prema de Justicia, siendo que la expectativa de pena para un pro- cesado por los hechos punibles de homicidio doloso y lesión grave, tiene como base los cinco años de pena privativa de libertad, la prisión preventiva tiene como límite máximo el de cinco años, por lo que no resulta violatoria de normas legales y constitucionales cuan- do no sobrepasa dicho límite.
3. Si bien la defensa de un procesado por los hechos punibles de homicidio doloso y lesión grave, privado de su libertad desde hace tres años, al plantear la garantía constitucional de Habeas Corpus Reparador alude a un acuerdo y sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia que concedió tal garantía en una situación con argumentos análogos a los de su presentación, el caso es diferente ya que el fallo precedente tuvo su fundamento esencial en una cuestión formal y la aplicación de una presunción prevista en la Ley N° 1500/99 que regula la materia, sin que se haya tratado el fondo de la cuestión.
4. La medida cautelar privativa de libertad cuestionada a través del planteamiento de un Habeas Corpus Reparador no resulta ilegítima ni arbitraria cuando se funda en causas específicas establecidas en las normas legales que la autorizan y en una orden escrita de autoridad competente, concordando con las disposiciones pre- vistas en los artículos 11, 12 y 19 de la Constitución Nacional, razón por la cual no corresponde el otorgamiento de la garantía solicitada (del voto complementario de la Dra. Pucheta de Correa).
5. Aun cuando el artículo 9 de la Constitución Nacional consagra el derecho a la protección de la libertad, éste no es un derecho absoluto ni de ejercicio ilimitado, y los artículos 11 y 12 del mismo texto constitucional autorizan a restringirlo, fundados en la necesidad de proteger otros bienes, valores o derechos constitucionales, mediando las causas y condiciones fijadas en la Constitución y las leyes y requiriendo -salvo la excepción prevista para el caso de flagrancia- la orden escrita de autoridad competente, lo cual concuerda con el artículo 19 del mismo texto legal (del voto complementa- rio de la Dra. Pucheta de Correa).
6. La duración de la prisión preventiva del justiciable se encuadra dentro de los límites permitidos por la cláusula constitucional que la regula y la justifica cuando la privación de libertad del mismo no ha alcanzado la pena mínima que corresponde al hecho punible calificado (del voto complementario de la Dra. Pucheta de Correa).
7. La prisión preventiva de un procesado por los hechos punibles de homicidio doloso y lesión grave, que se ha prolongado -a la fecha- por tres años, no supera la duración máxima del procedimiento penal cuando éste se ha iniciado durante la vigencia de la Ley N° 2341/03 por la cual se modificó el plazo máximo de duración del mismo, dejándolo establecido en cuatro años contados a partir del primer acto del procedimiento, plazo cuyo transcurso resulta suspendido automáticamente por los incidentes, excepciones, apelaciones y recursos planteados por las partes y vuelve a correr una vez resuelto lo planteado o cuando el expediente regresa a ori- gen (del voto complementario de la Dra. Pucheta de Correa).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 23/07/2007
Partes: Oviedo Silva, Lino César c. Hábeas Corpus Reparador (Ac. y Sent. N° 663).
Publicado en: LLP 2007 (agosto), 901
Cita Online: PY/JUR/104/2007
Hechos:
El defensor de un procesado que se halla privado de su libertad solicita la garantía constitucional de Habeas Corpus Reparador a favor de su representado, fundado en que éste ha pasado más de tres años en esa situación, lo cual excede incluso el plazo máximo de duración del proceso penal. La Corte Suprema de Justicia, sala Penal, hace lugar a la garantía constitucional y ordena la inmediata libertad del recluido, sin perjuicio de la existencia de otras causas pendientes, con medidas privativas de libertad.
Sumarios:
1. Procede la garantía constitucional de Habeas Corpus Repa- rador cuando uno de los informes solicitados por el Tribunal -en el caso, referente al estado actual del proceso que involucra al recluido- fue presentado fuera del plazo de veinticuatro horas establecido por la norma legal, ya que ello hace presumir la ilegitimidad de la privación de libertad de acuerdo al artículo 21 de la ley 1500/99
-que reglamenta el Habeas Corpus- considerando el carácter de im- prorrogables y perentorios de los plazos procesales en dicho proce- dimiento (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
2. La libertad de un procesado que se encuentra privado de ella, cuando dicha privación adolece de una presunción de ilegitimidad de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 1500, debe ser dispuesta aún cuando exista otra causa penal pendiente con orden privativa de libertad dictada por juez competente (del voto de la Dra. Pucheta de Correa).
3. Para aplicar una pena es necesario un proceso que termine en un juicio lógico la culpabilidad o no respecto a determinados hechos, conservando el imputado hasta ese momento su estado natural de inocencia, lo cual está consagrado en la Constitución Nacional -artículo 17, inciso 1- e impone determinadas exigencias sustantivas que operan como presupuestos necesarios de la fundamentación legítima de la privación de libertad de carácter cautelar, tales como el fin procesal, la excepcionalidad, proporcionalidad y provisionalidad de la detención, así como la sospecha material de responsabilidad penal (del voto del Dr. Bajac Albertini).
4. Resulta ilegítimo detener preventivamente a una persona con fines meramente retributivos o preventivos -especiales o generales- propios de la pena -del derecho penal material- considerando a tal efecto criterios tales como su peligrosidad, la repercusión social del hecho o la necesidad de impedir que cometa nuevos delitos (del voto del Dr. Bajac Albertini).
5. Todo proceso que no reúna los requisitos sustantivos y objetivos que la ley exige para su continuidad no es tal y, por consiguiente, no puede privar a una persona de sus legítimos derechos, entre los cuales adquiere preponderancia el derecho a la libertad, tornándose en caso contrario, en un proceso arbitrario, no digno y atentatorio del sistema democrático (del voto del Dr. Bajac Albertini).
6. Constituye la finalidad del Habeas Corpus verificar si la legalidad de la privación de libertad de una persona sometida a proceso penal, o si ella no excede el plazo razonable de duración de acuerdo al principio de proporcionalidad, el cual establece que la medida debe permitir alcanzar el objetivo por ella pretendido -asegurar que el procesado no impida el desarrollo eficiente de las investigaciones ni eluda la acción de la justicia- respetando lo máximo posible la libertad del individuo (del voto del Dr. Blanco).
7. La privación de libertad por un plazo desproporcionado a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida equivale a un anticipo de la pena, lo cual contraviene los principios generales del derecho, universalmente reconocidos, y se contrapone abiertamente a los principios constitucionales de presunción de inocencia y de libertad y seguridad de las personas -artículos 17 y 9 de la Constitución Nacional, respectivamente (del voto del Dr. Blanco).
8. Aún cuando resulta procedente la garantía constitucional del Habeas Corpus Reparador, carece de virtualidad práctica la petición de revocación de la prisión preventiva que pesa sobre un procesado cuando existe una sentencia por la cual se lo condena a pena privativa de libertad que a la fecha ostenta la calidad de firme, originada y recaída en un proceso diferente, la cual tiene el efecto de mantener la vigencia de la reclusión, independientemente de la procedencia o no del levantamiento de los diferentes autos de prisión preventiva dictados en su contra en las demás causas (del voto del Dr. Blanco).
Tribunal: Tribunal de Apelación Penal de la Adolescencia y Apelación de la Niñez y Adolescencia de Concepción Fecha: 10/05/2007 Partes: Recurso de apelación general presentado por la defensora pública Abog. A. C., H. U. en la causa: H. B. A. (AI Nº 6).
Publicado en: LLP 2007 (junio), 674
Cita Online: PY/JUR/12/2007
Hechos:
La defensora pública interpone recurso de apelación general contra el auto interlocutorio dictado por el Juzgado de Primera Instancia Penal de la Adolescencia que resolvió mantener la medida cautelar de prisión preventiva contra un adolescente indígena procesado por el hecho punible de homicidio doloso. El Tribunal de Apelación Penal de la Adolescencia de la Circunscripción Judicial de Concepción resuelve revocar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Debe revocarse el auto interlocutorio que resolvió mantener la medida cautelar de prisión preventiva contra un adolescente indígena procesado por el hecho punible de homicidio doloso cuando dicha medida superó ampliamente el plazo mínimo legal, que es en todos los casos de seis meses, correspondiendo al juzgado garantizar su comparecencia si el caso es elevado a juicio, siendo de su incumbencia arbitrar los medios para esa consecución.
2. El mantenimiento de la prisión preventiva de un adolescente indígena procesado por el hecho punible de homicidio doloso mientras se corrobora a través de un oficio remitido al Instituto Nacional del Indígena (INDI) su pertenencia a una determinada parcialidad indígena, a fin de que sus padres o responsables estén en conocimiento de la situación que en ley corresponde, no observa los principios cardinales del proceso penal de adolescentes y es contrario al derecho a ser juzgado en un plazo razonable, pudiendo permanecer recluido indefinidamente si no se logra el propósito exteriorizado por el a quo.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 21/03/2007
Partes: Ayala Caballero, Julio César, Ayala, Francisco y Ayala, Luis s/ robo agravado (Ac. y Sent. N° 8).
Publicado en: Sup. LLP Derecho Penal y Procesal Penal 2007 (junio), 128
Cita Online: PY/JUR/16/2007
Hechos:
La defensa interpone recurso de apelación especial contra la resolución dictada por el Tribunal de Sentencia, que condenó al imputado a ocho años de pena privativa de libertad por el hecho punible de robo agravado. El Tribunal de Apelación en lo Criminal, cuarta sala, resuelve confirmar la sentencia modificando solamente el apartado que ordenaba mantener la prisión preventiva para dar cabida a la ejecución penal.
Sumarios:
1. El control horizontal y vertical que se ejerce desde la etapa del juicio oral y público y la concreción del enjuiciamiento criminal, hace que la posibilidad de atención de lo sustancial del conflicto jurídico-penal por el órgano de alzada, sea considerablemente disminuida ya que materialmente sólo pueden atenderse argumentaciones referidas a la inobservancia o errónea aplicación del precepto legal, de acuerdo al art. 467 del CPP.
2. Debe modificarse la sentencia recurrida en cuanto, al condenar a pena privativa de libertad al procesado por el hecho punible de robo agravado, ordenó mantener la prisión preventiva, ya que una vez dictada la condena, debe hacerse lugar a la ejecución penal.
3. Un error de tipeo en la calificación pretendida por la Fiscalía para el hecho cometido no merece objeción ya que lo que mueve a la persecución penal y motiva la dinámica procesal es el hecho penal- mente relevante, cuya subsunción en una norma del Código Penal puede variar de acuerdo a la sustentación fáctico-probatoria en las
diferentes etapas del juicio, alcanzándose la definitiva recién en la etapa del juicio oral y público.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones Civil, Comercial, Laboral y Penal, Concepción
Fecha: 21/02/2007
Partes: Recursos de apelación general interpuestos por los Abogs. D., J.; C., E.; y D. M., H. c. El AI Nº 34 del 10/02/07, en los autos “Mendoza, Erodito y otros s/ Liberación de presos y asociación criminal - Ciudad”. (AI Nº 22).
Publicado en: LLP 2007 (julio), 832
Cita Online: PY/JUR/87/2007
Hechos:
Los defensores interponen recurso de apelación especial contra el auto interlocutorio dictado por el Juzgado Penal de Garantías del segundo turno, que rechazó el pedido de sustitución de la prisión preventiva deducido por los defensores de dos imputados y el incidente de revocatoria y pedido de sustitución de la prisión preventiva planteado a favor de un tercer procesado. El Tribunal de Apelación en lo Civil, Comercial, Laboral y Penal de la Circunscripción Judicial de Concepción resuelve confirmar la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Corresponde confirmar el auto interlocutorio que rechazó el pedido de sustitución de la prisión preventiva deducido por la defensa de los procesados cuando, en virtud a la facultad otorgada al Juez por el artículo 257 del Código Procesal Penal -fijar la clase e importe de la caución- éste ha considerado idónea para la sustitución de la prisión preventiva sólo la caución real y al no reunirse las condiciones requeridas a su respecto, rechazó las pretensiones planteadas.
2. Es improcedente la revocatoria de la prisión preventiva so- licitada por uno de los procesados, ya que ésta procede siempre y cuando de las diligencias posteriores a la calificación o prisión pre- ventiva resultaren nuevos elementos, ya sea referidos a la partici- pación del imputado, el tipo de pena a imponer o la probabilidad de fuga o obstrucción, que desvirtúen o desvinculen la necesidad de mantener la prisión preventiva, circunstancias que no concurren ante la sola presentación del título de propiedad de un inmueble y la determinación del arraigo.
3. Según lo establecido en el artículo 260 del Código Procesal Penal, los títulos de propiedad ofrecidos en carácter de caución real para la sustitución de la prisión preventiva se rigen por las normas del Código Procesal Civil, el cual establece como requisito para su admisibilidad la necesidad de determinar la condición del dominio del inmueble ofrecido -artículos 707, 718, 721 y concordantes- de modo a corroborar con el correspondiente certificado expedido por la Dirección de Registros Públicos la afectabilidad del inmueble ofrecido, el cual no debe conocer de gravamen.
4. La calidad personal de los presos cuya fuga fue facilitada por los procesados en autos no es determinante para agravar su situación personal para rechazar el pedido de sustitución de prisión preventiva, ya que la gravedad de los hechos atribuidos a los fugados no guarda relación con el motivo de la causa -liberación de presos- lo cual surge del artículo 294 del Código Penal que da el mismo marco penal sin ninguna valoración de los fugados (del voto en disidencia del Dr. Alvarenga).
5. De conformidad a las disposiciones legales, las cauciones reales y juratorias son suficientes para que los imputados puedan acceder a las medidas sustitutivas de la prisión y cumplen con el objetivo de garantizar su sometimiento al proceso, a lo cual se debe sumar la fianza personal de su abogado defensor (del voto en disi- dencia del Dr. Alvarenga).
6. El artículo 67 del Código Procesal Civil equipara en rango al abogado con el juez, gozando ambos de la presunción «Juris Tan- tum» de honorabilidad y solvencia económica, razón por la cual la palabra empeñada -caución personal- por el letrado no puede ser soslayada con ligereza (del voto en disidencia del Dr. Alvarenga).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 07/04/2006
Partes: Oviedo, Lino César. (Ac. y Sent. Nº 151)
Publicado en: LLP 2006, 446
Cita Online: PY/JUR/276/2006
Hechos:
El defensor de Lino César Oviedo solicitó la un habeas corpus reparador argumentando que se excedió el término de la presión preventiva que está cumpliendo su defendido. La Corte Suprema de Justicia rechazó la garantía constitucional solicitada por no cumplir los requisitos exigidos por la Constitución Nacional y la ley 1500.
Sumarios:
1. Cabe rechazar el habeas corpus reparador cuando la prisión preventiva no se ha extendido por un plazo superior a la pena míni- ma en expectativa prevista para el hecho más grave que se atribuye al recluido.
2. Resulta improcedente el habeas corpus reparador intentado a fin de que se revoque la prisión preventiva respecto de las causas todavía abiertas en contra del recluido, pues existe una sentencia firme que lo condenó a diez años de pena privativa de libertad que produce el efecto de mantener su reclusión independientemente de la procedencia o no del levantamiento de los diferentes autos de prisión preventiva dictados en su contra en las demás causas.
3. Cabe rechazar el habeas corpus reparador solicitado a favor de quien se encuentra recluido en prisión preventiva por el retardo de justicia y la falta de elevación de la causa al estado plenario, pues las cuestiones procesales no son materia de esta garantía constitucional.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 26/04/2006
Partes: Del Valle Sanabria, Damián. (Ac. y Sent. N° 189)
Publicado en: LLP 2006, 557
Cita Online: PY/JUR/139/2006
Hechos:
La Corte Suprema hace lugar al hábeas Corpus Genérico inter- puesto por la Defensa, ordenando la aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva.
Sumarios:
1. Corresponde hacer lugar al hábeas Corpus Genérico inter- puesto, ordenando la aplicación de las medidas sustitutivas a la prisión preventiva ya que en los pedidos de extradición solamente debe considerase como requisito de aplicación la existencia de peli- gro de fuga –inc. 3 art. 242 CPP- correspondiendo el estudio de las restantes exigencias realizarse en procesos penales que se tramitan en territorio nacional.
2. La imposición, revisión o modificación de las medidas cautelares no son materia susceptible de ser tratada por la vía del hábeas corpus –arts. 248, 250, 253, 254 CPP-. (del voto en disidencia del Dr. Blanco)
3. Toda vez que la extradición no es un proceso penal sino un procedimiento de cooperación judicial de carácter internacional, las medidas cautelares dictadas no suponen responsabilidad sino solamente un aseguramiento para las resultas del procedimiento. (del voto en disidencia del Dr. Blanco)
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 08/03/2006
Partes: Hábeas Corpus Reparador planteado por Rivas de Valenzuela, Teresa de Jesús s/ Trata de personas en independencia (Ac. y Sent. Nº 52).
Publicado en: LLP 2006, 451
Cita Online: PY/JUR/194/2006
Hechos:
Se interpuso un habeas corpus reparador en favor de quien se encuentra recluido en una penitenciaría como consecuencia de la prisión preventiva decretada en la causa penal que lo declaró cul- pable del delito de trata de personas. La Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, rechazó la garantía constitucional solicitada
Sumarios:
1. Resulta improcedente el habeas corpus reparador intentado en favor de quien se encuentra recluido en una penitenciaría como consecuencia de la prisión preventiva decretada en una causa penal –en el caso, por el delito de trata de personas-, pues existiendo éste, debió acudir a las acciones o recursos pertinentes previstos en la ley procesal.
2. El habeas corpus reparador está dirigido a lograr que la persona privada ilegítimamente de su libertad la recupere inmediata- mente, constituyéndose esta condición en requisito fundamental para la procedencia de esta garantía constitucional.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 07/09/2005
Partes: Roche Giménez, Antolín s/ Rec. Extra. de casación (Ac. y Sent. Nº 784)
Publicado en: LLP 2006, 65
Cita Online: PY/JUR/98/2005
Hechos:
La defensa interpone recurso de aclaratoria a fin de que se corrija el error material en la enumeración de la sentencia del a-quo y se pronuncie sobre la omisión en cuanto a la modificación del régimen cautelar impuesto y así disponga la nueva vigencia de la medida de prisión domiciliaria, en reemplazo de la prisión preventiva. La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia hace lugar parcialmente a la aclaratoria solicitada en lo que respecta al error material en la enumeración de la sentencia.
Sumarios:
1. Corresponde hacer lugar al recurso de aclaratoria interpuesto a fin de que se corrija el error material en la enumeración de la sentencia definitiva del a quo.
2. Es improcedente solicitar por medio del recurso de aclaratoria que la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se pronuncie sobre la vigencia de una medida cautelar impuesta a un imputado
–en el caso, vigencia de la medida de prisión domiciliaria, en reemplazo de la prisión preventiva-, desde que tal petición debe ser dirigida al Juez Penal quien analizando la vigencia de los presupuestos legales decide si una medida cautelar es revocable o reformable en virtud de lo normado por los arts. 248, 249 y 254 del Código Procesal Penal.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 07/12/2005
Partes: C. B., A. L.. (Ac. y Sent. Nº 1104)
Publicado en: LLP 2007 (marzo) , 172, con nota de Violeta González Valdez;
Cita Online: PY/JUR/169/2005
Hechos:
La Defensora Pública interpone habeas corpus reparador a favor de un adolescente privado de su libertad, alega que el plazo de la prisión preventiva se ha excedido en sus límites legales y constitucionales. La Corte Suprema, sala penal, hace lugar a lo solicitado.
Sumarios:
1. Corresponde hacer lugar al habeas corpus reparador presen- tado, toda vez que se exceda el plazo de seis meses estipulado para la prisión preventiva de un adolescente -arts. 207 Código de la Ni- ñez y 19 de la Constitución Nacional.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 01/11/2004
Partes: Cabañas Mazacote, Roberto s/ Homicidio con fines de robo (Ac. y Sent. Nº 1575)
Publicado en: LLP 2005, 37
Cita Online: PY/JUR/14/2004
Hechos:
El juez inferior consulta a la Sala Constitucional de la Corte sobre la duración máxima de privación de libertad de un persona afectada por un auto de prisión preventiva. Hace referencia específica al art. 236 del C.P.P que consagra el principio de proporcionalidad de la privación de libertad, y cuestiona EL art. 252, inc. 3) de la Ley N° 1286/98, así como los arts. 1 y 3 de la Ley 1444/99. La Corte resuelve remitir en autos a la Cámara de Apelación a fin de dar trámite procesal correspondiente.
Sumarios:
1. Si la prisión preventiva fuese indispensable, no debe sobrepasar dos años, pero si de la calificación provisoria resulta una pena en expectativa acorde con la importancia y gravedad del ilícito, cuya mínima supera ese tiempo de dos años, en ningún caso podrá sobrepasar dicho plazo, y dicha interpretación conjuga el principio de inocencia con los principios de temporalidad y proporcionalidad y mantiene en salvaguarda la competencia de los jueces para aplicar las medidas sustitutivas.
2. Una interpretación que exprese que la prisión preventiva puede durar más de dos años, cuando el marco de la pena mínima que correspondiese sea superior, constituye una grave violación del derecho positivo vigente, puesto que el art. 19 de la Constitución Nacional establece el tope máximo de temporalidad para su duración, no el mínimo, y violentar las garantías constitucionales llevaría a arriesgar que el país sea sancionado por violación de los derechos humanos.
3. Si el incidente de revocatoria de prisión previsto en el art. 252, inc. 3), fue planteado cuando estaba en vigencia el art. 2, inc.
8) de la ley 1449/99, las medidas cautelares establecidas en el nuevo Código Procesal Penal son de plena aplicación.
4. El art. 236 del Código Procesal Penal, que consagra el prin- cipio de proporcionalidad de la privación de libertad y el art. 252, inc. 3), de la ley 1286/98 y arts.1 y 3 de la ley 1444/99 no lesionan el art.19 de la Constitución Nacional, y deben ser interpretadas en forma conjunta, por ser complementarias.
5. El art. 236 del Código Procesal Penal, que consagra el prin- cipio de proporcionalidad de la privación de libertad y el art. 252, inc. 3), de la ley 1286/98 y arts. 1 y 3 de la ley 1444/99 no colisionan con el art. 19 de la Constitución Nacional, ya que la ley de transición 1444/99 es muy clara respecto a los mecanismos a ser imple- mentados para la revocatoria de los autos de prisión y no hace sino plasmar efectivamente la vigencia del precepto constitucional. (Del voto en disidencia parcial del doctor Fretes).
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil, Comercial, Laboral, Pe- nal, Penal de la Adolescencia y de la Niñez Circunscripción Judicial de Amambay
Fecha: 23/02/2005
Partes: Querella Criminal Promovida Abog. Rodolfo Alonso c. Sra. Victoria Figueredo Brítez (Ac. y Sent. N°08)
Publicado en: LLP 2005, 698
Cita Online: PY/JUR/343/2005
Sumarios:
1. La extinción de la acción penal y el sobreseimiento definitivo deberían ser realizadas por Auto Interlocutorio y no por Sentencia Definitiva como lo hizo erróneamente el inferior, en tanto este error, no afecta en lo sustancial a la decisión y por ello debe mantenerse, en cuanto a su forma, inalterable y en consecuencia la vía de revisión debe ser por Acuerdo y Sentencia.
2. No ha transcurrido en exceso el plazo previsto en la ley para la etapa preparatoria, que conforme lo establece el art. 324 del Código Procesal Penal debe durar 6 meses, ya que según lo expresa el agente fiscal el plazo para imputar debería constarse desde el día en que se ordenó la eximición provisional de la prisión preventiva de la querellada.
3. La sentencia apelada carece totalmente de fundamento jurídico, pues el juez tiene la obligación de exponer el fundamento de sus decisiones, sin limitarse a la mera trascripción de lo indicado por las partes o mención de normas legales, sino que debe exponer de manera clara y precisa su razonamiento, desde que solo una resolución debidamente fundamentada podrá ser objeto de una crítica razonada por quienes eventualmente la recurran.
4. Ha caído en un error el aquo al aplicar incorrectamente y de- clarar la extinción de la acción teniendo en cuenta lo previsto en el art. 25 inc. 9 del Código Penal, ya que ésta no se encuadra al caso particular, pues en ningún momento desde el inicio del proceso puede hablarse de multa y lo que sí consta en autos es que la quere- llada realizó un pago parcial de la deuda, en tanto la norma es clara al establecer que para el caso previsto en el inciso debe tratarse de un hecho punible cuya pena no supere los dos años de privación de libertad, mientras que en el caso se trata sobre un delito tipificado en el art. 187 del Código Penal, cuyo marco penal tiene previsto una pena de privación de libertad de hasta 5 años.
5. La ley no prevé un plazo determinado para la presentación del acta de imputación por parte del Ministerio Público, pues la norma es clara que este lo hará cuando haya reunido suficientes elementos de sospecha de la existencia del hecho y de la participación del imputado.
6. Corresponde hacer lugar al recurso de apelación general re- vocar la resolución apelada disponiendo el reencausamiento del proceso, desde que al no prever la ley un plazo determinado para la presentación de la imputación, no puede decirse que esta haya sido presentada en forma extemporánea, sino que a partir de allí y con su debida notificación se inicia el computo del plazo que corresponde a la etapa preparatoria
Tribunal: Tribunal de Apelación Civil, Comercial, Laboral, Criminal, Tutelar y Correccional del Menor de Amambay
Fecha: 10/08/2004
Partes: Cabañas, Claudio Alberto y Benítez, Luciano Jara (A.I. N° 150)
Publicado en: LLP 2005, 123
Cita Online: PY/JUR/26/2004
Sumarios:
1. Las medidas cautelares son dictadas por el juez de garantías cuando a criterio del mismo existen elementos de convicción sufi- cientes sobre la existencia de un hecho reputado punible y sea ne- cesaria la presencia del imputado, siendo la medida una atribución exclusiva del juez que entiende la causa, que no requiere la opinión o el dictamen del órgano acusador.
2. Así como la privación de libertad es una medida que solamente puede ser autorizada por el magistrado, de igual manera la norma ritual penal impone una obligación al juez de examinar periódicamente la vigencia de las medidas cautelares privativas de libertad cada tres meses o a pedido del imputado, y si lo creyere oportuno sustituirá dicha medida por otras menos gravosas.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 04/08/2004
Partes: Scarpellini Pérez, Rodrigo J. (Ac. y Sent. 1071)
Publicado en: LLP 2004, 1177
Cita Online: PY/JUR/23/2004
Sumarios:
1. Es improcedente el hábeas corpus genérico planteado por un preso preventivo ante la Corte Suprema a fin de que se lo traslade a una unidad militar, dado que toda materia relacionada con permisos, salidas o traslados de los prevenidos configura materia exclusiva del juez penal del procedimiento.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 09/08/2004
Partes: Duarte Vera, Ramón s/inc. revocatoria de prisión en: Stroessner, Alfredo y otros (Ac. y Sent. 1110)
Publicado en: LLP 2004, 1154
Cita Online: PY/JUR/370/2004
Hechos:
El Tribunal de Apelación en lo Criminal elevó en consulta a la Corte Suprema de Justicia una cuestión acerca de la duración máxima de privación de libertad de una persona afectada por un auto de prisión preventiva. El Máximo Tribunal resolvió la cuestión en el sentido de que debe aplicarse el art. 236 del Cód. Procesal Penal.
Sumarios:
1. Debe aplicarse el art. 236 del Código Procesal Penal, respecto de un imputado por el delito previsto en el art. 307 inc. 2 del Cód. Penal, en atención al tiempo transcurrido de privación de libertad
—en el caso, siete años—, en tanto una interpretación contraria vulneraría el art. 19 de la Constitución Nacional y otras garantías constitucionales.
Tribunal: Tribunal de Apelación en lo Civil, Laboral, Comercial, Penal, Penal de la Adolescencia y de la Niñez y la Adolescencia de Pedro Juan Caballero
Fecha: 04/03/2004
Partes: Cabral Ramoa, Cecilio y otro (Ac. y Sent. N° 6)
Publicado en: LLP 2004, 939
Cita Online: PY/JUR/209/2004
Hechos:
El a quo no hizo lugar al recurso constitucional de “hábeas corpus” reparador interpuesto. Apela la resolución el defensor de los imputados. El Tribunal de Apelación confirma la sentencia recurrida.
Sumarios:
1. La falta de cumplimiento del plazo dispuesto en el art. 240 del Cód. Procesal Penal, conforme el cual debe ponerse a disposición del juez la procedencia de la detención y posterior prisión preventiva de una persona dentro de las veinticuatro horas posteriores a ocurrida aquélla, no amerita la revocación de la resolución por me- dio de la cual el agente fiscal dispusiera la detención cuando ella no es violatoria de principios procesales legales y constitucionales de la defensa en juicio de las personas.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 27/05/2004
Partes: Servín Gayoso, Pedro P. (Ac. y Sent. N° 866)
Publicado en: LLP 2004, 747
Cita Online: PY/JUR/6/2004
Hechos:
La defensa del imputado por el delito de homicidio interpone recurso de casación contra la resolución del Tribunal de Apelación que confirmó la sentencia del Tribunal de Sentencia que lo condenara a 10 años de pena privativa de la libertad. La Corte Suprema de Justicia confirmó la resolución recurrida.
Sumarios:
1. Toda vez que, conforme al inc. 3 del art. 104 del código pe- nal, la prescripción de la acción es interrumpida por un auto de declaración de rebeldía, el plazo máximo de duración del proceso empieza a correr nuevamente desde cero desde el momento en que el imputado es colocado nuevamente en situación de disponibilidad procesal.
2. La determinación de una sanción es materia reservada a los tribunales de sentencia, por lo tanto es improcedente el planteo
casatorio tendiente a que la Corte Suprema de Justicia estudie y decida la eventual reducción de las penas impuestas por aquéllos.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 03/03/2003
Partes: T., B. y K., R. s/ hábeas corpus genérico (Ac. y Sent. N° 315)
Publicado en: LLP 2003, 551
Cita Online: PY/JUR/216/2003
Hechos:
Dos ciudadanos extranjeros detenidos en forma cautelar mientras se resuelve su expulsión del país, interponen hàbeas corpus genérico. Solicitan la sustitución de la privación de la libertad por otra medida cautelar menos gravosa. La Corte Suprema de Justicia hace lugar al planteo interpuesto.
Sumarios:
1. Corresponde hacer lugar al hàbeas corpus genérico interpuesto por el recurrente, pues si bien la privación de su libertad no tiene el carácter de una prisión preventiva, ya que fue adoptada como medida cautelar a los efectos de una eventual expulsión del país, por analogía e interpretación extensiva a favor del mismo resulta aplicable el régimen de medidas alternativas o sustitutivas de la prisión preventiva previsto en el artículo 245 del Cód. Procesal Penal.
2. Es procedente sustituir la detención adoptada cautelarmente a los efectos de una eventual expulsión del país del recurrente, por el arresto domiciliario contemplado en el inciso 1° del art. 245 del Cód. Procesal Penal, bajo estricta vigilancia policial, con mecanismo de control diario, con informe diario al juzgado y la fianza personal de su abogado defensor, por aplicación de los principios constitucionales de presunción de inocencia y de reclusión en lugares adecuados.
Tribunal: Tribunal de Apelación Civil, Comercial, Criminal, Tutelar y Correccional del Menor, Encarnación, sala 2
Fecha: 30/09/2003
Partes: S., M. C. s/ supuesto hecho de robo a mano armada (A.I. N° 622).
Publicado en: LLP 2004, 255
Cita Online: PY/JUR/200/2003
Hechos:
El agente fiscal de transición planteó recurso de apelación contra la resolución dictada por el juez penal de liquidación que resolvió otorgar la excarcelación a favor del procesado por el hecho punible de robo a mano armada y disponer su inmediata libertad. La Cámara en alzada revocó la resolución y en consecuencia dispuso la inmediata captura y detención del procesado.
Sumarios:
1. Deviene procedente revocar la resolución dictada por el juez de penal de liquidación que resolvió otorgar la excarcelación como medida cautelar a favor de un procesado por el hecho de robo a mano armada, y disponer la inmediata captura y detención del mismo, puesto que surge del parte policial y sustentado por la declaración del coprocesado, su participación en el hecho punible del inculpado.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 11/02/2003
Partes: V. O., O. s/ homicidio (A.I. N° 08).
Publicado en: LLP 2003, 603
Cita Online: PY/JUR/438/2003
Hechos:
La defensa del imputado en relación con el delito de homicidio doloso interpone recurso de apelación contra el auto interlocutorio del juez a quo que resolvió no hacer lugar a la revocación de la prisión preventiva planteada vía revisión de medidas cautelares. El Tribunal no hace lugar al planteo.
Sumarios:
1. Es improcedente hacer lugar a la revocación de la prisión pre- ventiva planteada vía revisión de medidas cautelares en relación con el delito de homicidio doloso, toda vez que las cauciones ofrecidas por la defensa del imputado, —en el caso, dos inmuebles, y la caución de dos personas parientes del acusado—, no pueden enervar el peligro de fuga y de obstrucción que se hallan en plena vigencia debido al delito investigado, su pena, los indicios mencionadas por el juez de grado que señalan al imputado como supuesto autor y la circunstancias de que ya fue acusado por el Agente Fiscal.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 31/01/2003
Partes: O., L. C. (Ac. y Sent. N° 1) Publicado en: LLP 2003, 332 Cita Online: PY/JUR/267/2003
Hechos:
Se plantea Habeas Hábeas Reparador a favor del supuesto coautor de hechos punibles, a quien el juez natural competente le calificó provisionalmente y cuya pena mínima aplicable es el supuesto de una condena es de cinco años por lo que no se hizo lugar.
Sumarios:
1. Las alternativas o las posibilidades que ofrece el Art. 236 CPP para establecer la proporcionalidad entre la privación de la libertad y la pena que se espera, en el supuesto de una condena son tres: la pena mínima para el o los hechos punibles investigados; el no exceder del plazo fijado por el código para que se finiquite el procedimiento y no durar de dos años.
2. La legitimación provisional para establecer la pena mínima en el auto respectivo, es competencia legítima del juez natural, que al analizar las circunstancias del caso concreto ejerce su papel de contralor.
3. La prisión preventiva no cesa automáticamente al transcurrir dos años de su dictamiento, porque puede estar influenciado por una calificación del juez natural competente que establece la pena mínima correspondiente (menor o mayor al plazo de dos años)
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 27/12/2002
Partes: D., O. A. (Ac. y Sent. N° 1572)
Publicado en: LLP 2003, 156
Cita Online: PY/JUR/206/2002
Hechos:
Se hace lugar al Habeas Corpus Genérico y se ordena la reclu- sión domiciliaria de un ciudadano extranjero que por sus condiciones personales, familiares, sociales y materiales, amparado en la presunción de inocencia, ha garantizado que no se corre el peligro de fuga. No corresponde hacer lugar al habeas corpus reparador cuando hay un pedido de extradición y a consecuencia se ha priva- do de libertad al recurrente legalmente.
Sumarios:
1. La prisión preventiva debe ser el último recurso al que debe recurrirse en el procedimiento penal, fundamentalmente por la probabilidad y la posibilidad de la inocencia del prevenido, por ello nuevo Código Procesal Penal a modo que puede producir ella en un imputado que muchas veces puede resultar inocente del o de los hechos punibles que se le adjudica.
2. Las medidas alternativas o sustitutivas a la prisión preventiva fueron establecidas en el C.P.P. a modo de evitar el perjuicio moral, social, personal y económico que puede producir ella en un imputado que muchas veces puede resultar del o de los hechos punibles que se le adjudica.
3. El habeas Corpus Genérico esta fundamentalmente para co- rregir las condiciones de detención o amenaza a la seguridad personal y para hacer cesar el agravamiento inmotivado, ilegal o injustificado de la privación de libertad.
4. Si se viere el Habeas Corpus Genérico deberá disponerse el restablecimiento de los derechos conculcados, aunque sin interferir en el conocimiento del caso jurisdiccional sometido al juez natural.
5. Se hace lugar al Habeas Corpus Genérico, porque el recurren- te no posee antecedentes penales; su testimonio de vida, de trabajo y de solvencia; el tiempo que ya ha pasado en prisión preventiva y las garantías personales y reales que ofrece para acreditar que no se va fugar obliga a formar una determinación más justa y acorde con el principio de la presunción de inocencia.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 27/12/2002
Partes: G. G. L. A. (Ac. y Sent. N° 1573)
Publicado en: LLP 2003, 331
Cita Online: PY/JUR/371/2002
Hechos:
Se plantea Habeas Corpus Reparador a favor de un militar cuya calificación del Juez natural competente está ausente, por lo cual procede tener en cuenta la prohibición del Art. 236 último párrafo del CPP y se hace lugar a aquella.
Sumarios:
1. La garantía constitucional del Habeas Corpus rige para civiles y militares. Donde la ley no distingue, no debemos distinguir.
2. El principio constitucional de proporcionalidad (Art. 19 CN) restringe la prisión preventiva a lo estrictamente necesario, esta- bleciendo límites de duración: la pena mínima para cada hecho punible, el plazo previsto para la terminación del proceso y dos años.
3. La prisión preventiva no cesa automáticamente al transcurrir dos años de su dictamiento, porque puede estar influenciado por el plazo de duración del proceso, (y este a su vez por el plazo de prescripción de la acción o una declaración de extinción de la acción), o por una calificación provisional del juez natural competente que establece la pena mínima correspondiente (menor o mayor al plazo de dos años)
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 30/08/2002
Partes: Ministerio Público c. M. C., L. y otros (A.I. N° 213)
Publicado en: LLP 2003, 387
Cita Online: PY/JUR/418/2002
Hechos:
El Defensor Público plantea recurso de apelación general contra la resolución que revoco la aplicación de medidas alternativas dispuestas a favor del imputado. El Tribunal declara admisible el recurso interpuesto.
Sumarios:
1. Las medidas cautelares cualquiera sea su modalidad, son de carácter excepcional (Art. 234 de C.P.P.), de ahí que para su apli- cación el órgano Jurisdiccional debe obrar con cautela y la debida prudencia, de tal suerte que su mala aplicación no desnaturalice la finalidad para la cual fue instituida en nuestro ordenamiento jurídico-procesal vigente, que si bien no se le niega el espíritu garantista que lo adorna a favor del imputado, sin embargo su mala implementación puede contribuir a alentar la impunidad de hechos punibles de gravedad.
2. Atendiendo a la naturaleza y las circunstancias en que fue cometido el ilícito investigado, robo agravado, prima-facie sur- ge que la sanción penal que eventualmente podía corresponderle al imputado, en caso de ser hallado culpable, también podría ser bastante considerable, lo que desde ya en el presente estadio no lo hace merecedor de la medida alternativa a su favor, al persistir la posibilidad de una eventual fuga e incluso de una obstrucción a la labor de la justicia, de ahí que a los efectos de asegurar el pleno sometimiento del incoado a la Jurisdicción y competencia del Juez que conoce del caso, se impone mantener la medida restrictiva de libertad que con anterioridad ya fuera dictada.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 24/10/2002
Partes: Vallejos, Ladislao y otro (A.I. N° 294)
Publicado en: LLP 2002, 1388
Cita Online: PY/JUR/144/2002
Sumarios:
1. El sistema acusatorio, en la etapa preparatoria tienen pree- minencia los actos de investigación a cargo del agente fiscal, quien debe realizar por sí todas las diligencias tendientes a cumplir con su objetivo de fundar una acusación objetiva y para tal menester, ob- viamente, la tarea de recolección y resguardo de evidencias resulta de esencial importancia.
2. Como es el fiscal quien debe convencerse sobre la sustentabilidad de la causa en juicio oral, también a dicho funcionario le compete esencialmente formular criterios con respecto a las medidas cautelares que precisa, teniendo por limite lo estatuido en el art. 19 de la Constitución Nacional. Esta señala que la prisión preventiva sólo puede durar “en las diligencias indispensables del juicio” y en ningún caso puede prolongarse por un tiempo mayor al de la pena mínima.
3. El decreto y mantenimiento de toda medida cautelar tiene sustento precisamente en el auto de prisión, sin cuya existencia no se las concibe. Si variaren las circunstancias fácticas de la prisión preventiva debería plantearse, o decretarse de oficio, la revocatoria de la misma y no precisamente una medida sustitutiva, en razón de que éstas solo tienen fin asegurativo a los fines del proceso a condición de que persista la factibilidad de aquella.
4. Al plantearse como propuesta de solución la revocatoria de la resolución que deniega la aplicación de una medida menos gravosa que la prisión preventiva sin sustento en otras previstas en el art. 245 del CPP y al no haberse objetado el sustento fáctico de la medida de coerción personal, la pretensión de la defensa pública, aplicación de medidas sustitutivas a la prisión preventiva bajo caución juratoria, debe desestimarse por inconsistente.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 21/08/2002
Partes: Cristaldo Espínola, Gustavo E. y otros (A.I. N° 178)
Publicado en: LLP 2002, 1381
Cita Online: PY/JUR/140/2002
Sumarios:
1. En el caso el imputado, se halla domiciliado en el país, y es un graduado universitario con negocios o trabajo, a más de haberse puesto voluntariamente a disposición del Juzgado y de la Fiscalía de la causa, las veces que fue llamado, lo que hace presumir su sujeción a la persecución penal.
2. El juzgador antes de la aplicación de una o mas medidas al- ternativas debe tener en cuenta que se dé estricto cumplimiento a los requisitos legales establecidos en los Arts. 242,243 y 244 CPP, es decir, la prisión preventiva del imputado, para luego dar cumplimiento si considerase pertinente las medidas alternativas correspondientes. (voto en disidencia del Dr. Agustín Lovera Cañete).
3. Si bien el apelante manifiesta como uno de los argumentos, la presunta violación de libertad laboral del representado, no es me- nos cierto que el mismo ha sido beneficiado con la excepcionalidad de la prisión preventiva dispuesta por el Art. 19 de la Constitución Nacional. (voto en disidencia del Dr. Agustín Lovera Cañete).
4. Si bien se ha ofrecido el inmueble y embargado provisoria- mente a los efectos de precautelar la responsabilidad civil emergen- te del supuesto hecho punible investigado y que se sabe que deben ser compartidos solidariamente por los responsables, el monto o supuesto perjuicio aún no ha podido ser determinado, las medidas ratificadas por el Juzgado en el auto recurrido en relación a la prohibición de salir del país y embargo preventivo sobre cuentas bancarias deben ser confirmadas, por hallarse las mismas ajustadas a derecho. (voto en disidencia del Dr. Agustín Lovera Cañete).
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 27/08/2002
Partes: González Fernández, Stella Marys (A.I. N° 191)
Publicado en: LLP 2002, 1384
Cita Online: PY/JUR/142/2002
Sumarios:
1. La prisión preventiva es una medida adoptada por la autoridad judicial que entiende en la causa, a efectos de evitar que el imputado se sustraiga de la acción de la justicia. Como esta precaución contraría en cierto modo al principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario (presunción de inocencia), su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta sin las cuales la medida resultaría ilegal.
2. La prisión preventiva es admisible en cualquier estado del proceso, también por cierto, ya en el procedimiento de investigación. Cuando la sentencia pasa a autoridad de cosa juzgada, la prisión preventiva se convierte, automáticamente en pena de prisión. Es así que corresponde al fin de asegurar la ejecución penal.
3. Las circunstancias que concretamente permiten advertir el peligro de fuga en la presente causa se basa fundamentalmente que en estos autos se han considerado por cumplidos los requisitos esenciales para decretar el auto de prisión, solicitando posterior- mente la defensa, la aplicación de medidas sustitutivas a favor de su representada ofreciendo como fianza la personal y otra real consistente en una finca, ahora bien corresponde en primer lugar precisar que en estos autos se halla en etapa investigativa un hecho grave de homicidio doloso, que prevé una pena privativa de libertad que oscila de cinco a quince años.
4. Existiendo elementos suficientes para el sostenimiento de que la imputada es autora del hecho investigado y en tercer término a criterio de este órgano de alzada, las fianzas ofrecidas no pueden suplir el peligro de fuga por parte de la incoada, teniendo en cuenta fundamentalmente la pena corporal que pudiera aplicársele como resultado del procedimiento haciéndose imprescindible su presencia a los efectos de evitar el incumplimiento del resultado en la presente causa, por lo que no se puede llegar a otra conclusión que no sea la de ratificar la prisión preventiva de la imputada.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 16/08/2002
Partes: Amarilla, Bernardo (A.I. N° 173)
Publicado en: LLP 2002, 1259
Cita Online: PY/JUR/292/2002
Sumarios:
1. La regla mantenida por nuestro nuevo procedimiento penal es la libertad del imputado y la excepcionalidad a esta regla es la privación de la libertad del mismo.
2. El peligro de fuga y el peligro de obstrucción deben darse con- juntamente para que el juez dicte un auto de prisión preventiva.
3. Todas las circunstancias que establece el art. 243 CPC, en lo que respecta al peligro de fuga del imputado deben conducir al ór- gano juzgador al momento de dictar un auto de prisión preventiva.
4. Para decidir acerca del peligro de obstrucción de un acto con- creto de investigación, se tendrá en cuenta, especialmente, la grave sospecha de que el imputado destruirá, modificará, ocultará, su- primirá o falsificará elementos de prueba, influirá para que los co imputados testigos o peritos, informe falsamente.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 19/08/2002
Partes: Candia Marecos, Alcides Fernando (A.I. N° 177)
Publicado en: LLP 2002, 1377
Cita Online: PY/JUR/139/2002
Sumarios:
1. La formulación de una acusación fiscal da como consecuencia el fin a la etapa preparatoria y la apertura a la etapa intermedia, donde las partes de manera igualitaria deberán deponer sus pretensiones ante el Juez de Garantía.
2. Las medidas de prisión preventiva son garantías para el ius puniendi del Estado sea efectivo.
3. Analizando el caso de que el acusado sea menor de edad, di- cha situación conlleva ciertas determinaciones favorables y que de- ben ser tenidas en cuenta para la privación de libertad de los mismos, pero sin embargo, se debe tener en cuenta a lo dispuesto en el Art. 194, 2do apartado del Código de la Niñez y la Adolescencia.
4. Según el art. 194 2° apartado del Código de la Niñez y de la Adolescencia todo adolescente es responsable penalmente existiendo diferencia en las sanciones aplicables a éste no su situación ante la ley penal vigente en cuanto a la comisión del hecho punible sien- do atribuible a los mismos según la tipificación de nuestro Código Penal vigente.
5. Desde el tiempo en que un adolescente cumpla los 18 años de edad éste pasará a la jurisdicción ordinaria.
6. La prisión preventiva es una medida adoptada por la autoridad judicial que entiende en la causa, a efectos de evitar que el imputado se sustraiga de la acción de la justicia.
7. Como la prisión preventiva contraría en cierto modo al principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contra- rio (presunción de inocencia), su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta sin las cuales la medida resultaría ilegal.
8. La prisión preventiva en el proceso penal es la privación de la libertad del imputado con el fin de asegurar el proceso de conoci- miento o la ejecución de la pena.
9. La prisión preventiva es admisible en cualquier estado del proceso, también por cierto, ya en el procedimiento de investigación. Cuando la sentencia pasa autoridad de cosa juzgada, la prisión preventiva se convierte, automáticamente en pena de prisión.
10. Las circunstancias que concretamente permiten advertir peligro de fuga; son: En primer lugar la falta de arraigo en el país, y ella se puede verificar si de las actividades y el comportamiento del imputado dentro del país, se puede deducir que podría ocultarse o abandonar definitivamente el mismo, con el fin de burlar la persecución penal. O bien, que la pena a ser impuesta por el hecho punible cometido sea considerablemente gravosa (gravedad de la pena a ser impuesta como resultado del procedimiento).
11. La sospecha de que el imputado efectuará actos que permitan advertir peligro de fuga se basará en primer lugar en la posibilidad de que él o por medio de él, se efectúen tales actos, y en la voluntad del mismo a someterse a las reglas del debido proceso. Y de colaborar con la investigación.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 02/08/2002
Partes: Ojeda Díaz, Edgar Dionisio y otros (A.I. N° 159)
Publicado en: LLP 2002, 1133
Cita Online: PY/JUR/91/2002
Sumarios:
1. La prisión preventiva es una medida de seguridad adoptada por la autoridad judicial que entiende en la causa, a efectos de evitar que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia.
2. La prisión preventiva por el hecho que contraria en cierto modo el principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario, su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta, sin las cuales la medida resultaría ilegal.
3. La prisión preventiva es la privación de la libertad del imputado con el fin de asegurar el proceso de conocimiento o la ejecución de la pena y sirve para asegurar la presencia del imputado en el proceso, garantizar la investigación de los hechos y asegurar la ejecución penal.
4. La prisión preventiva no podrá ser vista como una prueba anticipada.
5. La prisión preventiva es admisible en cualquier estado del proceso, inclusive en el procedimiento de investigación.
6. Cuando la sentencia condenatoria pasa a autoridad de cosa juzgada, la prisión preventiva se convierte, automáticamente en pena de prisión, es así que responde al fin de asegurar la ejecución penal.
7. La falta de arraigo en el país es una circunstancia que permite advertir peligro de fuga, y ella se puede verificar si de las actividades y el comportamiento del imputado dentro del país, se puede deducir que podría ocultarse o abandonar definitivamente el país, con el fin de burlar la persecución penal.
8. La pena a ser impuesta por el hecho punible cometido que sea considerablemente gravosa en una circunstancia que puede advertir el peligro de fuga.
9. En el caso, el proceso tuvo origen en un hecho punible que amerita en los casos mas graves una pena máxima de quince años, y ante la sospecha de que el imputado efectuaría actos que entorpezcan o obstruyan la realización de un acto concreto de investigación, advirtiendo el peligro de fuga se resuelve el dictamiento del auto de prisión.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 07/08/2002
Partes: Coronel Estela, Vidal y otro (A.I. N° 169)
Publicado en: LLP 2002, 1020
Cita Online: PY/JUR/313/2002
Sumarios:
1. La prisión preventiva es una medida de seguridad adoptada por la autoridad judicial que entiende en la causa, a efectos de evitar que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia. Como esta precaución contraría en cierto modo el principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario (presunción de inocencia), su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta, sin las cuales la medida resultaría ilegal.
2. La presunción de la inocencia es la suprema garantía de res- pecto de a los derechos humanos. En los procesos penales la ino- cencia se presume.
3. El principio de inocencia, adquiere eficacia práctica una vez que una persona ingresa al ámbito concreto de actuación de las normas procesales, cuando éste es el sujeto pasivo de un proceso; a partir de ahí tiene sentido decir que su inocencia sea presumida; y esta presunción le asiste hasta que quede firme una condena que declare su punibilidad.
4. Siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la li- bertad del imputado, el juez, de oficio, preferirá imponerle en lugar de la prisión preventiva.
5. La sospecha vehemente con respecto a la comisión del he- cho punible (Art. 242 C.P.P.) implica que debe existir un alto gra- do de probabilidad de que el imputado ha cometido un hecho y de que estén presentes todos los presupuestos de la punibilidad y de la perseguibilidad. Cuando de forma manifiesta, queda de lado la culpabilidad a causa de la incapacidad e inimputabilidad, entra en consideración una orden de internación. El hecho punible debe ser de una gravedad considerable, esto será de acuerdo a las reglas de la sana crítica del órgano jurisdiccional.
6. Las circunstancias que concretamente permiten advertir peli- gro de fuga; son: En primer lugar la falta de arraigo en el país, y ella se puede verificar si de las actividades y el comportamiento del imputa- do dentro del país, se pueda deducir que podría ocultarse o abandonar definitivamente el país, con el fin de burlar la persecución penal.
7. La prisión preventiva debe ser una medida aplicada con ca- rácter excepcional. Y si ello es así, con relación a imputados adul- tos, lo es más aún cuando el imputado es adolescente, en el caso éste, tiene 14 años de edad.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 19/06/2002
Partes: Dionisi Ovelar Arístides (Ac. y Sent. N° 67)
Publicado en: LLP 2002, 738
Cita Online: PY/JUR/154/2002
Sumarios:
1. El hecho en cuestión ha sido cometido durante la vigencia del Código Penal año 1.914 y el marco penal establecido en este es el del Art. 334 que establece una pena de seis a doce años privativa de libertad. Por su parte, el Código Penal vigente establece para este tipo legal un marco penal de 5 (cinco) años de pena hasta 15 (quince) años de pena privativa de libertad (Art. 105, homicidio doloso). Frente al caso en concreto y siguiendo las ideas señaladas debe- mos convenir entonces que no es posible la aplicación combinada de leyes. Concluyentemente debemos optar por el marco penal más benigno.
2. El primer punto sometido al análisis es determinar cuáles serian los móviles y fines del autor en la perpetración del hecho de homicidio, al observarse que éstos han sido originados en una discusión se puede sostener que fueron insignificantes ante el bien jurídico más preciado que es la vida.
3. En el caso, la actitud del encausado frente al derecho, al estar acreditado que el encausado posee antecedentes penales o judiciales relacionados a este tipo de hechos punible, en el sentido de que el mismo conoce las consecuencias que acarrea su conducta, pues el delito por el que fue procesado anteriormente es el de disparo
intencional, implica una circunstancia que agrava el grado de reproche del autor.
4. La forma de realización, los medios empleados, la importancia del daño y del peligro y las consecuencias reprochables del hecho, demuestran que el encausado ha obrado con el propósito de ocasionarle el daño a la víctima, si bien no midió su actuar al extremo de haber ocasionado el fallecimiento de la víctima, a lo cual debe sumarse que el procesado es una persona conocida en el manejo de las armas, según los antecedentes brindados por los testigos, quedó de manifiesto la falta de consideración para con un ser humano, pues el encausado tendría que haber socorrido a la víctima para intentar reparar en algo el daño causado, pero el mismo haciendo caso omiso de la víctima ingresó a su domicilio sin prestarle el mí- nimo auxilio agravando su situación demostrándose el dolo.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 4
Fecha: 30/04/2002
Partes: Sang Mi Kim (A.I. N° 74) Publicado en: LLP 2002, 597 Cita Online: PY/JUR/539/2002
Sumarios:
1. Atendiendo a la naturaleza y circunstancias en que fue cometido el ilícito investigado (estafa), prima facie surge que la sanción penal que podría corresponderle a la imputada en caso de ser culpable del delito atribuídole también podría ser bastante considerable, lo cual desde ya en el presente estadio (etapa preparatoria) no la hacen merecedora de la revocación de la prisión preventiva a su favor, al persistir la posibilidad de una eventual fuga u obstrucción a la justicia.
2. Las medidas cautelares cualquiera sea su modalidad, son de carácter excepcional, de ahí que para su aplicación el Órgano Jurisdiccional debe obrar con cautela y la debida prudencia, de tal surte que su mala aplicación no desnaturalice la finalidad para la cual fue instituida en el ordenamiento vigente.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 05/03/2002
Partes: Kromker, Horst (A. I. N° 54)
Publicado en: LLP 2002, 199
Cita Online: PY/JUR/444/2002
Sumarios:
1. La caución tiene por objeto garantir la comparecencia del procesado, cuando fuere llamado o citado por el Juez que conociere la causa. Si el fiador no presentare al rebelde en el término fijado, se procederá a hacerse efectiva su responsabilidad.
2. No puede interpretarse en estos casos que dicha responsabi- lidad ofrecida por el profesional no puede hacerse efectiva debido a la razón que dicha fianza fue ofrecida para garantizar la responsabilidad civil emergente del delito atribuido al procesado.
3. Constituye un hecho grave acreditado en autos de haber el imputado transgredido una de las condiciones bajo las cuales le concediera el a quo la eximición de la prisión preventiva, cual era la obligación de permanecer en su domicilio y no cambiar del mismo sin autorización expresa del juzgado, entre otras obligaciones ga- rantizadas con la fianza personal del abogado.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala constitucional
Fecha: 12/12/2001
Partes: Pedernera Portillo, Víctor Manuel y otros (Ac. y Sent. N° 1006)
Publicado en: LLP 2002, 156
Cita Online: PY/JUR/344/2001
Sumarios:
1. En el caso la resolución recaída sobre el imputado no es de- finitiva, en el sentido de que según avance el proceso, la medida cautelar de prisión preventiva dispuesta puede ser modificada de acuerdo con las pruebas que se vayan aportando y que desvirtúen los elementos de convicción que sirvieron para decretarla, por lo cual no corresponde la acción de inconstitucionalidad ya que la Corte Suprema de Justicia no puede abocarse a una nueva valoración de la cuestión de hecho y al reestudio del derecho aplicado.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 12/02/2002
Partes: Benítez Aranda, Pedro Nicolás y otros
Publicado en: LLP 2002, 221
Cita Online: PY/JUR/447/2002
Sumarios:
1. La prisión preventiva es una medida de seguridad adoptada por la autoridad judicial que entiende en la causa, a efectos de evitar que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia. Como esta precaución contraría el cierto modo el principio de que toda persona es inocente hasta que se pruebe lo contrario (presunción de la inocencia), su adopción requiere determinadas condiciones de apreciación conjunta, sin las cuales la medida resultaría ilegal.
2. El principio de inocencia adquiere eficacia práctica una vez que una persona ingresa al ámbito concreto de actuación de las normas procesales, cuando éste es el sujeto pasivo de un proceso; a partir de ahí tiene sentido decir que su inocencia sea presumida y esta presunción le asiste hasta que quede firme una condena que declare su punibilidad.
3. El principio de la inocencia se halla aún más fortalecido con el principio de la duda razonable.
4. Ante las medidas no restrictivas de libertad personal, el ejercicio de la defensa se puede cumplir con mayor eficacia.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 01/11/2001
Partes: Weiss López, Carlos y otros (A.I. N° 120)
Publicado en: LLP 2002, 89
Cita Online: PY/JUR/279/2001
Sumarios:
1. De acuerdo a los antecedentes del caso donde se hallan reu- nidos en forma conjunta con meridiana claridad los presupuestos requeridos para el dictamiento válido de la medida cautelar de prisión y que el mismo según las exigencias de nuestro ritual penal a aplicarse, se ha dado cumplimiento.
2. En la presentación sólo se establece un domicilio procesal y en la misma no se ofrecen las garantías o medidas asegurativas ne- cesarias para dejar sin efecto las medidas decretadas por el Agente Fiscal, obviamente en base a tal elemento escueto, el Juzgador Pri- mario no se hallaba en condiciones para hacer lugar a la pretensión del abogado defensor, por lo que es estricto derecho fue desestima- da. (Voto del Dr. Rolón).
3. En cuanto a la negativa del Juez de Garantías de otorgar la eximición de la detención solicitada, no se ha tomado en conside- ración la carencia de sustento razonable en la determinación del Fiscal, el derecho del acusado que establece su estado de inocencia
– de rango constitucional – ni la voluntad manifiesta del mismo de someterse al proceso que se le sigue. En consecuencia, corresponde la eximición de la detención solicitada por la defensa. (Boto del Dr. Arias).
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 16/11/2001
Partes: Cataldi Cazal Riveiro, Edgar y Rojas, Cecilio (Ac. y Sent. N° 875)
Publicado en: LLP 2002, 153
Cita Online: PY/JUR/341/2001
Sumarios:
1. En el caso, existe contra todos los imputados, en el mismo expediente, una orden de prisión dictada por juez competente, al- gunos de los afectados la apelaron inmediatamente, para otros el plazo seguía vigente, los recursos deducidos no estaban aún con- cedidos. En este estado fue dictado el auto de prisión preventiva, como medida cautelar cuya motivación destacada es el peligro de fuga de los inicialmente condenados, por las dos razones señaladas el magistrado estaba en condiciones de ejercer la facultad consagrada en el Art. 242 (ver plazo en el Art. 133) del código procesal penal.
2. Cuando interviene un órgano judicial competente en la tra- mitación natural del proceso, no se puede (criterio invariable de la Sala Penal) anticipar ninguna solución por Hábeas Corpus. Además, los recurrentes no dieron cumplimiento a lo dispuesto en el Art. 253 del Código Procesal Penal, pues la interposición del recurso no suspende el cumplimiento de la medida cautelar.
3. La Ley regula la manera de descomprimir los efectos de una medida de seguridad personal mediante medidas substitutivas o alternativas de la Prisión preventiva, cuando el magistrado invoca peligro de fuga (entre ellas, la prestación de una caución adecuada Ver Art. 245, numeral 7 C.P.P.). En este expediente no aparece ni el ofrecimiento de una caución juratoria. Y la sola mención presuntuosa de que “ninguno de los encausados son personas sin arraigo en la República, ya que devienen de familias tradicionales enraizadas por varias generaciones”, no es suficiente.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 01/08/2001
Partes: Ramos, Ariel Enrique y Sanabria, Juan Carlos (A.I. N° 431)
Publicado en: LLP 2001, 1001
Cita Online: PY/JUR/185/2001
Sumarios:
1. Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva se encuentran previstas en el art. 245 del CPP y proceden cuando tanto el peligro de fuga como el de obstrucción a la investigación por parte del o los imputados, pueden ser evitados con una medida menos gravosa para la libertad del o los mismos.
2. Para la concesión de dichas medidas deben tenerse en cuenta los criterios establecidos en los arts. 243 y 244 del CPP, de manera que si persisten cualquier de las dos situaciones, las medidas sustitutivas no son procedentes y la coerción personal del o los imputa- dos debe seguir firme.
3. Si el tipo penal establece una pena máxima superior a los cinco años de privación de libertad, dicho hecho punible escapa a la categoría de los delitos, entrando en la de crímenes, lo que denota la gravedad del injusto.
4. Si el sujeto del procedimiento se encuentra imputado por hechos graves y es necesaria la presencia del mismo durante la investigación, estas circunstancias, hacen que se pueda inferir, ra- zonablemente, que el citado imputado carecería de voluntad para sujetarse a la investigación o de someterse a la persecución penal resultantes, por lo que el peligro de fuga o de obstrucción sólo puede evitarse manteniéndose firme la coerción personal del mismo, hasta tanto surjan otros elementos de juicio que demuestren que no concurren los motivos que la fundaron.
5. La prisión preventiva como medio de asegurar el cumpli- miento de la pena que ha de imponerse, sólo se justifica en las causas graves, porque en las leves el reo no tiene interés en la fuga.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 21/06/2001
Partes: Cardozo Vázquez, Miguel Angel y otros (Ac. y Sent. N° 340)
Publicado en: LLP 2001, 830
Cita Online: PY/JUR/130/2001
Sumarios:
1. El art. 477 CPP nomina las cosas concretas de terminación de los procesos penales y en el inicio del mismo párrafo introduce la expresión “que pongan fin al procedimiento”, sin referir a las maneras del proceso penal, sino del procedimiento.
2. Por aplicación del art. 10 del CPP, fundamentalmente por la restricción de los alcances de las medidas cautelares de orden per- sonal y real, la sala penal de la Corte considera admisible la dis- cusión por vía de un recurso extraordinario acerca de los alcances constitucionales y legales de las medidas cautelares en general, ya que de la interpretación correcta para la casación no se observan impedimentos insalvables.
3. En los tres numerales del artículo 178 del CPP se menciona la preexistencia de sentencias o autos, lo que por interpretación extensiva o analógica (art. 10 CPP) cuando favorezcan el ejercicio de los derechos o garantías del imputado, amerita la extensión razonable de la legitimación procesal para recurrir a través del recurso extraordinario de casación, siempre y cuando se aleguen los demás elementos configurativos del mismo.
4. Constituyen elementos configurativos del recurso extraordinario de casación la inobservancia o errónea aplicación de un precepto constitucional; cuando la resolución sea contradictoria con un fallo anterior a un Tribunal de Apelaciones o de la Corte Suprema de Justicia y cuando la decisión impugnada sea manifiestamente infundada.
5. En las medidas alternativas el Juez, ante la existencia de los requisitos de la prisión y siempre que no ponga en peligro la fuga u obstrucción a la Justicia, tiene la opción y así preferirá imponerla en lugar de la prisión preventiva.
6. En las medidas, sustitutivas ante la existencia del dictamiento previo de un auto de prisión preventiva, esta última puede ser reemplazada, siempre que se den las condiciones por una medida sustitutiva.
7. Es de un formalismo indeseado en la nueva estructura del procedimiento penal lo señalado, por mayoría, por el Tribunal de Apelación, primera sala, de que para sustituir o alternar la prisión preventiva, hay que previamente dictarla, lo cual es innecesario y procedimentalmente incorrecto, por lo que corresponde admitir y declarar procedente del recurso extraordinario de casación.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 10/08/2001
Partes: Martínez, Francisco Ramón (A.I. N° 442)
Publicado en: LLP 2001, 1005
Cita Online: PY/JUR/187/2001
Sumarios:
1. El nuevo sistema procesal penal permite la posibilidad que un imputado pueda presentarse por sí o por medio de un abogado ante el juez, antes de la aplicación de la medida, por escrito o en forma oral, solicitando se lo exima de la prisión preventiva o de las otras medidas cautelares.
2. Para resolver sobre la vigencia de la prisión preventiva como medida cautelar en un caso dado, se debe tomar en consideración la naturaleza del hecho punible, su gravedad, sus consecuencias en cuanto al daño a la víctima y una vez establecidos dichos parámetros, resolver sobre el extremo.
3. Si de los elementos obrantes en la causa se deducen que los elementos que podrían considerarse como probatorios carecen de la entidad suficiente como para poner de resalto el peligro de fuga u obstrucción por parte del imputado, procede la institución de la eximición, con fianza personal del abogado.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 30/05/2001
Partes: Torres Arias, Héctor Javier (A.I. N° 269)
Publicado en: LLP 2001, 723
Cita Online: PY/JUR/114/2001
Sumarios:
1. La disposición del Art. 245 —siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la libertad del imputado, el juez, de oficio, preferirá imponerle en lugar de la prisión preventiva— concuerda con lo establecido en el Art. 19 de la CN en el sentido que la prisión preventiva sólo será dictada cuando fuese indispensable para el proceso.
2. El hecho que el imputado se ha presentado a darse por dete- nido y al comparecer ofrece títulos de propiedad tanto de inmuebles como de automotores acreditaría prima facie, el arraigo, lo cual puede dar lugar a la revisión de medida cautelar, concediendo las medidas sustitutivas.
3. Cuando por circunstancias de hecho, obrantes en la causa, se pueda inferir razonablemente la existencia del llamado peligro procesal, es decir, el de fuga o de obstrucción de actos concretos de la investigación, por parte del imputado, entonces la prisión preventiva es la única vía procesalmente idónea para evitarlo.
4. El peligro procesal, en la generalidad de los casos, se da a los inicios del procedimiento, cual es, la etapa eminentemente de investigación, estadio procesal que, sin embargo, sirve para fijar los elementos que servirán al fiscal, en primer término para imputar y en segundo para acusar, siendo estas etapas procesales las que podrían estar en peligro de poder llevarse a cabo, con la fuga o con la obstrucción de la investigación por parte del imputado.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 24/05/2001
Partes: Ortiz de Esteche, Valeria y otros (A.I. N° 232)
Publicado en: LLP 2001, 728
Cita Online: PY/JUR/116/2001
Sumarios:
1. Para evaluar el peligro de fuga debe considerarse el asiento de la familia del imputado y un trabajo. Asimismo, debe considerarse la facilidad que tendría en estas circunstancias para abandonar el país o permanecer oculto. Adquiere relevancia también la pena que podría resultar del procedimiento y la importancia del perjuicio causado.
2. Constituiría una imprudencia, una negligencia e irresponsa- bilidad otorgar medidas a una persona sobre la cual existen sospechas que a través de la influencia del cargo que ha desempeñado podría destruir, ocultar o suprimir elementos probatorios e influir en los testigos o peritos para que los mismos se comporten reticentemente ante la justicia.
3. Si las medidas alternativas a la prisión preventiva no pueden garantizar la conclusión exitosa de la investigación y el esclareci- miento de los hechos que constituyen cabeza del proceso, resulta improcedente la aplicación de las mismas.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 14/03/2001
Partes: Rojas Caballero, Rosalino Ramón c. La Propiedad en el Aeropuerto Silvio Pettirossi (A.I. N° 73)
Publicado en: LLP 2001, 468
Cita Online: PY/JUR/429/2001
Sumarios:
1. Si la resolución judicial que dicta prisión no expresa cuáles son “los hechos suficientes” para sostener razonablemente que el imputado es autor o ha participado en el ilícito investigado, se pue- de afirmar que no está en ese caso acreditado el presupuesto re- querido en el inc. segundo del art. 242 CPP Dicha norma exige e impone que sea necesaria la presencia del imputado y que existan elementos de convicción suficientes para sostener razonablemente, que el imputado es autor del hecho investigado.
2. La resolución judicial que dicta prisión debe ser lo suficien- temente clara en cuanto a los elementos incriminatorios que pesan contra el imputado, pues ello afecta el derecho constitucional de la defensa. Ese razonamiento judicial, esos argumentos deberán ser desvirtuados por la defensa.
3. El requisito de los elementos de convicción suficientes debe mediar conjuntamente con los otros de la acreditación de la existencia de un hecho punible grave (inc. 1ro.) y la existencia del peligro de fuga o de obstrucción a la investigación (inc. 3ro.), además de ser oído el imputado, para el dictamiento de la prisión preventiva.
4. Si se parte de la existencia de un hecho punible, o justificado éste, es elemental, básico, que la decisión judicial determine con- cretamente qué elementos obran en la causa, que conviertan al im- putado en supuesto autor o partícipe de un hecho punible. Si no se cumple este requisito, es inconducente e improcedente ocuparse del estudio de los demás requerimientos (peligro de fuga y de obstrucción a la investigación), ya que lo anterior es un condicionante.
5. Si el auto de prisión no especifica cuál es el elemento incrimi- nante, la resolución es nula en cuanto a afirmar la vigencia de que existan hechos suficientes para sostener que la imputada es autora o partícipe del hecho punible. En estas condiciones, el auto carece de fundamentación, por lo cual corresponde declarar la nulidad del mismo, quedando subsistente, por tanto, el decreto de detención.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 22/05/2001
Partes: Villalba, Buenaventura (A.I. N° 217)
Publicado en: LLP 2001, 887
Cita Online: PY/JUR/150/2001
Sumarios:
1. Si el motivo de la apelación deducida se refiere a la fianza y las pruebas ofrecidas no guardan relación con el monto de la fianza real decretada en autos y apelada por la defensa del imputado, para la sustitución de la medida cautelar de prisión preventiva decretada en su contra, sino que se refiere a la totalidad de las actuaciones realizadas en el proceso, el tribunal no puede expedirse en esas condiciones.
2. Si el imputado se halla en condiciones de prestar caución real impuesta por el juzgado y si el mismo no acredita la causa de sus pretensiones de modificar la cantidad impuesta, la caución no constituye una fianza desmedida ni excesiva.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral, Cri- minal, Tutelar y Correccional del Menor de Encarnación, sala 1
Fecha: 28/02/2001
Partes: Villalba Cañete, Alberto, Báez Arce, Cayetano y Fernández, Máximo (Ac. y Sent. N° 14)
Publicado en: LLP 2001, 489
Cita Online: PY/JUR/435/2001
Sumarios:
1. Si bien es cierto la resolución debió recaer en forma de sen- tencia y no de auto interlocutorio, sin embargo se viene sosteniendo que cuando la resolución reúne todos los elementos como para decidir la cuestión, ella no resulta nula, por el principio de economía procesal y de que no existe nulidad en solo beneficio de la ley, bastando que ella sea suficientemente fundada y motivada es decir cuando en el considerando se expone todo cuanto requiere el decisorio, en consecuencia, el vicio formal como el acontecido, no tiene la suficiente gravedad como para que por ese solo hecho debe pro- cederse a la revocación o nulidad de la resolución y, cualquier otro agravio podrá ser reparado por vía del recurso de apelación, por lo que corresponde desestimar “ la revocatoria “ e implícita de nuli- dad del fallo en cuestión, porque el concepto de sentencia definitiva surte sus efectos, independientemente de la forma que adopte, o del nombre que se le de, siempre y cuando ponga fin a la contienda.
2. El plazo para que se dicte sentencia en el procedimiento de Hábeas Corpus, específicamente en el Tribunal de Apelación, se es- tablece en días y no en horas, de modo que en casos corresponde la aplicación de la norma general del Art. 129, 1 y 3 párrafos del C.P.P., de modo que aun siendo comprensible la situación de los peticionantes, el pedimento de pronto despacho resulta a todas luces extemporánea, por razones más que obvias, cuando al tribunal de Apelación no le puede ser imputable la demora de la primera
instancia en la elevación de los autos sino hasta cumplido el plazo
fijado en la ley.
3. El letrado de la defensa técnica aduce que se ha operado la resolución ficta en esta instancia, debiendo otorgarse la libertad de sus defendidos, mediante la orden que deberá expedir la Sala del Tribunal de Apelación que sigue en el orden de turno, resulta total- mente inaudita la pretensión del recurrente, habida cuenta que el plazo para dictar resolución, para este Tribunal principió a la media noche del día 27 de los corrientes en conformidad al Art. 129, 1 y 3 párrafos del C. P. P. y 14 inc. 2) in fine de la Ley 1500/99 que expresa: “ El Tribunal que corresponda al fuero de dicho juez de primera instancia, dictará sentencia en el plazo de tres días”. Es más que obvio que si el expediente fue elevado al Tribunal de Apelación el día 26 de febrero del año en curso a las 12: 40 horas, el plazo de tres días para dictar resolución aún no ha fenecido, siquiera a esta fecha.
4. Recibidas las actuaciones, el tribunal de apelación debe exa- minar y determinar si concurren los requisitos de admisibilidad del recurso interpuesto por el defensor técnico, en cuanto: a) interés legítimo; b) modo, forma y tiempo de su interposición, c) si existe contradicción y d) si las alegaciones que se refieren a la procedencia del recurso son suficientemente fundadas y cual es la solución que se pretende.
5. La garantía constitucional del Hábeas Corpus Reparador está prevista para que la libertad de las personas sea respetada por constituir la base de nuestra convivencia social y dada su importancia la propia Constitución Nacional dispone de esta garantía para amparar este derecho.
6. Atendiendo a que en el mismo Juzgado, donde se radicara este habeas corpus existe una causa formada a los recurrentes, según el informe de fojas catorce de autos, por el supuesto hecho punible contra el medio ambiente, siendo así, no esta cumplido el
requisito constitucional para su procedencia, establecido para el habeas corpus reparador, cual es que “ no existan motivos legales de privación de libertad”. En el caso de autos, el motivo legal de privación de libertad, a través de la detención dispuesta por el Ministerio Público, es la imputación del delito contra el medio ambiente y la morosidad en resolver la prisión preventiva no autoriza obtener la libertad por vía del habeas corpus, mientras no se agoten las vías dispuestas para el caso de la morosidad del Juzgado de Garantía en resolver respecto de la prisión preventiva, dado que el sistema procesal penal instaurado, provee de una solución expresa en el Art. 140 C. P. P. por lo tanto la vía no es el hábeas corpus reparador, en tanto no se agote la vía señalada en la ley.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 27/02/2001
Partes: Sanabria, Alfredo Antonio (A.I. N° 17)
Publicado en: LLP 2001, 596
Cita Online: PY/JUR/78/2001
Sumarios:
1. Si bien es necesario la prisión preventiva en ciertos y determi- nados casos, no es menos la necesidad que se la restrinja, limitándola a los casos en que exista vehemente sospecha de que el procesado es autor del hecho que se investiga, por el mal irreparable que ocasiona a aquellos que resulten inocentes al término de la causa.
2. La gravedad de la expectativa de pena, supondría la posibilidad de fuga del imputado y la posibilidad de obstrucción a la investigación a ser realizada.
3. Para la Revisión, sustitución o modificación de la Prisión Pre- ventiva deben darse las siguientes circunstancias: que nuevos ele- mentos de juicio demuestren que no concurren los motivos que la fundaron o tornen conveniente la sustitución por otra medida; que la duración de la prisión supere o equivalga al mínimo de la pena prevista; y/o que su duración exceda los plazos establecidos por el Código Procesal Penal para la terminación de los procesos.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 19/12/2000
Partes: Medina Cabrera, Ramón Pedro (A.I. N° 792)
Publicado en: LLP 2001, 331
Cita Online: PY/JUR/188/2000
Sumarios:
1. Para el dictado de las medidas sustitutivas o alternativas de la prisión preventiva, resulta absolutamente imprescindible que di- chas medidas sean igualmente idóneas y eficaces para evitar, o el peligro de fuga o el de obstrucción de la investigación por parte de los imputados; por tanto, es necesario establecer si las condiciones fácticas señaladas en los Arts. 243 y 244 del C.P.P concurren o no a la luz de las medidas establecidas en el Art. 245 del mismo cuerpo legal.
2. A través del prisma fáctico que conforman los hechos, donde aparece la figura de la flagrancia, estando el imputado sindicado de ser autor de un hecho punible cuya amenaza de sanción penal puede alcanzar hasta cinco años de pena privativa de libertad. Esta circunstancia resulta suficiente para presumir, razonablemente que el imputado habrá de darse a la fuga evitando sujetarse a la investigación penal y a la persecución resultantes, debido a la consiguiente connotación de prognosis favorable de condena que conlleva la flagrancia.
3. La coerción personal del imputado es garantía de fiel y estricto cumplimiento de la investigación penal.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 05/12/2000
Partes: Carranza Martell, Rubén Darío y Rojas Pisconto, Jesús Ricardo (Ac. y Sent. N° 713)
Publicado en: LLP 2001, 415
Cita Online: PY/JUR/205/2000
Sumarios:
1. Demostrado y probado el cuerpo del delito, la cuestión se reduce a constatar si efectivamente se halla comprobado en juicio que los sindicados como autores del hecho, son los verdaderos res- ponsables de la posesión y tráfico ilícito del clorhidrato de cocaína, incautado en la ocasión. Lo cierto es que no existe en autos una sola prueba, concreta y acabada, sobre la responsabilidad de los dos peruanos en el ilícito investigado y, por ende, en la cual fundar una condena, una vez negados por éstos la imputación, pues, para con- denar deben comprobarse en los autos, necesaria y obligatoriamente, no sólo que se cometió el delito, sin duda de ninguna naturaleza, es decir, la certeza de que el imputado a quien se le impone la pena es el autor.
2. La sola posibilidad o probabilidad de que el imputado sea el autor, puede fundar un auto de prisión preventiva, pero jamás una condena, porque la ley considera inocente a quien no se acredite fehacientemente su culpabilidad, por lo que la simple insuficiencia de pruebas que cree la menor duda sobre la culpabilidad del proce- sado ya obliga al magistrado, de acuerdo a lo previsto en el Art. 14 del C.P.P., a decretar la absolución de culpa y pena.
3. Como los procesados no plantearon ninguna defensa para justificar sus respectivas conductas en el suceso: ya que simplemente negaron conocer el ilícito, y lógicamente, negaron igualmente su participación en el delito, no tenían por qué probar su inocencia, como lo desea el Tribunal de Apelación. Son los que los imputan, los que acusan, los que deben probar la culpabilidad de aquellos. A los procesados les basta con negar, tal como lo hicieron.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 17/11/2000
Partes: Insfrán, Hugo (A. I. Nº 815)
Publicado en: LLP 2001, 95
Cita Online: PY/JUR/83/2000
Sumarios:
1. El A-quo, obrando dentro de sus facultades legales, ha consi- derado que en la presente causa se hallan conjuntamente reunidos los requisitos exigidos por los artículos 242 y 243 del Código Procesal Penal, existiendo por lo tanto un peligro de fuga por parte del imputado, en atención a la naturaleza del hecho investigado, el cual prevé un marco penal de hasta de quince años de penitenciaría, razón por la cual no se cuenta con la certeza de que el imputado se someta a los mandatos de la justicia.
2. Del estudio de las diligencias realizados en autos, este Tri- bunal concluye que no concurren los requisitos establecidos para la aplicación de las medidas alternativas o sustitutivas de la prisión preventiva, previstas en el art. 245 del Código Procesal Penal, teniendo en cuenta que en la presente causa se investigan hechos punibles graves, por lo cual no se cuenta con la certeza de que se someta a los mandatos judiciales.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 17/11/2000
Partes: Arrua, Dionisia y Díaz Gavilán, Angela (A. I. Nº 814)
Publicado en: LLP 2001, 93
Cita Online: PY/JUR/76/2000
Sumarios:
1. La resolución dictada por el A-quo debe ser declarada nula, en razón de que la figura procesal adoptada por el mismo (mantener la detención de la encausada) en contra de la encausada, no se halla configurada dentro de nuestro ordenamiento penal. En efecto, lo que el A-quo debió realizar era justamente convertir la detención preventiva que pesaba sobre la encausada en prisión de igual carácter o en caso contrario ordenar el levantamiento de la medida cautelar existente en su contra y no seguir manteniendo a la misma en un estado de detención, el cual no se compadece con los preceptos establecidos en los artículos 240 y 242 del Código Procesal Penal, debiendo en consecuencia dictarse nueva resolución a los efectos de definir la situación procesal de la encausada, quien seguirá guardando reclusión, ya que la presente declaración de nulidad por parte de este tribunal, no significa que la misma quede en libertad, todo ello en atención a la naturaleza del hecho punible investigado en autos.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 19/09/2000
Partes: Stall Isaac (A.I. N° 563) Publicado en: LLP 2000, 1262 Cita Online: PY/JUR/346/2000
Sumarios:
1. El Ministerio Público acorde con la facultad que le confiere el Art. 240 del nuevo Código dispuso la detención preventiva del imputado al hallar evidencias y elementos de juicio que compromete la conducta participativa del mismo en los hechos punibles que se le atribuye (reducción y producción de documentos no auténticos), por consiguiente nos hallamos ante un caso concreto de una de las modalidades de una medida cautelar de carácter personal lo ordenado por el Fiscal y que va en perjuicio del incoado.
2. Examinada la situación jurídico-procesal en que se halla en- marcado el incoado, se puede sostener de que se advierte con meri- diana claridad de su voluntad de sujeción a los mandatos de la justicia, conducta que puso de manifiesto al haberse puesto voluntaria- mente a disposición del juez de la causa, de tal manera a evacuar los cargos que se le atribuye y ofrecer al mismo tiempo los elementos de descargo a manera de defensa. A este hecho se le debe sumar el ofrecimiento también espontáneo de una caución real, consistente en un inmueble de su propiedad ubicado en el Chaco Paraguayo inscripto en los registros públicos debidamente individualizado a las resultas del proceso. De acuerdo a lo expresado en el sub-exámine, este Tribunal considera perfectamente viable el pedido formulado por la defensa del incoado, por lo que corresponde eximirlo de momento de la detención preventiva dictada en su perjuicio por el Fiscal de la causa, debiendo optarse por otra medida cautelar de carácter real que resulta menos gravosa desde el cristal en que se lo mire para el imputado en cuestión, pues la conducta observada per- mite advertir de su parte la decidida intención de someterse libre- mente a los mandatos de la justicia; poniéndose a disposición del imperium del Juez de Garantías que tiene a su cargo la dirección del proceso, desechándose con dicha actitud un eventual peligro de fuga u de obstrucción a la investigación de los ilícitos denunciados.
3. El órgano jurisdiccional debería preferir siempre una medida cautelar que resulte menos gravosa para el imputado permitiéndole con ello afrontar el proceso que se le sigue sin que precisamente tenga que estar privado de libertad; mas aun cuando como en el de autos se ha ofrecido caución real, lo que amerita de sobremanera el beneficio solicitado, sin perjuicio de otras medidas del mismo carácter que el Juez de la causa considere necesario y pertinente a los fines de la investigación.
Tribunal: Corte Suprema de Justicia del Paraguay, sala penal
Fecha: 17/10/2000
Partes: Saguier, Hermes Rafael (A.I. N° 1760)
Publicado en: LLP 2000, 1337
Cita Online: PY/JUR/356/2000
Sumarios:
1. Siendo que a la fecha, la causa que motivó inicialmente la pre- sentación de esta garantía constitucional ha desaparecido, teniendo en cuenta que el peticionante solicitó el Hábeas Corpus Genérico en razón de que en el expediente invocado se planteó revisión de la medida cautelar de prisión que afecta al procesado, y que la misma estaba sin resolverse. Sin embargo el juez de la causa ya la ha resuelto, y la decisión puede ser recurrida. Esta situación hace que, de momento, resulte improcedente remediar por esta vía la rectificación de estas circunstancias. Si la Corte Suprema de Jus- ticia interviene en la actividad jurisdiccional que le corresponde al magistrado de primera instancia o al órgano superior competente, se estaría menoscabando sin fundamento razonable la actividad normal de los mismos.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 3
Fecha: 06/09/2000
Partes: Montiel, Milciades Guillermo (A.I. N° 529)
Publicado en: LLP 2000, 1260
Cita Online: PY/JUR/345/2000
Sumarios:
1. La Prisión Preventiva, sólo podrá ser decretada después de ser oído el imputado, cuando sea indispensable, y siempre que medien conjuntamente los siguientes requisitos que existan elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un hecho punible grave; sea necesaria la presencia del imputado y existan hechos suficientes para sostener, razonablemente que es autor o partícipe de un hecho punible; cuando por la apreciación de las circunstancias del caso en particular, existan hechos suficientes para suponer la existencia de peligro de fuga o la posible obstrucción por parte de un acto concreto de investigación (Art. 242 C.P.P.).
2. Para decidir acerca del peligro de fuga, se tendrán en cuenta las siguientes circunstancias: la falta de arraigo en el país, negocios o trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto; la pena que importancia del perjuicio causado y la actitud que el imputado asume frente a él; la importancia del perjuicio causado y la actitud que el imputado asume frente a él; y el comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior del que se puede inferir, razonablemente, su falta de voluntad que sujetarse a la investigación o de someterse a la persecución penal.
3. Para decidir acerca del peligro de obstrucción de un acto con- creto de investigación, se tendrá en cuenta, especialmente, la grave sospecha de que el imputado: la falta de arraigo en el país, deter- minado por el domicilio, asiento de la familia, de sus negocios o trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto; la pena que podrá ser impuesta como resultado del procedimiento; la importancia del perjuicio causado y la actitud que el imputado asume frente a él; y el comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro anterior del que se pueda inferir, razonablemente, su falta de voluntad de sujetarse a la investigación o de someterse a la persecución penal.
4. Siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la li- bertad del imputado, el juez, de oficio, preferirá imponerle en lugar de la prisión preventiva, alguna medida alternativa, enumeradas en el art. 245 del Código Procesal Penal.
5. Este Tribunal, de conformidad a los arts. 242 incs. 1 y 2 y el 243 inc. 2 del Código Procesal Penal, considerando que existen elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un hecho punible grave (coacción sexual), acreditado con la declaración testifical de la víctima, los diagnósticos médicos con sus respectivas ampliatorias y aclaratorias y el informe victimológico y que, por el delito atribuídole, el imputado podría ser penado con una larga condena, presume que con la medida sustitutiva solicitada, se esta- ría posibilitando la fuga del imputado, por lo que resulta viable no disponer la sustitución de la prisión preventiva por las previstas en el art. 245 C.P.P.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral, Cri- minal, Tutelar y Correccional del Menor de Villarrica
Fecha: 04/09/2000
Partes: Vallena, Sebastián (A.I. N° 301)
Publicado en: LLP 2000, 1173
Cita Online: PY/JUR/313/2000
Sumarios:
1. Resulta claro que el imputado permaneció prófugo 6 años y lo que cabe analizar ante estos hechos es si el mismo puede ser beneficiado con medidas alternativas o sustitutivas de la prisión preventiva de acuerdo al artículo 245 CPP que en su primera parte dice: “Siempre que el peligro de fuga o de obstrucción pueda ser evitado por la aplicación de otra medida menos gravosa para la libertad del imputado, el juez de oficio, preferirá imponerle en lugar de la prisión preventiva algunas de las alternativas siguientes...”.
2. Es evidente el peligro de fuga que conlleva la situación de un imputado que permaneció en ese estado por 6 años, es decir, que por ese lapso de tiempo se sustrajo a la potestad jurisdiccional a la que no se sometió voluntariamente. Por otro lado, el imputado carece de arraigo en el país determinado por el domicilio, familia, negocio, trabajo, etc (art. 243 inc. 1) pues al mismo fue extraditado de la Argentina. La pena que puede serle impuesta hasta 5 años y la actitud que el imputado asume frente al daño así como el comportamiento del imputado durante el procedimiento (situación de prófugo) art. 243 incs. 2, 3 y 4 no permiten concederle el beneficio previsto en el art. 245 CPP. Consecuentemente debe revocarse la parte de la resolución que dispone las medidas alternativas de la prisión.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 01/09/2000
Partes: Duarte Ortiz, Silvina y velázquez, Carlos Roberto (A.I. N° 558)
Publicado en: LLP 2000, 1381
Cita Online: PY/JUR/377/2000
Sumarios:
1. La prisión preventiva es una medida cautelar, no una pena, autorizada con el fin de evitar el peligro de un daño jurídico; que la persona imputada, en libertad, consiga burlar la ley, ocultando la verdad o eludiendo la sanción. Si de esto resulta el sacrificio de la libertad personal sólo puede ser consentido a título de cautela y en la medida de la más estricta necesidad
2. El art. 245 del CPP establece que las medidas alternativas o sustitutivas deben aplicarse siempre que pueda ser evitar la prisión y cuando no exista peligro de fuga o de obstrucción por parte del imputado.
3. A los efectos de la concesión de medidas alternativas o sus- titutivas debe tenerse presente la naturaleza del hecho punible in- vestigado. Si se trata de un crimen, con una punición superior a los cinco años, lo cual hace presumir razonablemente que el imputado no se someterá o estará en juicio a las resultas del mismo por la gravedad de la sanción que podría eventualmente serle aplicada, debiendo en consecuencia asegurarse la presencia del mismo a los efectos de someterse a los órganos jurisdiccionales.
4. Las medidas sustitutivas y alternativas hacen referencia a la coerción personal del imputado en carácter de prisión preventiva. La alternativa cabe cuando aún no se ha ejecutado o aplicado la prisión preventiva, y la sustitutiva cuando el imputado ya está guardando reclusión, pero en ambos casos la prisión preventiva es su antecedente y presupuesto legal para la procedencia de cualquiera de las mismas, pues actuan igualmente para asegurar el procedimiento evitando el peligro de fuga o de obstrucción a la investigación.
5. El dictamiento del auto de prisión condiciona la aplicación de las medidas alternativas o sustitutivas, tal como se sostiene y si se consideró que debía levantarse la detención preventiva, luego no pudo establecer medidas alternativas, razón por la cual el único remedio procesal a esta situación es la anulación de la resolución, a fin de reencausar el procedimiento.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 2
Fecha: 16/08/2000
Partes: Azambuja, Rubén A. (A.I. N° 347)
Publicado en: LLP 2000, 1127
Cita Online: PY/JUR/297/2000
Sumarios:
1. Si no se cumple con el requisito legal que exige la fundamen- tación o motivación de la resolución, la misma es nula. La reso- lución no se considera fundada si no se indican en la misma los presupuestos que motivan la medida cautelar.
2. La prisión preventiva es el antecedente necesario y el presu- puesto legal para la procedencia de las medidas alternativas o sustitutivas, actuando para asegurar el procedimiento a fin de evitar el peligro de fuga o el de obstrucción a la investigación.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 14/08/2000
Partes: Segovia González, Américo (A.I. N° 451)
Publicado en: LLP 2000, 1244
Cita Online: PY/JUR/340/2000
Sumarios:
1. Los “indicios vehemente de culpabilidad” (Arts. 337 inc. 3) y 6 in fine del C. P. P. De 1890), por sí solos, aunque estén reunidos los otros dos presupuestos que requería el Art. 337 del Código de Procedimientos Penales del año 1890 (incs. 1 y 2), ya no bastan para decretar la prisión preventiva del imputado, en razón de lo dispuesto por la norma del Art. 242 del nuevo Código ritual, que legisla sobre la prisión preventiva.
2. La prisión preventiva como medida cautelar personal, que afecta la persona del imputado en su libertad individual o ambu- latoria, a tenor de los Arts. 234 y 235 del C.P.P., debe ser dictada excepcionalmente y con criterio restrictivo.
3. No se advierte ni surge elemento de convicción suficiente como para suponer la existencia de peligro de fuga del imputado, ni que el mismo ofrezca riesgo de obstrucción a los actos de inves- tigación. Ello dada su condición de nacional, de estado civil casado, 52 años de edad, afincado con arraigo, por su carácter de licenciado con actividad profesional, conforme su declaración, como asimismo por su comparecencia al juzgado en forma voluntaria en ocasión de prestar declaración indagatoria, amén de la naturaleza del hecho punible investigado, que reviste el carácter de delito. Tampoco se puede inferir de las circunstancias que obran en la causa una falta de voluntad para sujetarse a la investigación. Todas estas razones fundamentan la inexistencia del tercer y último requisito del citado Art. 242 del C.P.P., que justifiquen el dictado de la prisión preven- tiva en la presente causa.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral, Cri- minal, Tutelar y Correccional del Menor de Encarnación, sala 2
Fecha: 31/07/2000
Partes: Pérez Arrúa, Ernesto y Vargas, Alcides (A.I. N° 477)
Publicado en: LLP 2000, 1030
Cita Online: PY/JUR/481/2000
Sumarios:
1. Los presupuestos exigidos para la prisión preventiva están le- gislados en el art. 242 del C.P.P. Estos presupuestos son: haber sido oído el imputado; existencia de elementos de convicción sobre la perpetración de un hecho punible grave; necesidad de la presencia del imputado y existencia de hechos que sostengan razonablemente que es autor o partícipe del hecho punible existencia del peligro de fuga o la posible obstrucción por parte del imputado de un acto concreto de investigación.
2. En autos no se ha acreditado arraigo en el país por parte del imputado, a lo que se suma la facilidad que existe en Encarnación de abandonar el país por ser ciudad de frontera. A esto se agrega que el imputado en descargo suyo ha presentado un documento con el cual pretende demostrar su legítima propiedad sobre la motocicleta en cuestión, el cual no es documento idóneo para acreditar dominio de la cosa, además de mencionar un precio que no condice con el precio normal de plaza para un biciclo, lo cual implica que existe sospecha de alguna obstrucción a un acto concreto de investigación sobre otros posibles implicados o partícipes del ilícito que nos ocupa, que dicho sea de paso, en los últimos tiempos han proliferado en forma hasta si se quiere alarmante, poniendo en jaque la seguridad de toda la población. Por lo cual este Tribunal estima que estando reunidos los requisitos exigidos por las normas procesales para el dictamiento de la prisión preventiva, corresponde no hacer lugar al pedido de excarcelación.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 27/07/2000
Partes: Alemán Franco, Eladio; Alemán Franco, Víctor y López Alemán, Miguel Angel (A.I. N° 397)
Publicado en: LLP 2000, 993
Cita Online: PY/JUR/471/2000
Sumarios:
1. No se puede hablar de fianza real, cuando se presentan do- cumentos privados, teniendo en cuenta que los mismos sólo tienen valor entre las partes, no así con relación a terceros, para surtir efectos erga omnes.
2. Para el dictamiento de las medidas sustitutivas o alternativas de la prisión preventiva, es absolutamente imprescindible que dichas medidas sean igualmente idóneas y eficaces para evitar, o el peligro de fuga o el de obstrucción de la investigación por parte de los imputados.
3. Si los imputados están sindicados de cometer hechos punibles graves con penalidades de hasta quince años de pena privativa de libertad es una circunstancia considerada como suficiente para presumir, razonablemente, que los imputados habrán de darse a la fuga evitando sujetarse a la investigación penal y a la persecución resultantes. En consecuencia, la coerción personal de los imputa- dos es garantía de fiel y estricto cumplimiento de la investigación penal.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 19/07/2000
Partes: Medina, Sindulfo (A.I. N° 373)
Publicado en: LLP 2000, 874
Cita Online: PY/JUR/438/2000
Sumarios:
1. La ley de Transición se refiere al régimen de “normas regla- mentarias concernientes a la organización judicial transitoria que atenderá la conclusión de las causas iniciadas conforme al código de procedimientos penales de 1890 y las que se inicien conforme con el nuevo proceso pena y en consecuencia, deben aplicarse las citadas disposiciones a los procedimientos reglados por el CPP de 1890 como al nuevo código procesal penal o ley 1286/98.
2. El art. 236 de la ley 1286 manda que la privación de libertad durante el procedimiento en ningún caso podrá durar más de dos años, y no cabe duda que su aplicación es exclusiva a los procedimientos regidos por la citada ley, salvo consideraciones de orden estructural y referidos a la aplicación integral, tanto del procedimiento reglado a través del código de 1890 como el nuevo proceso penal. Del mismo texto del art. 236 se desprende su inaplicabilidad a los procesos iniciados conforme al código de 1890.
3. Si el imputado está acusado de haber cometido un hecho grave como el homicidio se puede establecer como motivación suficiente para sostener, razonablemente, que el mismo habrá de fugarse frustrando de este modo la investigación o la persecución penal en contra del imputado.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1(TApelCrimAsuncion)(Sala1)
Fecha: 24/07/2000
Partes: Oviedo Navarro, Edgar Osvaldo (A.I. N° 384)
Publicado en: LLP 2000, 876
Cita Online: PY/JUR/439/2000
Sumarios:
1. La viabilidad de la procedencia de la Prisión Preventiva nece- sariamente debe estar fundada en el art. 242 del nuevo CPP, lo cual implica a su vez que deben considerarse reunidos todos los requisitos para el decreto de la prisión.
2. Las medidas sustitutivas y alternativas establecidas en el artículo 245 del CPP hacen referencia a la coerción personal del imputado en carácter de prisión preventiva. La alternativa cabe cuando aún no se ha dictado o ejecutado la prisión preventiva, y la sustitutiva cuando el imputado ya está guardando reclusión, pero en ambos casos la prisión preventiva es su antecedente y presupuesto legal para la procedencia de cualquiera de las mismas, pues actúan igualmente para asegurar el procedimiento evitando el peligro de fuga o el peligro de obstrucción de la investigación.
3. Las medidas alternativas o sustitutivas del art. 245 no pueden dictarse sin el previo análisis de la concurrencia o no de los presu- puestos procesales establecidos por el art. 242 de la ley 1286/98 y dictadas de esa manera no se ajustan a derecho.
4. Si el hecho punible investigado podría tener una amenaza de sanción penal que puede llegar a pena privativa de libertad de hasta 15 años se trata de un hecho punible grave, sumado al hecho que el autor portaba un arma de fuego, juntamente con los objetivos sustraídos a la víctima, que configuran una situación de flagrancia, autorizan a inferir razonablemente que el imputado no habrá de sujetarse voluntariamente a la investigación y o persecución penal resultantes, lo cual hace suponer la existencia de peligro de fuga por parte del mismo.
Tribunal: Tribunal de Apelaciones en lo Criminal de Asunción, sala 1
Fecha: 12/07/2000
Partes: Mehri, Ali Khalil (A.I. N° 342)
Publicado en: LLP 2000, 991
Cita Online: PY/JUR/470/2000
Sumarios:
1. La prisión preventiva es una medida cautelar (no una pena) autorizada con el fin de evitar el peligro de un daño jurídico; que el imputado, en libertad, consiga burlar la ley, ocultando la verdad o eludiendo la sanción. Si de esto resulta el sacrificio de la libertad personal sólo puede ser consentido a título de cautela y en la medida de la más estricta necesidad.
2. Son requisitos de la prisión preventiva, que se oiga previa- mente al imputado y que se den en forma conjunta los siguientes requisitos: el primer inciso requiere la existencia de un hecho punible de gravitación o importancia, que por su gravedad requiera de mayor cuidado o atención para asegurarse su investigación sin tropiezos o inconvenientes. El segundo inciso se acredita con los elementos aportados al proceso y es razonable sostener que el mencionado imputado podría ser autor o por lo menos haber tenido participación en el hecho punible investigado.
3. Para el peligro de fuga o posible obstrucción por parte del imputado de un acto concreto de la investigación, deben tenerse en cuenta las circunstancias personales del imputado, fundamental- mente el hecho que el mismo es originariamente extranjero.
4. Para la aplicación de medidas alternativas, el art. 245 del CPP hace alusión precisamente a la aplicación de medidas menos gra- vosas, siempre que pueda ser evitada la prisión y cuando no exista peligro de fuga o de obstrucción por parte del imputado.
5. El hecho que el imputado transgreda una de las condiciones bajo las cuales se le ha concedido el beneficio de la medida cautelar sustitutiva, es motivo de revocación del beneficio.
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